LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

AUDIENCIA PÚBLICA

Córdoba, 8 de abril de 2002.

· En la ciudad de Córdoba, a ocho días del mes de abril de 2002, siendo la hora 14 y 36:

Sr. Moderador.- Señoras y señores, muy buenas tardes. Con motivo de dar cumplimiento al mandato constitucional que preceptúa la Audiencia Pública para la aprobación de determinadas leyes como el Presupuesto, la Ley Impositiva y el Código Tributario, se va a dirigir al Auditorio el Presidente Provisorio de la Legislatura de Córdoba, doctor Herman Olivero.
Sr. Presidente (Olivero).- Buenas tardes a todos, señor presidente de la Audiencia Pública y de la Comisión de Economía de esta Legislatura, contador Roberto Urquía, señor presidente de la Comisión de Legislación General, comisiones madres, donde se debaten el Presupuesto de la Provincia, el Código Tributario y la Ley Impositiva, señores presidentes de los distintos bloques, autoridades de Cámara, presentes, estimados legisladores, señoras y señores.

Es para mí un verdadero orgullo venir a abrir esta primera Audiencia Pública que tiene lugar en la historia del Poder Legislativo de la Provincia de Córdoba. Como todos ustedes saben, la nueva Constitución provincial impone el trámite de doble lectura para la sanción de las leyes trascendentes y de mayor importancia para la vida institucional y económica de la Provincia y además de esta doble revisión de las leyes primordiales, la nueva Constitución permite que la ciudadanía se exprese respecto a dicha legislación, es decir, se posibilita que de una manera directa el pueblo a través de sus organizaciones representativas participen en este tramo de la elaboración de la ley y como la otra cara de la misma moneda nos facilita a los legisladores ilustrarnos, aprender e incorporar a nuestro acervo y conocer de manera directa cuales son los aportes, críticas, inquietudes y opiniones que tengan para realizar los sectores vinculados a la temática de la ley.

Hace no más de un mes que este Poder Legislativo sancionó la ley que regula todo lo relativo a la Audiencia Pública. La semana pasada se dio sanción, en primera lectura, al Presupuesto provincial, la norma que define los gastos y los recursos con que contará la provincia para el corriente año, el plexo normativo cuya importancia es trascendental para la vida de todos los cordobeses, lo que es llamada la "Ley de leyes" y que será tratada en segunda instancia en el curso de esta semana.

Hemos querido convocar a la mayor cantidad de sectores posibles, además de aquellos que a partir de la información periodística decidieron participar para poder conocer de manera directa, todas las opiniones respecto a esta legislación trascendental. Al ya mencionado carácter esencial de la ley que se debatirá, debemos sumarle que esta primera Audiencia Pública en la historia de la Legislatura de Córdoba, la realizamos mientras estamos encarando el más importante proceso de disminución de los costos en la política en nuestra provincia, que en el ámbito de este Poder Legislativo tiene su hecho más significativo en un inédito ahorro presupuestario posible no sólo por el menor número de legisladores, asesores y contratados, sino también por una eficientización de los gastos necesarios para el funcionamiento de la Legislatura.

Así, sin afectar el funcionamiento de la Legislatura de Córdoba, los cincuenta y un millones de pesos del presupuesto del año 2000, para este Poder Legislativo, lo hemos bajado en este presupuesto del año 2002 a una suma levemente superior a los veintiséis millones de pesos. Estos números son los que cuentan, estos números que nos hablan de una reducción del gasto en la Legislatura en casi veinticinco millones de pesos en sólo un año, son lo que se deben ver para analizar el tremendo esfuerzo que se está realizando para disminuir los costos de la política en el ámbito del poder político por excelencia, es decir, el Poder Legislativo.

Más este recorte inédito y sustancial, basta leer los números en la ley que hoy junto con ustedes vamos a tratar, no nos impidió llevar a cabo esta Audiencia Pública, y es que los temas centrales, los que de veras preocupan a los cordobeses, los temas que de alguna u otra manera tocan de cerca a la ciudadanía, que son materia de tratamiento, debate y discusión en nuestra Cámara, serán siempre encarados con toda nuestra responsabilidad ahora que tenemos esta nueva y por primera vez utilizada como herramienta como es la Audiencia Pública y serán también tratados con la mayor apertura hacia la comunidad.

Por ello y en nombre del Poder Legislativo que presido, les agradezco a todos los presentes, a los medios de prensa que han asistido a cubrir este hecho hasta ahora inédito, a los legisladores miembros, a los relatores y asesores de las Comisiones de Legislación General y de Economía, Presupuesto y Hacienda, sobre cuyas espaldas recayó la organización de esta audiencia y muy especialmente a los especialistas, a los representantes de las distintas organizaciones que tienen el modesto pero no menos singular honor de ser los primeros participantes de esta novedad política que es la Audiencia Pública Legislativa.

Doy por descontado que el Cuerpo Parlamentario que presido, sabrá valorar las inquietudes que de ustedes vamos a escuchar en unos minutos y en la seguridad de que por la calidad y la inteligencia de los aportes que dentro de un rato exhibirán, nos van a obligar a contar con ustedes para el tratamiento de otras iniciativas importantes. Les agradezco nuevamente y los comprometo a seguir colaborando con este Poder Legislativo, en el mejoramiento de la legislación que los cordobeses nos merecemos. De eso se trata.

Muchas gracias. (Aplausos)

Para continuar con la Audiencia Pública, le voy a pedir al Presidente, que es quien va a llevar a cabo la conducción en todo el desarrollo de esta Audiencia Pública, que de inicio a la misma y que como parte inicial, nos comente el mecanismo que va a tener esta Audiencia Pública.

Sr. Presidente (Urquía).- Buenas tardes para todos, autoridades de la Legislatura de Córdoba, señoras y señores presidentes de los distintos bloques que integran esta Legislatura, integrantes de la Comisión de Legislación General y de Economía, señores legisladores, asesores, señoras y señores que han tenido la amabilidad de visitarnos en el día de hoy, señores periodistas y todos los demás que han tenido la deferencia de estar acompañándonos en lo que a nuestro entender es un hito trascendente en la historia de la Provincia de Córdoba, la realización de la primera Audiencia Pública en un proyecto de ley como es el de Presupuesto, donde la nueva Constitución exige el mecanismo de doble lectura.

En realidad no exige la realización de la Audiencia Pública, pero creíamos que para un proyecto de tal magnitud y en los momentos que estamos transitando a nivel nacional y por qué no de la provincia, era muy importante escuchar las inquietudes de los distintos sectores que componen la economía de la Provincia de Córdoba para analizar y a posteriori en una reunión de las Comisiones de Economía y de Legislación General ver si son tomados o no en cuenta dichas inquietudes.

Hemos establecido como mecánica a los fines de respetar los tiempos de todas las personas que hoy nos visitan, bloques de noventa minutos, en los cuales los disertantes o los expositores van a disponer de diez minutos cada uno, y fundamentalmente este tipo de Audiencia Pública se realiza con el propósito de escucharlos a ustedes; los legisladores salvo que tengan una pregunta especial sobre el tema que ustedes estén expresando, simplemente vamos a escuchar todo el desarrollo de esta Audiencia Pública que está respaldada por el Cuerpo de Taquígrafos de la Legislatura y lógicamente en los próximos días, cada uno de ustedes va a recibir una copia taquigráfica de lo que aquí se ha escuchado sobre las propuestas que hemos recibido.

No quiero explayarme más. Reitero en nombre de todos los integrantes de la Comisión de Legislación General, la Comisión de Economía y de todos sus miembros, agradecerles a todos la visita, sin excepción y que hayan colaborado hoy. 

Damos formalmente por iniciada la primera Audiencia Pública de la Provincia de Córdoba.

También quisiera disculpar al señor presidente de la Legislatura, ya que nos va a estar visitando en unos minutos más el doctor Botafogo, Embajador de la República de Brasil, que está de visita en Córdoba desde el día sábado.

A continuación se va a dar el uso de la palabra a la señores participantes, de acuerdo a la modalidad establecida por el señor presidente de diez minutos para cada expositor, y a los ocho minutos por Secretaría se les va a avisar para que puedan ir redondeando la idea.

En primer lugar, en representación de la Bolsa de Cereales, hace uso de la palabra la doctora Ana María Gianuzzo.

Sra. Gianuzzo.- Soy Presidente de la Bolsa de Cereales de Córdoba y de la Cámara de Cereales y Afines de Córdoba.

Agradezco la cordial invitación enviada por la Comisión y paso directamente al tema para aprovechar el tiempo.

El Presupuesto Público de Recursos y Gastos del Estado es una vía contable y financiera del plan de acción anual que tiene previsto ejecutar la administracion gubernamental, pero su propósito no debería limitarse a determinar la fuente de recursos para financiar una multiplicidad de categorías de gastos, que en su gran mayoría suelen ser erogaciones corrientes, ya que sus gastos corrientes poseen escasos, sino nulos, impactos en las inversiones productivas y de crecimiento genuino de la producción, que es lo que urgentemente hoy necesita el país.

El Presupuesto debe confeccionarse teniendo muy especialmente en cuenta el impacto positivo o negativo que los tributos provinciales pueden llegar a tener sobre los sectores productivos de la Provincia. A partir de ese marco conceptual, nuestras entidades representadas solicitan concretamente al Ministerio de Producción y Finanzas de la Provincia, que elabore el Presupuesto Anual conteniendo en forma explícita una clara política tributaria orientada a promover el crecimiento y consolidación de aquellos sectores que presentan un claro perfil exportador de alta competitividad internacional. Concretamente, una política tributaria orientada al crecimiento, implica diseñar la aplicación de los impuestos provinciales de forma tal que no se permitan asimetrías o desventajas entre las empresas radicadas en nuestro territorio provincial y las empresas de similares actividades radicadas en las provincias vecinas. Tampoco asimetrías intrasectores que se dedican a la misma actividad.

Claramente, la Provincia de Córdoba ha duplicado en los últimos diez años la producción de sus cosechas, lo cual no es sino un acto de fe incondicional en el país que debe ser valorado por las autoridades y así pueda exhibir una moderna cadena productiva articulada y eficiente que muestra una expansión que pocos sectores pueden exhibir. La pretensión de que permanezcan dentro del territorio de la provincia la mayor cantidad de recursos generados por la actividad económica de los sectores productivos, generados a partir de la circulación de mercaderías o prestación de servicios, es una meta indiscutible y todo un desafío para avanzar hacia un mayor crecimiento económico, una mayor generación de fuentes de empleo genuinos y hacia una creciente competitividad. Por eso la mejor política tributaria provincial es preservar la existencia y la rentabilidad de sus sectores aportantes.

Las asimetrías entre las provincias fueron de muy alto impacto, y es uno de los temas por los cuales la Cámara de Cereales de Córdoba, prestándole atención durante los dos últimos años, se decidió instrumentar la creación de la Bolsa de Cereales de Córdoba para solucionar una situación de desventaja que sufrían los compradores y vendedores granarios de la Provincia, en la certificación de la entidad de los operadores del comercio de granos. Esos operadores cordobeses quedaban en desventaja porque la tramitación se debería hacer ante la Bolsa de Cereales situada en los puertos, entonces el servicio que no podía ser ofrecido desde Córdoba, tributa impuestos de sellos en otras jurisdicciones cuando intervenían bolsas de cereales de otras provincias. El país tiene, y tendrá por muchos años vedado el acceso a fuentes de financiamiento internacional, en consecuencia, serán el campo y la agroindustria quienes de manera inmediata puedan aportar divisas al país; sin embargo, son los que sufren la presión fiscal mediante retenciones que hoy alcanzan al 20 por ciento del valor FOV, gravando así a los sectores más eficientes de nuestra economía para transferir esos recursos a sectores menos eficientes, a los que no se les aplican esos porcentajes. 

En este sentido, la Provincia debería establecer todos los mecanismos a su alcance para atenuar esta nueva desventaja tributaria que restará recursos genuinos de rentabilidad al sector productivo privado, cuyo impacto se verá reflejado finalmente en una menor circulación de dinero dentro de la provincia y una menor recaudación de tributos provinciales. 

Deseamos expresar que nuestras ponencias concretas no se limitan a reclamos o reivindicaciones sectoriales, sino que van orientadas a perfeccionar este proyecto de ley de presupuesto para el año 2002, y son las siguientes: primero, establecer dentro de la Ley de Presupuesto escalas de alícuotas con tributos provinciales, de forma tal que se erradiquen para siempre las asimetrías impositivas negativas que pudieran afectar a los principales sectores productores de la provincia, en especial el complejo granario y agroindustrial exportador, en relación a los vigentes en otras provincias mejor localizadas para acceder a los puertos de embarque; segundo, establecer en la Ley de Presupuesto un artículo que establezca para el Ministerio de la Producción y Finanzas, el carácter obligatorio de la publicación y difusión trimestral de la ejecución presupuestaria dentro del plazo de 90 días corridos a partir de la finalización de cada trimestre calendario, para dar estricto cumplimiento a la transparencia de los actos de gobierno y del manejo del erario público, que esta misma administración gubernamental viene planteándose como objetivo fundamental desde sus inicio en junio de 1999; tercero, nos preocupa el  bajo porcentaje del gasto asignado a Obra Pública, dado que sobre un total de erogaciones de 2.449 millones previsto para el presente ejercicio, las erogaciones de capital sólo alcanzan a 181,9 millones, es decir, sólo el 7,4 por ciento. Creemos que debe asignarse un mayor porcentaje de gasto público a la inversión mediante una reducción del abultado gasto corriente, pues es una forma de potenciar el crecimiento de los sectores productivos

privados de la provincia y de devolver a los contribuyentes, parte de sus aportes bajo la forma de obras públicas.

4) Sugerimos incluir en la Ley de Presupuesto, un artículo complementario al artículo 33 del proyecto bajo análisis, que establezca la obligatoriedad de aplicar el procedimiento de concurso abierto, licitación pública nacional o internacional cuando el monto lo justifique, cuando se trate de acceder a cuentas de financiamiento de un determinado monto y cuando se trate de ofertas provenientes de instituciones financieras privadas, a los efectos que haya competencia para acceder al requerimiento del Estado en materia de condiciones crediticias de tasas de interés, comisiones bancarias, constitución de avales, períodos de gracia y plazos de amortización.

Es preocupante que en el ejercicio 2001, sobre un estimado de 85 millones de dólares en concepto de pago de intereses por obtención de préstamos, se hayan pagado finalmente 292 millones. Y es precisamente el incremento de este rubro el que explica la mitad del déficit fiscal provincial del ejercicio 2001.

5) Sugerimos actualizar las estimaciones y proyecciones realizadas, puesto que los parámetros tomados en consideración para los cálculos de recursos y gastos, ya han quedado desactualizados.

En efecto este proyecto se basa en una inflación, para todo el año 2002 del 14 por ciento, y en los tres primeros meses ya hemos tenido casi un 10 por ciento, según el índice de precios minorista calculado por el INDEC.

6) Finalmente y respecto de la Ley 9003, reglamentaria del artículo 106 de la Constitución de Audiencia Pública Legislativa, sugerimos perfeccionar este instituto, que de ahora en más tendrá un rol protagónico en el nuevo contexto del sistema legislativo unicameral adoptado, incluyendo el material para participar, a las entidades invitadas deberá ser remitido a ellas con una antelación a no menos de 10 días hábiles de la realización de la misma, para la consideración y estudio.

Esta ponencia tiene un propósito, que es de permitir a los participantes invitados a futuras audiencias, realizar una mayor profundización del análisis y poder efectuar un mejor aporte a los temas, para los cuales fueron convocados.

Gracias por su atención.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, doctora Gianuzo por sus sugerencias.

Tiene la palabra el señor Presidente de la Confederación General Económica de Córdoba, doctor Trivisky.

Sr. Trivisky.- Señor presidente, antes que nada, quiero decir que en nombre propio en el de la asociación que represento, estoy muy satisfecho de poder ser parte de esta primera Audiencia Pública, que no es nada más que un paso más, pero muy importante, en lo que venimos planteando sobre las necesidades no sólo de las asociaciones de partidos políticos, sino cada uno de los ciudadanos de este país que está requiriendo a cada momento y en cada lugar, participación. Creo que este es un paso importante que ha dado la Legislatura de Córdoba en aplicar la Constitución y dar la posibilidad a las asociaciones que representan los diversos sectores de la actividad económica, y al pueblo en general que se interese en aportar ideas a esta Ley que es la base y el modelo con el que se va a manejar toda la economía de la provincia.

Por eso desde ya nuevamente agradecido.

Sí tendría que plantear en este terreno, lo que acaba de plantear la doctora que me antecedió en los futuros encuentros de este tipo tengamos la posibilidad de tener el material para análisis con mayor tiempo para así poder hacer mejores aportes.

De todas formas sabemos que no estamos viviendo en el país una situación verdaderamente normal, sino que la misma provincia para armar este presupuesto no ha podido hacerlo como lo hizo el año pasado, porque esto es una reglamentación constitucional de hacerlo en tiempo oportuno. Esto es, porque todavía en el país no se sabe cual va a ser la coparticipación de la Provincia y muchas otras de las situaciones que están sucediendo en el marco del nivel nacional, como es la renuncia del Secretario de Agricultura de la Nación.

En vista a esas consideraciones como representantes de la pequeña y mediana empresa -no el único por supuesto- y junto a otras asociaciones que integran la realidad económica provincial, venimos ha plantear en general el análisis de la estrategia provincial respecto a la economía que se deduce de la política llevada adelante por el Gobierno provincial y que se refleja en el presupuesto a nuestra consideración.

Nuestra asociación que viene participando en todos los encuentros para tratar la grave situación que vive la Nación y por ende la Provincia, ha tomado en cuenta por su participación en la mesa del diálogo argentino las recomendaciones que desde allí surgieron en ese análisis de la realidad Nacional y que enmarca, por supuesto, la estrategia que debe llevar adelante la provincia. De allí se desprende que hay un problema urgente a llevar adelante y atacar, que es necesario actuar en la emergencia, que deriva de que hay 15 millones de compatriotas bajo el nivel de pobreza y que hay un país estancado.

El segundo aspecto de esa estrategia, es enfrentar un marco de recuperación económica y desarrollo sustentable de la recuperación del mercado interno y de la industria nacional. Aumentos significativos en las exportaciones del mercado externo; incorporar tecnología y valores agregados integrando territorialmente a la Nación ampliando y fortaleciendo las economías regionales. Todo ello tiene que derivar en estrategias que tienen que estar contempladas en las políticas provincial y nacional.

Y nos llama poderosamente la atención y por eso hemos defendido la política del actual Gobierno Provincial en cuanto a que desde un principio se planteo el apoyo a la producción y en la provincia de Córdoba hoy existe un Ministerio de la Producción y Finanzas integrado, que está trabajando desde hace dos años desde que asumió este Gobierno, cosa que no sucede lamentablemente a nivel Nacional. Pero si bien existe un Ministerio de la Producción todavía no se encuentra integrada la pequeña y mediana empresa y es por ello que hay que llevarlo adelante. Como dije recién, acaba de renunciar el Secretario de Agricultura porque se opone a las retenciones, a las exportaciones del agro que es una de las cosas elementales.

En este marco de este Gobierno, nosotros dijimos que estábamos contestes en aprobar la producción y apoyar a las economías regionales y todo aquello que las constituyen, ya que sabemos que las economías regionales y la producción de la pequeña y mediana empresa, constituyen el 75 por ciento de la mano de obra que establece más del 60 por ciento del PBI y constituyen el 99 por ciento del nivel productivo que hay en el país. Es por ello la importancia y ha sido fundamental la política llevada a cabo desde el primer día de este Gobierno cuando lo anunció y cumplió con el 30 por ciento de reducción de los impuestos, cuando hoy los impuestos inmobiliarios en este presupuesto se bajan las alícuotas de casi todos los rubros que integran los impuestos a los Ingresos Brutos. En este terreno solamente queremos que se amplíe el artículo 67 inciso 29 del Código Tributario, donde se establece la exención de los Ingresos Brutos a los microemprendimientos que desarrollan actividades hasta con un solo empleado. 

Quiero expresar, haciéndome cargo de lo que voy a decir después con respecto a la política general de empleo, que esta exención debe ampliarse también a aquellos microemprendimientos que ocupan a los trabajadores que deriven de los planes “Trabajar” y “Volver al Trabajo” y de los planes nacionales de subsidios para jefes y jefas de familia desocupados.


También es importante lo que ha llevado adelante, y se sigue manteniendo en el presupuesto, con respecto a los planes que acabo de mencionar, “Primer Paso” y “Volver al Trabajo”. 

Sr. Moderador.- Perdón, doctor Krivisky, le recuerdo que le restan dos minutos de exposición.

Sr. Krivisky.-  Creemos que debe adecuarse con los planes nacionales que se están anunciando en estos momentos para encarar una lucha contra la pobreza y la marginación, pero, por otro lado, aunarla con la recuperación económica de las economías regionales. 


Por todo ello, nuestra asociación está impulsando a todas las regionales del interior de la Provincia a sumarse, junto con la Iglesia, las ONG y demás instituciones, a los Consejos Consultivos Municipales en cada una de las Municipalidades del territorio para que estos subsidios al empleo, así como los planes “Primer Paso” y “Volver al Trabajo”, se efectivicen en trabajo real en las pequeñas y medianas empresas y puedan absorberlos para que, en definitiva, no sean solamente un subsidio sino que, con el tiempo, puedan convertirse en trabajo real y productivo.

Además estamos decididos a apoyar –aunque el Fondo Monetario Internacional no piense así- lo que para nosotros no es simplemente una emisión más de bonos provinciales. Cuando las emisiones son para pagar sueldos o gastos corrientes, verdaderamente causan inflación; pero cuando hay una emisión, como la que se pretende hacer ahora, destinada al crédito a la pequeña y mediana empresa -que actualmente no existe por parte del Banco de Córdoba-, estamos totalmente de acuerdo. Creemos que en este momento no existe el crédito ni la banca.

Por otra parte, vamos a solicitar a nivel nacional -lo haremos mañana en Buenos Aires- que si se cumple con la retención del 20 por ciento a los agroexportadores, que tenga un destino específico: el 50 por ciento de esos fondos sean destinados a planes sociales y el otro 50 por ciento sea girado al Fondo Nacional Pymes del Banco Nación para que las pequeñas y medianas empresas puedan tener crédito, que es lo que necesitan para seguir trabajando, apoyando y creando….

Sr. Moderador.- Perdón, doctor, se agotaron sus diez minutos.

Sr. Krivisky.- Muchas gracias por este espacio y acercaremos los otros aportes por escrito.

Sr. Presidente (Urquía).- Le agradecemos al señor Krivisky las consideraciones y sugerencias que nos ha hecho.


Tiene la palabra el señor del público.

Sr. del público.- Somos del Movimiento sin Trabajo “Los Amigos” y venimos a exponer nuestra preocupación.

Sr. Presidente (Urquía).- Con todo gusto lo vamos a escuchar. Solicito a Mariano que lo incluya para que tenga, como todos, oportunidad de expresarse dentro de los cuatro bloques de noventa minutos.


La señora que me está pidiendo el uso de la palabra debe ser por lo mismo, así que con todo gusto Mariano les tomará los datos, y les agradezco por haber venido.

Tiene la palabra el señor Daniel Lacasse, en representación de la Pastoral Social de Río Cuarto.


Sr. Daniel Lacase.- Antes de todo, desearle un fraternal abrazo y un cordial saludo y agradecer la invitación de Monseñor Stofani, a quien le fue imposible estar presente en el día de hoy. Me ha delegado para que hablara un poco sobre el tema social del presupuesto y agradecer a todos los legisladores la posibilidad que nos permiten, en base el conocimiento de lo que está haciendo en Río Cuarto la Pastoral Social y del aporte que ha hecho hasta ahora el Gobierno de la Provincia de Córdoba en cuanto al trabajo con los niños de la calle, los pobres de la calle, los niños y jóvenes con problemas de drogadependencia y, fundamentalmente, tratar de encontrar pautas en cuanto a lo que se debe buscar como política social del Estado.


La Pastoral Social ve al hombre como la esencia misma de la creación, y cree que el hombre debe ser dignificado como tal, en definitiva, valorarse su presencia y buscar, a través de la solidaridad, la inserción del mismo en donde no exista exclusión alguna ni utilización de ningún tipo, ni partidario ni partidista de los diversos actos de gobierno que son necesarios para la rejerarquización del hombre.

Tenemos que erradicar a través de gestos, como se está manifestando en el diálogo argentino, que el asistencialismo debe ser provisorio o pasajero, y se debe buscar, fundamentalmente, que la cultura del trabajo sea la que lleve a todos los órganos y órdenes del Gobierno la integración del hombre y, en definitiva, buscar también sacarlo del clientelismo político y alejado de la realidad.


Es a través de la cultura del trabajo, como ratificamos en la Pastoral Social, que planteamos la necesidad de que todos los planes sociales que se vienen realizando en la Provincia de Córdoba se establezcan desde la comunidad, desde lo pequeño hacia lo macro. En cada una de las comunidades debe existir un estricto control y el pensamiento permanente de unificación y, a partir de allí, avanzar hacia la Provincia y la Nación.


Para esto, es necesario un diálogo con sinceridad y mucha paciencia, fundamentalmente una paciencia con la cual se busque el sentido social de cada uno. Sabemos desde ya –como decía Alonso Areas en su “Tratado de Política Social”- que no hay peor miseria que la de aquél que busca trabajo y no lo consigue. La desocupación y la falta de respuesta por parte de la comunidad al sector que no tiene trabajo es una de las miserias más grandes a la cual debe abocarse todo presupuesto económico que se tilde como de social.


Sabemos que el sentido del crecimiento debe ser en base, justamente, al crecimiento de políticas sociales, a la creación de puestos de trabajo con el pensamiento sobre el hombre del que hablamos en un comienzo; el hombre, no mirado como un subsidio, sino insertado en la sociedad, el hombre padre de familia, el hombre esposo, el hombre dentro de su primera comunidad, que es su propio hogar.


En definitiva, tenemos que tener en cuenta cada uno de los actos que hacen la comunidad pequeña, la comunidad provincial y la nación.


Para terminar, quiero expresar que el tema social es un tema en el que queremos fundamentalmente acercar como idea –es el pensamiento del Gobierno actual de la Provincia de Córdoba-, la ampliación de mayores planes sociales, la mayor cobertura médica posible y la mayor posibilidad de asistencialismo, en cuanto sea el derecho y el deber del Estado decir que, como dice nuestro pastor Monseñor Scafollani, no todas las semillas se pierden cuando uno siembra. En definitiva, no a todas las semillas se las llevan los pájaros.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Tiene la palabra el señor Giraudo, en representación de la Sociedad Acopiadora de Granos.

Sr. Giraudo.- Señores legisladores: mi nombre es Juan Carlos Giraudo, gerente de la Sociedad Integral de Granos. 


Nuestro sector sostenía, allá por julio de 1999, que la rebaja del 30 por ciento en los impuestos resuelta por el nuevo Gobierno, aun cuando en nuestro caso debíamos esperar para determinar si se reflejaba en la actividad, no nos dejaba de parecer auspiciosa, porque se comenzaba a reparar la tremenda asimetría que padecíamos en relación a los otros estados provinciales. Aquella situación, además de restarnos competitividad, favorecía la fuga de elevados volúmenes de granos hacia los estados vecinos.


Debemos recordar que nuestra actividad maneja altos volúmenes de cereales y de dinero, pero con una mínima participación económica, es decir, con una baja rentabilidad, por lo tanto, está todo muy ajustado.


Estamos hoy en medio de una situación que nos toca a todos experimentar, y sin caer en la ingenuidad de suponer que será una solución el cúmulo de problemas que enfrenta en este momento el acopio, a punto de alcanzar un logro en el tratamiento igualitario y justo en materia tributaria en nuestra Provincia, reivindicación aceptable desde el sólo fundamento de los principios constitucionales.


Nuevamente estamos hoy ante un estado cordobés dispuesto a luchar de nuestro lado, contra la fuga de esos volúmenes de cereales, contra la evasión impositiva, aplicando una menor inversión tributaria, que equipararía a nuestra Provincia con los demás estados cerealeros del país. Por fin se ha comprendido que la diferencia entre las distancias a puerto y la diferencia de alícuotas aplicadas por aquellos estados con puerto producían una inequidad fiscal muy grande y, por cierto, una gran fuga de la producción, por lo que nuestra Provincia perdía ingresos fiscales genuinos, quedando en clara desventaja con el “compre cordobés”, que estaba más de una vez fuera de competencia.


Si bien aún no se han eliminado todas las ventajas y privilegios, y la discriminación todavía existe dentro de nuestra actividad, dentro del comercio de granos, sin ninguna duda podemos decir que hoy hemos avanzado en beneficio de los ingresos fiscales de la Provincia. Por lo tanto, nos sentimos satisfechos por la cristalización de este viejo anhelo de igualdad que nuestro Gobierno ha sabido comprender, por lo que estamos muy agradecidos.


Para que ustedes se ubiquen, rápidamente paso a relatar por qué la lucha en el acopio de Córdoba. Como para que tengan una idea, voy a indicar cuáles son las alícuotas que comprenden a las distintas provincias: la provincia de Buenos Aires liquida el 4,1 por ciento sobre la diferencia entre los precios de compra y venta, que al lado del puerto la diferencia es la comisión, ya que no hay fletes ni otros gastos. En la Capital Federal, la diferencia es del 4,5 por ciento; Santa Fe el 4,1 por ciento; que también al lado del puerto sólo tiene una comisión, el 0,225 por mil, por lo que advertirán que es ínfimo. En el caso de Entre Ríos, el 4 por ciento sobre los intereses entre compra y venta; Córdoba estaba hasta ahora con el 0,50. Esperemos que este proyecto de alguna manera sea aprobado, y bajemos hasta el 2 por ciento, igualando una vieja aspiración respecto de las cooperativas.


Como ustedes comprenderán, Córdoba tiene 400 kilómetros de distancia en aeropuertos, y al incluir el flete en esas distancias, prácticamente estamos fuera del mercado con relación a otras provincias. Vienen compradores de Córdoba, Rosario, La Pampa, Entre Ríos; llevan cereal y lo liquidan. Esto significa un menor ingreso para la Provincia.

Sr. Gauss.- Desde el punto de vista de la modificación al Código Tributario, podemos bienaventurar que una importante corresponde al mantenimiento del hecho imponible de las operaciones de canje. Esta es una novedad para nuestro Código Tributario, pero hace muchos años se aplica el sistema. 

Otro tema es el referido al artículo 2°, que habla del proyecto de modificación del Código Tributario en la rehabilitación fiscal del impuesto inmobiliario sobre mejoras, que ya está instaurado por Ley número 8976, sancionada por la Legislatura de Córdoba el 28 de noviembre del año pasado, y publicada el 13 de diciembre de 2001, por lo cual -según entiendo-, no merece su tratamiento para evitar una repetición.


Otro tema es el relativo al Impuesto de Sellos. El porcentaje a gravar, la factura de crédito, con una alícuota del 2 por mil. Creemos que esto es innecesario, que este instrumento tendría que estar exento porque a partir del 1° de mayo de este año es obligatoria la inclusión de la factura de crédito en cualquier transacción comercial de bienes muebles e inmuebles. Por lo tanto, se está creando un impuesto sobre la actividad comercial, que ya está demasiado gravada, y le deja la posibilidad de optar o no por este instrumento. El Impuesto de Sellos grava los instrumentos. Si el comerciante tiene la obligación de emitirlo, el fisco tendrá derecho a recaudarlo.


Otra cuestión que vemos con bastante preocupación, es la gravabilidad del impuesto a los sellos sobre los giros y transferencias bancarias al 5 por mil. Sabemos que estamos metiendo al impuesto a los débitos y créditos bancarios en una alícuota del 1,2 por ciento. Si agregamos el 0,5 por ciento más, ya se va al 1,70 por ciento, cuando el impuesto a los débitos y créditos bancarios está tratándose en el Congreso nacional, y será un impuesto coparticipable. Por lo tanto, tenemos que bregar para que esto se derogue, y que no haya una duplicación en el mismo hecho imponible.


Estas son las apreciaciones que hemos observado, y estamos de acuerdo en el resto de su aplicación.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Juan Carlos Giraudo y contador Gauss, por las propuestas y sugerencias que nos han hecho llegar.

Sr. Secretario.- Hará uso de la palabra, por la Cámara Argentina del Maíz, el señor Jorge Orangéz.

Sr. Orangéz.- Muchas gracias a los señores legisladores por esta oportunidad.


Vengo en representación del sector manicero, por ser un sector típicamente exportador, ya que aproximadamente el 85 ó 90 por ciento de la producción se exporta; y tener una comercialización relativamente sencilla en el ámbito legal, se ve mayoritariamente afectado por las políticas de orden nacional y las modificaciones tributarias que se han hecho en la Provincia, si bien existen, pasan a un segundo plano.

Pero si ustedes me permiten, primeramente quisiera hacer una breve ilustración de lo que es nuestro sector, porque, lamentablemente, hay un desconocimiento importante sobre lo que hacemos y, en consecuencia, quiero plantear cuáles son las dificultades que hoy estamos afrontando.

Cultivar maní es relativamente complejo, es mucho más complejo que manejar cualquier otro cultivo característico de Argentina como soja, girasol, maní, trigo. Se trata es un cultivo que requiere de herramientas especiales que solamente se pueden utilizar para el maní, con lo cual aquella persona que haga una inversión no tiene la posibilidad de amortizarla con cosechas alternativas, y eso implica que hay que tener un alto grado de compromiso con el cultivo.

En la Argentina tenemos la posibilidad de sembrar maní, fundamentalmente en la Provincia de Córdoba, que es donde se dan buenas condiciones de suelo y temperaturas y, por otro lado, es una zona parcialmente marginal desde el punto de vista de las lluvias, y conjuga muy bien con las características del maní, que es un cultivo resistente y que se ha adaptado a esa clase de clima.

El 98 ó 99 por ciento del maní que se siembra en la Argentina se cosecha en la Provincia de Córdoba y prácticamente el mismo porcentaje se industrializa en esta Provincia.

No existe una tonelada de maní que salga del campo y que, tal cual salió se vaya de la Argentina sin tener valor agregado. Todo el maní se tiene que seleccionar. No se exporta como viene del campo, y todas las plantas seleccionadoras están radicadas en Córdoba. Cuando digo “Córdoba” no me refiero a Córdoba Capital sino al interior de la Provincia de Córdoba. Hay por lo menos una veintena de pequeños pueblos de la Provincia donde la actividad principal es la de la selección de maní.


El proceso de selección de maní es simple pero característico, porque conjuga la necesidad de contar con maquinarias y tecnología de última generación -como las máquinas electrónicas que por color seleccionan el maní- pero, al mismo tiempo, mano de obra que podríamos llamar –no sé si bien o mal- no calificada; gente que tendrá que hombrear bolsas y hacer tareas de mínima complejidad, a las que difícilmente se les pueda encontrar una ocupación en otra actividad. Es decir que recluta –por las características de su proceso- mucho personal en cantidad que difícilmente podría estar trabajando en otras actividades.

En el pasado supimos generar para el país entre 300 y 350 millones de dólares por año de divisas; en la actualidad, por diversos factores, estimamos que este año podremos estar entre 200 y 250 millones. Si bien es bastante menos que lo que dije recién, para nada pierde importancia, pues no hay muchas actividades que generen semejante volumen de riqueza para el país.

A veces, nombrar otras actividades puede significar hacer una especie de contrapunto. No es mi intención, pero al solo efecto de clarificar un poco lo que estoy diciendo, uno se cansa de leer y de escuchar sobre las exportaciones de vinos argentinos, que este año como récord ha alcanzado los 80 millones de dólares, en tanto que las del maní actualmente significan de tres a cuatro veces más que eso. Sin embargo, es muy poco lo que se conoce sobre este cultivo.

¿Cómo llegó Argentina a esta situación? Creo que aprovechó muy bien las condiciones naturales y hubo empresarios visionarios que hace un tiempo atrás, unos cuantos años, encontraron que el maní se podía sembrar no sólo para hacer aceite posteriormente, sino para que tuviera más valor a través de transformarlo en maní confitería, y manteca de maní.

En ese sentido, la producción argentina ha ido creciendo y hemos llegado, en el año ’98, a tener alrededor de 400 mil hectáreas sembradas por maní, en la provincia de Córdoba.

A partir de ahí, el clima no nos ayudó. Hemos tenido que soportar cosechas con sequías, con exceso de lluvias, por el fenómeno del Niño. Pero esto está dentro de las reglas del juego. Hoy, en la actualidad estamos hablando de 200, 220 mil hectáreas sembradas.

Lo que más afectó a nuestro sector, diría que es la falta de una política a nivel nacional que soporte a la actividad. Pasamos de tener reintegros a la exportación, y éstos son una manera de devolver los impuestos indirectos que cada actividad tiene.

El año pasado en los meses de setiembre y octubre, hicimos un trabajo donde la actividad manisera soporta, de manera indirecta, un 12 por ciento de impuestos. Son ingresos brutos que pagan nuestros proveedores y cargas sociales por empleados. Esto no contempla ni ganancia ni impuesto al valor agregado.

Hoy por hoy, con un valor más bajo, porque internacionalmente los precios se encuentran en los niveles más bajos de la historia, un maní que el año pasado se podía vender a 750 dólares en Europa, este año es difícil poder venderlo a 600 dólares, en una caída del orden del 20 al 25 por ciento en el valor del producto.

Juntamente con esto, la Cámara venía pidiendo que los reintegros a la exportación que eran del 6,8, se subieron a un valor más acorde con la carga tributaria indirecta que el sector tenía.

Se hicieron muchas gestiones y al día de hoy nos encontramos con que por diversas medidas, el 6,8 se transformó en un 3,4, porque el Gobierno Nacional decidió la reducción en un 50 por ciento en todos los impuestos.

Además, por el desconocimiento que existe, hoy se ha publicado en el Boletín Oficial la novedad de que el maní confitería, como si fuera un producto primario, que no tiene valor agregado, va a tributar el 20 por ciento de retenciones a la exportación.

En la publicación anterior, se le había adjudicado un 10 por ciento. Erróneamente la Cámara hizo todas las gestiones correspondientes, para solicitar que se la impusiera como una manufactura de origen agro-industrial, no sólo que hasta ahora no hemos tenido eco en esto, sino que persiste el error y lo han llevado del 10 al 20 por ciento.

Esto indudablemente se va a corregir. Confiamos en que va a ver sentido común y alguien se va a sentar a analizar y va a decir: “nos equivocamos, le ponemos el 5 por ciento de retenciones”.

Pero esencialmente no es el problema de fondo. Los productores se están yendo del maní a otros cultivos, porque el maní requiere de una inversión aproximada al doble del monto de lo que requiere cualquier otro cultivo alternativo, como podría ser soja. No existe el financiamiento en Argentina. Hay que poner mucho más dinero en insumos, en IVA, que no sabemos cuándo va a devolver el Gobierno, a qué tipo de cambio y cuánto nos va a costar. Entonces, se están generando políticas en orden nacional que corren al productor de la producción del maní hacia otros cultivos.

Actualmente, el 70 por ciento del maní que se siembra en la Argentina, lo siembran las propias empresas seleccionadoras para poder abastecer de materia prima sus plantas.

Es muy importante que desde la Provincia de Córdoba, los legisladores y todos los funcionarios, tomen el maní como su estandarte. Es una de las pocas economías que cierra cien por ciento en Córdoba, desde la siembra el cultivo hasta la industrialización del producto y la salida por la aduana de Córdoba. Necesitamos el apoyo de todos los funcionarios y legisladores, para que en el orden nacional se le dé al maní el lugar que le corresponde y que políticas macros que se adoptan en pos de solucionar situaciones sociales, no sean una hipoteca para el futuro de nuestra industria.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Gracias a usted por su exposición. Tiene la palabra el representante de la Cámara de Turismo de Córdoba, contador Miguel Angel Ortíz.

Sr. Ortíz.- En nombre de la Cámara de Turismo de la Provincia de Córdoba, quiero agradecer la invitación que se nos ha hecho cursar, y creo que es una congratulación de todo el aspecto turístico de la provincia, a lo largo y a lo ancho, por cuanto hay un esfuerzo muy importante del sector de las pequeñas y medianas empresas, que hacen a todo el sector turístico de la provincia.

Debido al escaso tiempo que tuvimos para prepararnos para esta audiencia pública, voy a ser puntual en la solicitud que nos hizo llegar la Asociación Hotelera Gastronómica de la Provincia respecto de la aplicación de la Ley Provincial 8860, del año 2000.

Las inquietudes, sugerencias y petición de este sector hotelero-gastronómico, tanto en la ciudad Capital como en gran parte del interior de la provincia, cuya representación ejerce la Asociación de Hoteles, Bares, Restaurantes y afines de la provincia de Córdoba, se resumen, en síntesis, en lo siguiente: primero, la aplicación en forma inmediata de la Ley Provincial 8860, del año 2000, que adhirió a la Ley Nacional número 25198/99. Esta ley dice: “Declara de interés nacional al turismo como actividad socioeconómica y establece acciones a cargo del Estado, solicitando la adhesión de las provincias para proveer al fomento, desarrollo, investigación, promoción, difusión, preservación y control de la actividad turística en todo el territorio de la República Argentina, otorgando a ésta beneficios impositivos, tributarios y crediticios, similares a los de la actividad industrial”.

Se pide que se cumpla con el espíritu y finalidad de la propia Ley Provincial 8860, pues se advierte que, pese a todo el esfuerzo que la provincia ha realizado a través de la Agencia Córdoba Turismo y el logro importante de este organismo en la promoción y fomento del turismo, queda sin tratamiento el otorgamiento de beneficios impositivos a la actividad turística, en especial a la hotelería y a la gastronomía, que son los verdaderos protagonistas del quehacer turístico.

Mediante este instrumento legal la provincia se ha comprometido a dar igual tratamiento de beneficios impositivos, tributarios y crediticios a la hotelería y a la gastronomía, similares a los de la actividad industrial. 

Pero esto no ha ocurrido aún y existe concretamente la posibilidad de que ellos sí se logren finalmente, en el proyecto que se está tratando del Código Tributario Provincial para el corriente año 2002.

Con respecto al impuesto inmobiliario, se pide una importante reducción de las alícuotas para aplicarle a la base imponible del impuesto básico inmobiliario cuando el inmueble esté afectado a la actividad de hotel. Esto comprendería a todas las categorías. Asimismo, cuando el inmueble esté afectado a la actividad gastronómica, sean restaurantes, bares o afines, en todas sus categorías también. Ello por cuanto no es un índice de capacidad contributiva el hecho de tener afectado un bien inmueble a la actividad e la hotelería o la gastronomía.

Es necesario conservar dicha inversión, mantenerla y reinvertir para continuar con esta importantísima actividad generadora de recursos genuinos en lo que la provincia respecta.

Es imposible hoy tributar con las actuales alícuotas de base imponible. Realmente se considera, desde nuestro sector, un exceso.

En cuanto a los Ingresos Brutos, se solicita se otorgue al turismo, que integra la hotelería y la gastronomía, similares beneficios impositivos que recibe la industria en materia de ingresos brutos. Hoy, la actividad industrial se encuentra exenta de ingresos brutos. La actividad y el quehacer turístico también pide, en la exención, igual trato y beneficio. 

Consecuente con ello, y para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Ley provincial 8860 del año 2000 y al espíritu que contiene dicha normativa, se pide: la exención del Impuesto a los Ingresos Brutos para la actividad de la hotelería en todas sus clases y categorías; y de la gastronomía –bares, restaurantes, confiterías y afines- incorporando al artículo 167 del Código Tributario provincial un nuevo inciso o la inclusión dentro del inciso 26 del artículo citado a la actividad turística, en especial a la hotelería y gastronomía. 


Creemos que es posible alcanzar un mejor y mayor desarrollo cultural de la comunidad y del turismo en nuestra ciudad y Provincia, tan importante –hoy más que nunca- como actividad socioeconómica generadora de importantes recursos, y alentar al empresariado del sector a brindar mejores servicios en calidad y cantidad, sin que dicha acción por sí misma eleve aún más el nivel de la presión fiscal que en nuestro sector prácticamente ha generado un desborde de capacidad contributiva.

Sr. Moderador.- Va a hacer uso de la palabra el representante de la CGT Chacabuco, señor Omar Dragún.

Sr. Dragún.- En primera instancia agradecemos la posibilidad que tenemos los trabajadores de estar en este ámbito. 


Quiero comenzar haciendo una reflexión. Muchos de los que estamos representando a la sociedad de Córdoba en todos sus estrados tenemos ambiciones con respecto a algunas quitas que se les han hecho a algunos de nuestros sectores. De parte de los trabajadores estamos tratando de que haya, a partir de todos los gobiernos promociones especiales donde se ataque a aquellos factores que afectan a la producción y generan, muchas veces, pérdidas de puestos de trabajo.


Creo también que es un momento en el que todos los sectores tenemos que dejar de lado nuestras mezquindades en función de la realidad de aquellos que no tienen trabajo y que muchas veces son asistidos por los aportes que hacemos con los impuestos a la Provincia. Generalmente son derivados a aquellos que menos tienen y que no poseen la posibilidad de tributar porque no tienen absolutamente nada.


Con esta reflexión, quisiera que todos aportáramos un poco de cada uno, teniendo en cuenta las instancias que está viviendo la Argentina y en forma puntual esta Córdoba, productiva en su momento, que hoy se está viendo afectada por estas políticas que se han venido llevando últimamente. Muchos hombres de trabajo que tributaban a la Provincia y que engrandecieron las arcas con las que se hicieron muchas cosas hoy no lo pueden hacer porque no tienen trabajo y no tienen para darles de comer a sus hijos. Entonces, pretendemos que estos empresarios que todavía tienen alguna posibilidad de sostener este aparato democrático pongan esa buena voluntad, espíritu y coraje necesarios para que Córdoba salga adelante.


En otra instancia quiero decir que de parte de los trabajadores tenemos nuestras dudas con respecto a cuál va a ser el impacto que va tener, fundamentalmente en el sector educativo, el recorte que se va a hacer en este presupuesto. Esto lo vemos desde muchos ámbitos de la administración pública pero creemos que en la discusión sana y criteriosa que van a tener los sindicatos con el Gobierno de la Provincia, se van a lograr efectos que a ambas partes, tanto a la Provincia en general –representada por el Poder Ejecutivo- como a los propios trabajadores, les convenga y así podamos salir adelante. 


Pero con respecto al tema de la educación en Córdoba estamos muy preocupados. Primero queremos saber si esta posibilidad de jubilación compulsiva anticipada realmente está prevista en el presupuesto y cuál va a ser el impacto que va tener en la Caja de Jubilaciones. No nos olvidemos que con una mayor cantidad de personal pasivo y una menor cantidad de aportantes hemos tenido resultados desastrosos de quiebre total del sistema de jubilaciones en la Argentina, y es lo que estamos sufriendo ahora. 


Estamos convencidos de que los recortes son importantes cuando no afectan a sectores con la trascendencia que tiene la educación en Córdoba.


Queremos saber también si dentro de este recorte presupuestario está previsto que aquellos puestos que sean dejados por los educadores vayan a ser cubiertos por la misma cantidad y con la jerarquía que merecen nuestros hijos, porque no hay mejor inversión que la educación en un país que realmente cree y piensa tener futuro.


Estamos convencidos de que si se deben hacer recortes, estos no pueden afectar la calidad educativa, la cantidad de docentes necesarios para atender todas las escuelas que hay en la Provincia de Córdoba y las que se generarán en función del crecimiento y que realmente han hecho que el sindicato haga al Poder Ejecutivo planteos muy serios en este aspecto que se están discutiendo, pero creemos que una vez que se haya elaborado el Presupuesto, al no contar con los fondos necesarios, puede realmente resquebrajarse este sistema educativo que en Córdoba ha sido un privilegio, y ha sido demostrado por el señor Gobernador que uno de sus principales objetivos es que el día de mañana Córdoba no cuente sólo con escuelas importantes sino con maestros que las pueblen y que den a los alumnos de Córdoba lo mejor de sí.

Sr. Urquía.- Tiene la palabra el Ministro de Obras Públicas, ingeniero Guillermo Elorza.

Sr. Elorza.- Buenas tardes. Represento a la Dirección Provincial de Vialidad.


El presupuesto de Vialidad elevado para el corriente año se basa, fundamentalmente, en cuatro sistemas de financiación que se han previsto. 

El impuesto a las transferencias de combustibles coparticipados de la Nación el año pasado ha cerrado una transferencia de casi 21 millones de pesos y para este año se ha hecho la previsión. Serían fondos ya afectados a todas las obras de la red pavimentada y a aquellas obras no comprendidas dentro de los trabajos de los consorcios camineros.

Se ha previsto la inversión de la tasa vial, alícuota sobre la base imponible del Impuesto Inmobiliario Rural de un 2,8 por mil, valor que está destinado a todos los trabajos, certificaciones y aportes a toda la red terciaria, secundaria y primaria no pavimentada.

Vialidad también ha contraído un crédito del Banco Mundial y la Provincia, a través de un programa de caminos provinciales, aporta el 25 por ciento del monto de certificación.

Habíamos previsto para este año una inversión de 15 millones de pesos. Esto está ligado a que el 75 por ciento de las inversiones transferidas de la Nación, por el recorte presupuestario originado en el Presupuesto Nacional, ha disminuido, por lo que este crédito del Banco Mundial para la Provincia de Córdoba, en lugar de los12 millones de pesos necesarios, es de 4 millones y medio. Se están haciendo las gestiones a los efectos de que se pueda ampliar esa partida y poder firmar los contratos de las obras que se han licitado a fines del año pasado, fundamentalmente el corredor de la Ruta 6, que nace en Piedras Moras y llega al límite con Santa Fe.

En el Presupuesto, dentro de lo contemplado como tarea de Vialidad Provincial, este año participa a través del impuesto, de la tasa del gasoil en el Fondo de Emergencia Hídrica de la Nación. La Provincia de Córdoba tiene un convenio firmado con la Nación, por el que se han acordado 15 millones de pesos concretamente para obras de saneamiento y obras viales en el sur provincial, de los cuales Vialidad Provincial cuenta con 3.700.000 pesos de obras viales, concretamente, en la región de Buchardo, en la zona de Melo y en la región de Levalle.

Dentro del presupuesto de Vialidad por transferencia de combustibles se ha previsto continuar con las obras de las integraciones provinciales con las provincias limítrofes como la Ruta Provincial N° 2 que nace en Villa María y llega hasta el límite con Santa Fe. Se ha previsto participar…

Sr. Presidente (Urquía).- Disculpe la interrupción, ingeniero.

Tiene la palabra el señor legislador Font.

Sr. Font.- Disculpe la interrupción, ingeniero. Es muy breve. Quería decir que esta audiencia no es oportunidad para que el Gobierno venga a exponer algunos fundamentos de su obra.


Nosotros, como legisladores de la oposición, podemos decir que muchas veces hemos requerido su presencia y no han venido. En instancias como ésta, nosotros entendemos que deben venir las entidades que hacen a la vida de la Provincia para hacerse escuchar, y creo que ésta no es la instancia apropiada en relación a su cartera de gobierno.


Podría ser que los datos que suministra el ingeniero sean de utilidad, pero quiero advertir sobre la inadmisibilidad formal de la presencia del Poder Ejecutivo para informar en esta audiencia.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Tiene la palabra el señor legislador Novillo Corvalán.

Sr. Novillo Corvalán.- Muy breve, señor presidente, y sin que exista ánimo ni intención de iniciar ningún tipo de polémica, sólo quiero recordar que en la naturaleza, conformación y función de la audiencia pública, en principio, no hay una prohibición de invitar a representantes de órganos del Estado que, por alguna razón, tengan motivo o fundamento para hacer conocer a los legisladores que conforman esta comisión aspectos que consideren destacables.


En la legislación comparada, en otros países que han desarrollado mucho esta instancia, es absolutamente habitual la presencia de representantes de órganos del Estado de manera que, en cuanto a la inadmisibilidad formal –con todo respeto, doctor Font-, no está en nuestro ánimo hacer controversia al respecto.


Gracias, señor presidente.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias por su sugerencia.

Tiene la palabra el ingeniero Elorza.

Sr. Elorza.- Corresponde aclarar que el Impuesto de Transferencia de Combustibles son fondos coparticipados con la Nación; el Fondo de Emergencia Hídrica es una tasa que recauda la Nación y se transfiere a Córdoba, y los fondos del BIRF que financia el Programa de Caminos Provinciales son fondos transferidos por Nación.


O sea que, específicamente, en recursos provinciales quedaría la tasa del Impuesto Inmobiliario Rural y, eventualmente, el aporte del Tesoro Provincial para cubrir el presupuesto que tiene asignado Vialidad.


Se ha previsto también con este Impuesto de Transferencia de Combustible obras de seguridad vial, señalización de las redes pavimentadas, integración de zonas productivas, obras de arte y puentes, conservación en lo que respecta a banquinas, y préstamos.


Con respecto al tema de los Consorcios Camineros, la estimación que habíamos realizado para este Presupuesto 2002, en función de los datos que se tienen en Vialidad durante el Ejercicio 2001 en lo que respecta a la conservación de su red de tierra, está en el orden de los once millones de pesos durante el año pasado, y actualmente se ha tenido esta previsión en este presupuesto.


También se ha previsto cubrir compromisos que ha asumido la Provincia en lo que respecta a amortización de deudas e intereses, y obras contratadas en la gestión anterior que eran obra de pago diferido, que hemos estado pagando desde el año ’99 en adelante.


Si requieren otros datos o precisiones con respecto a alguna obra, estoy a disposición de todos ustedes.

Sr. Presidente (Urquía).- Agradecemos su exposición y quiero aclararle a los legisladores y público presente que el ingeniero Elorza fue invitado fundamentalmente para que nos explique cómo va a ser el envío de fondos de la Nación por los impuestos específicos a los combustibles líquidos y gaseosos que puedan afectar a una serie de obras que están planificadas en el presupuesto y que son sumamente necesarias.


Así que agradecemos al ingeniero Elorza su exposición.

Antes de dar la palabra al último orador del primer bloque, quiero comentarles que, una vez finalizado este bloque, tomaremos un descanso de quince minutos y luego entraremos al segundo.


Aprovecho también para agradecer a los señores expositores las sugerencias que nos han hecho llegar, como también el tiempo dispensado. Seguramente sus inquietudes y sugerencias serán de suma utilidad para las Comisiones de Economía y de Presupuesto y Hacienda.


Tiene la palabra el último orador del primer bloque, contador Fernández, en representación de las Pymes.

Sr. Fernández.- Buenas tardes.

Nuestra institución ha venido participando en todas las convocatorias efectuadas por el Poder Legislativo  por diversos temas, en particular en lo atinente al Presupuesto anual, Ley Impositiva y Código Tributario provincial. Anteriormente hemos dado nuestra opinión y realizado propuestas en las reuniones de comisiones, algunas de las cuales han sido tomadas por legisladores de diverso origen para proponer modificaciones en el presupuesto.


Asistimos a esta audiencia pública porque creímos una responsabilidad de nuestra parte hacerlo, pero tenemos que decir que lamentamos la forma en que ha sido convocada en lo que respecta al tiempo y la disposición de los materiales para poder expresar opinión fundada. Esto, sin dudas, atenta contra la intención que los legisladores han tenido al instrumentar esta figura de audiencia pública.


Pretendemos que ésta sea fructífera, para lo que necesitaría contar con los tiempos, las formas y los espacios que permitan la intervención en cada área y, en definitiva, una contribución realmente efectiva, máxime en el marco de una situación socio-política complicada como la que nos toca vivir. 

Cuando todos los sectores políticos e institucionales están siendo cuestionados, errores como éstos –a pesar de la voluntad que demuestran los legisladores- contribuyen a este divorcio, pues no se aprovechan los espacios para una incorporación verdaderamente fundamentada, debido –reitero- a la falta de tiempo, espacio y formas para la participación de los ciudadanos y también de las organizaciones sociales.


Por ello, considero que nuestra opinión no será tan fructífera como lo fue en años anteriores, cuando participamos en la elaboración de las leyes del Código Tributario, aunque elevaremos una opinión por escrito cuando los tiempos nos lo permitan. 

Tenemos que decir que recién nos llegó la invitación el jueves de la semana anterior por la tarde, por lo que prácticamente hemos tenido sólo 24 horas hábiles para elaborar una opinión en la que no participa nuestro sector únicamente, el de las PyMES sino, fundamentalmente trataremos el marco de las leyes en general, ya que se nos han transcripto todos los elementos que figuran en el mensaje de elevación del actual Presupuesto por parte del Poder Ejecutivo.


Por lo tanto, concretamente proponemos que se extiendan los plazos para poder contar con los elementos de análisis necesarios y que, a la vez, se trabaje previamente en comisiones por temas a los fines de que la labor resulte fructífera, teniendo en cuenta que la diversidad de los temas que abarca el Presupuesto provincial hace muy difícil discutirlo con cierta profundidad y calidad en una sola audiencia pública.


Es cierto que en el mensaje se menciona que la falta de certidumbre sobre las variables macroeconómicas del país complica los términos del presupuesto 2002. Sin embargo, ello no justifica el no haber contado con alguna información de ejecución presupuestaria comprometida por el Gobernador De la sota en el mensaje que acompañó el presupuesto 2001 que textualmente decía: “El Presupuesto General de 2001 y su ejecución, con periodicidad, se publicará en la página oficial del Gobierno de la Provincia por Internet. Esto garantizará al ciudadano mayor información sobre el uso de los fondos públicos y le otorgará la posibilidad de saber cómo son administrados los recursos que aporta al Estado a través los impuestos.” Lo decía en la página 13, sobre diagnóstico y análisis.


Nosotros desearíamos que esto se cumpliera, porque facilitaría tener la ejecución presupuestaria histórica para ir elevando y haciendo proposiciones que seguramente redundarían en el bien común, y no sólo venir desde el aspecto sectorial a pedir rebajas impositivas o algo que parecería egoísta en esto que, como bien ha dicho la Pastoral Social de Río Cuarto, hace al bien común y no sólo a una suma de intereses sectoriales.


Respecto del mensaje de elevación, vemos que sobreabunda en consideraciones y cifras de orden nacional –lo cual está bien-, pero estamos analizando el Presupuesto de la Provincia; puede ser entendido por la contextualización y para saber si vamos a contar con algunos fondos y cómo se encuentra la situación general del país. Pero para poder avanzar con justeza en la asignación de recursos y la obtención de los mismos, creo –así opinamos- que se tendría que avanzar en la profundización de la realidad provincial. En ese mensaje, se hace un “racconto” de cómo ha sido el historial económico y cómo lo han ido ejecutando los gobiernos nacionales, pero se omite –y le hace falta a la sociedad- identificar a los responsables de esas políticas, que a veces, lamentablemente, contribuyen a la ejecución de esos planes y coinciden con actuales funcionarios provinciales y nacionales que se mantienen en sus cargos.


No es menos objetable la falta de apreciación con igual profundidad de datos económicos sobre la realidad provincial. En efecto, podemos decir que la industria de Córdoba retrocedió más del 43 por ciento en el año 2001, mientras que la media del retroceso nacional apenas superó el 18 por ciento. Esta simetría se torna aún mucho más grave, si decimos que la producción de las pequeñas industrias retrocedió un 70 por ciento, desde febrero de 2000 hasta diciembre de 2001, mientras las grandes empresas sólo la redujeron un poco más del 18 por ciento en el mismo lapso. Esto, acompañado por un proceso de concentración y extranjerización.

Se habla de la desocupación en el informe, y subocupación nacional, pero se detiene a evaluar las cifras de nuestra Provincia, que son muy graves. Según nuestro Departamento de Economía, se estima que pueden estar llegando a 500 mil personas, que se distribuirían de la siguiente manera: desocupados más subocupados, el 31,3 por ciento de la población económicamente activa; esto sería, a cifras de octubre, 368 mil personas. La disminución de la población económicamente activa, del 40,9 al 37 por ciento, que es desocupación disfrazada o no detectada de 105 mil personas. Esto nos da 473 mil personas con problemas de trabajo. Si dijéramos que estos últimos cinco meses han sido de agravamiento de la crisis, podría decir que hay 500 mil personas con problemas de trabajo, y si lo multiplicamos por una unidad familiar, que son tres personas, es 1.500.000 personas, es decir que tenemos el 50 por ciento de la población de Córdoba con problemas de empleo y pobreza. Por eso creo que a este marco habría que haberlo puesto en la discusión del Presupuesto provincial.

Sr. Secretario.- Disculpe, contador Fernández; le recuerdo que le quedan sólo dos minutos para finalizar su exposición.

Sr. Fernández.- Respecto del diagnóstico y análisis, la sola enumeración del déficit fue muy alta en el país. En el 2001, no soslaya que es necesario el profundo análisis del Presupuesto provincial, con la información adecuada para su análisis.


Es evidente que las opciones que eleva el Ejecutivo respecto de la mecánica para achicar la brecha entre ingresos y gastos, ejemplifica la simplificación administrativista a la que es sometida la Ley de Presupuesto. Nosotros decimos que esta Ley fundamental debería ser económica y social, no solamente de asignación y de números, sino de asignación de los recursos que tiene el Estado para solventar los problemas que tiene la población.


Es aventurado estimar el comportamiento de la variable macroeconómico del 2002, pero resulta llamativo que se acepten en el Presupuesto provincial los presupuestos y las proyecciones que usa el Gobierno nacional, mientras tenemos particularidades en Córdoba que nos deberían hacer tener proyecciones propias para evitar, después, análisis de desvíos, de los gastos presupuestados y de los ingresos.


Nosotros valoramos la reducción impositiva, pero ésta, por sí sola, no determina una política económica. Lo sabemos los pequeños y medianos empresarios. Es necesario acompañar con la actividad del Estado y con una mayor justeza contributiva. Es decir que está pendiente, señores legisladores, la reforma impositiva en la Provincia, una reforma impositiva a fondo que considere todo lo sectorial pero que contemple, fundamentalmente, los intereses de la producción y el trabajo.

Sr. Presidente (Urquía).- Señor contador, se agotaron sus diez minutos. Muchas gracias. 

Nosotros le vamos a hacer llegar por escrito, todas sus contribuciones.

Agradezco sus sugerencias y también esperamos por escrito todas aquellas inquietudes que usted tenga.

Agradezco, nuevamente, a todas las personas que han participado en representación de las distintas entidades en forma personal. Queremos agradecerles enormemente vuestra contribución y pasamos a un breve descanso de quince minutos.

· Es la hora 16 y 07.

· Siendo la hora 16 y 35:

Sr. Presidente (Urquía).- Corresponde continuar con el segundo módulo de visitas y exposiciones previstas por la Audiencia Pública.

En primer lugar va a hacer uso de la palabra la escribana Bonetto de Cima, en representación del Colegio de Escribanos.

Sra. Bonetto de Cima.- Sean mis primeras palabras de agradecimiento a las autoridades legislativas por habernos honrado con esta invitación que nos complace en el entendimiento que estas audiencias públicas hacen a la salud de nuestras Instituciones.

En nombre y representación del Colegio de Escribanos que presido y el Honorable Consejo Directivo, muchas gracias por vuestra invitación.

Voy a ser sumamente breve, y no voy a hacer uso de los diez minutos que reglamentariamente me corresponden, simplemente voy a introducir algunas reflexiones o sugerencias respecto a reducciones en las leyes impositivas.

Como es por todos conocido, se implementaron en la Caja de Anotaciones y la Ley de Sellos, reducciones muy importantes en los Actos Onerosos Transmisivos de Derecho Real. Esa reducción del 6 al 2 por mil resultó sumamente beneficiosa, por cuanto minimizó el tráfico jurídico-inmobiliario. En esta experiencia profesional advertimos una serie de actos jurídicos que quedaron excluidos de tales reducciones, probablemente por olvido o por no haberse elaborado una perfecta concordancia con algunos artículos del Código Tributario y la Ley Impositiva. Nosotros los hemos puntualizado y vamos a arrimar un manuscrito, que ponemos a disposición de las autoridades legislativas, con la fundamentación jurídica y tributaria de los mismos, y estamos a disposición de ustedes para cualquier aclaratoria.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, Escribana Bonetto de Cima. Esperamos con mucho gusto sus sugerencias por escrito, lo mismo decimos al resto de las personas individuales que hoy nos acompañan, o representantes de distintas instituciones, que todas las inquietudes que tengan, van a ser muy bien recibidas, y hágannosla llegar directamente a través de los relatores de la Comisión de Legislación General, Economía y Presupuesto de Hacienda, que después en el seno ambas comisiones las van a tratar. 

Muchos de los oradores del bloque anterior nos dijeron que hubiese sido muy importante que reciban los elementos con más antelación, cosa que compartimos totalmente. 

Yo quiero reiterarles que en todas aquellos proyectos de ley que se tratan en doble lectura con la nueva Constitución de la Provincia, pueden realizarse este tipo de audiencias públicas. Nosotros optamos por hacerla, aunque era optativo, porque pensamos que era el inicio de un sistema que con muchos defectos que podamos haber cometido en la organización y en la realización de la presente audiencia, seguramente va a comenzar a rodar un sistema que en el mediano plazo va a dar sus resultados. Así que pedimos en nombre de todos nuestras disculpas, pero el objetivo era poner lo antes posible en marcha un sistema que indudablemente entendemos, con toda humildad, va a ser de suma utilidad en el futuro para todos. 

Doctor Treber, gracias por su presencia y tiene la palabra.

Dr. Treber.- Acá, el presidente de la Comisión dice que esta es su primera Audiencia Pública. Para mí, es la segunda, porque el año pasado tuve una audiencia pública por el Presupuesto de la Municipalidad de Córdoba y la verdad que en esa Audiencia Pública advertí lo que desgraciadamente sucedió y se juzgó que mi opinión, en aquel momento, era una opinión sesgada y politizada. Desgraciadamente, la realidad no es politizada ni sesgada y el desastre que vive la administración de la Municipalidad de Córdoba, en el momento que yo hice la presentación, pudo haber sido corregida, si se hubiese escuchado. Los concejales escucharon muy juiciosamente desde el punto de vista formal, y se aprobó a libro cerrado. Espero que esta vez no tenga una segunda experiencia semejante.

Yo voy a ir directamente a tratar exclusivamente la ejecución del presupuesto y el proyecto de Presupuesto 2002, porque no hay tiempo para todo lo demás.

Por lo pronto, en la página seis del mensaje, hay un cuadro en el que está el Presupuesto 200, el presupuestado y el ejecutado. Al margen de algunos errores como el punto cuatro que el signo tiene que ser negativo y no positivo, lo que significa exactamente al revés, este déficit que se reconoce de 419 millones no es el déficit real de la gestión del Presupuesto 2001. Acá falta todo lo que no tiene orden de pago todavía y que en Contabilidad Pública se llama “Residuos Pasivos”, para pode cotejar con el presupuesto que fue votado y autorizado. Porque cuando ustedes votan un presupuesto en materia de gastos no votan por los gastos que se van a pagar en el año 2002, sino por los gastos totales del 2002. Entonces para poder comparar, hay que incluir todos los gastos. A esto lo sabe un alumno de cuarto año y si no, lo aplazaba sistemáticamente.

Esto significa que el presupuesto encierra, por lo menos, 255 millones más de déficit. Quiere decir que como mínimo el déficit del año 2001 es de 674 millones. Dónde falta? Falta en el rubro “Remuneraciones”; falta en el rubro “Proveedores” y faltan “Transferencias a Municipios”, que todavía no se habían hecho, que se les debía, pero que corresponden al año 2001. De tal manera que éste es un presupuesto presentado sólo en forma parcial, no se trata realmente de los resultados. Dicho sea de paso, esta Ley de Presupuesto parece que se elaboró bastante antes del 28 de febrero, porque sino, no se podría entender que el artículo doce diga: que: “se establece la obligación de informar a la Dirección General de Presupuesto e Inversiones, antes del 28 de febrero del 2002, el detalle analítico de la planta permanente”. Si ordena eso, quiere decir que esto se elaboró antes de esa fecha y quiere decir que la Provincia no conoce cuál es su planta, lo que realmente, es un problema serio. A mí me costó bastante saber cuál es la planta de la Provincia y he hecho el siguiente análisis. De acuerdo a lo que se dice en la página diez: “ Estos planes de jubilación permitirán la eliminación de más de 7.100 cargos de la planta de personal permanente, durante el 2002. Es decir que el Poder Ejecutivo pasará de una planta permanente de 68.660 agentes a 60.500 en el 2002, 8.160 cargos menos.

Me pregunto por qué el artículo séptimo y noveno de la Ley de Presupuesto autoriza 64865. Quiere decir, en buen romance, que se piensa incrementar en un número que aquí no está. Pero este no es el número de agentes que tiene la provincia. De acuerdo a la información del orden nacional, la Provincia tenía a fines del 2000, 76079. Claro, aquí están los de planta permanente y los que no son de planta permanente. Según el cálculo que hice -que fue sumar todos los recursos humanos que figuran, porque no se han tomado los recaudos necesarios para establecer cuál es la planta permanente y contratada- en este presupuesto para el 2002, habría 76079, lo que significa, de acuerdo al año anterior, un incremento de 3551 personas. Advierto entonces, que si a este número se le incrementan los 4365, estaríamos en una planta probable de 81588, bastante más alta de lo que se ha señalado.

Pero lo que más me preocupa de todo este presupuesto es la revisión del cuadro que está en la página 11 del mensaje, porque en materia de ingresos se incluye un cálculo probable de recursos con una disminución sólo del tres por ciento en los impuestos de recaudación de los provinciales, y en un ocho por ciento como reducción de los que van a venir en el orden nacional. Realmente estas reducciones o tienen un exceso de optimismo, o son un chiste.

La reducción en la Provincia, siendo muy optimista, excede largamente. Puede ser del 15 por ciento. En el orden nacional está alrededor del 22 por ciento. Pero yo calculé prudentemente al 15 por ciento y no al ocho ni al tres. Esto significa que hay un exceso de recursos calculados o dibujados de 354 millones, lo que significa que esto se va a acumular como déficit.

En los gastos figuran sólo 69 millones para intereses. Esto ya se hizo también en el 2001; figuraban 70 millones y resultaron 300 millones. Es cierto que casi 1000 millones van a ser reconducidos a través del orden nacional, pero quedan otros 1600 millones más de déficit que corresponde al 2001 –que dije son de 700 y pico- Así que, dentro de las tasas de interés del mercado, salvo las LECOP, que es un crédito sin intereses, deduciéndolo, habría una diferencia -porque sólo figuran 69 millones para intereses- de 252.800  pesos más de intereses. Esto significa que los gastos se incrementan en esta cifra. Estos 252 más los 354 están disimulando 600 millones de déficit que hay que acumularlos a los 116 que se declaran que sería el déficit del presupuesto. Esto significa más de 750 millones.


Si acumulamos el déficit de este año al otro más los intereses, que generan deudas porque lo que es déficit tiene que cubrirse con crédito, a fin del año 2002 se habrá acrecentado la deuda de la Provincia en el equivalente a un presupuesto. Si esto sucede, y lo digo solemnemente señores, la Provincia será ingobernable y no hay dos Cancillerías para que así como hizo el Gobernador Ruckauf se vaya nuestro Gobernador. Creo que ni el Gobernador, ni el ministro de Economía, ni los legisladores tienen la obligación de saber finanzas públicas ni contabilidad pública, pero sí creo que tienen que asesorarse correctamente. 

En nombre de la Provincia y de todos los cordobeses, ruego y pido que hagamos un compás de espera, que convoquemos al doctor Pettrei, asesor de la Provincia y autor de este magnifico libro sobre gestión presupuestaria, para que juntos con el Gobernador, el ministro, el presidente de esta Comisión y el que habla, analicemos si yo estoy equivocado o esto es un dibujo con una bomba de tiempo adentro. 

Ruego que se haga, no por el destino de cada uno de los que están comprometidos, sino por la Provincia y por quienes vivimos en ella, porque no quiero que mis nietos sean emigrantes aunque fueran exitosos. En consecuencia, ésta es la primera propuesta.

En cuanto a los demás artículos, hay algunos que realmente causan pavor, especialmente dos. Uno de ellos, el 19 del proyecto combinado con el 20 advierte que en el inciso 4° del artículo 33 que se modifica, donde no podían transferir créditos presupuestarios de erogaciones corrientes hacia erogaciones de capital ni viceversa, quedan exceptuados algunos.

Con posterioridad, el artículo 20 en la misma página dice: “A los fines de cumplimentar las disposiciones vinculadas a garantizar el déficit cero, en la ejecución presupuestaria habrá de observarse un estricto equilibrio de caja en la ejecución del presupuesto, el cual deberá alcanzarse mediante la imputación de las erogaciones al ejercicio que se cancela.” Esto nos está diciendo que a todos los recibos pasivos los tienen que imputar al ejercicio 2002. Esto es, ni más ni menos, que patear para adelante. Entonces cuando le sumemos el déficit del 2002 al del 2001 lo vamos a patear hacia el 2003. 

Pero lo más grave está en el artículo 32 cuando dice: “Las operaciones de uso del crédito que sean renovadas a su vencimiento o con antelación al mismo, o aquellas que se obtengan para cancelar total o parcialmente obligaciones precedentes, serán consideradas únicas.”

Esto significa, por ejemplo, que si para pagar lo que falta del aguinaldo del año pasado se consigue un crédito en descubierto, cosa que es bastante corriente en los bancos, y después se consigue un crédito del BID y parte de eso se usa para cancelar el descubierto, se anula. No puede computarse ni una ni otra. ¿Para qué se hace esto? Para burlar el artículo 73 de la Constitución que dice que no se puede comprometer el crédito público para amortización ni para intereses más del 20 por ciento del menor de los ingresos de los últimos tres años. Aquí hay falsedad ideológica. Se está tratando de introducir gato por liebre y esto es peligrosísimo. Llamo a la reflexión a quienes tengan que firmar.

Alguna vez, sobre un proyecto de privatización del Banco de la Provincia de Córdoba, en la administración Angeloz, en un programa televisivo dije, que tal como estaba redactado, el Gobernador terminaría en la justicia cuando no tuviera fueros. A raíz de eso el Gobernador me invitó a que le explicara de qué se trataba. Esto es lo que advertí y sucedió. Quiero decirlo de nuevo: advierto que quienes firmen esto estarán firmando falsedad ideológica.

Ni el déficit cero se hace sólo por lo percibido. Eso es un disparate técnico, y esta compensación de créditos es un absurdo, y supongo que el doctor Petrei y también el ex ministro Las Heras, que tiene un libro sobre presupuesto, si lo leen les va a dar vergüenza.

Les ruego entonces que reflexionemos y que se haga una reunión de técnicos con las máximas autoridades para discutir esto, no para encontrar culpables sino para corregir y buscar una solución correcta al planteo de la gestión presupuestaria y de su ejecución.

Sr. Urquía.- Muchas gracias, doctor Salvador Treber, por sus sugerencias y sus propuestas.

Tiene la palabra el doctor Pitni, por la Sociedad Rural de Córdoba.

Sr. Pitni.- Doctor Treber: le pido que se quede en la sala unos minutos, por favor.

He sido convocado por la comisión para exponer la posición de la Sociedad Rural de Córdoba respecto del Presupuesto 2002. Pero le he pedido al doctor Treber, por quien siento un gran respeto, que permanezca en la sala unos minutos para decirle, como productor agropecuario, como representante de una entidad centenaria, que los economistas han arruinado este país, y muchos de ellos nos han engañado, jamás han dicho la verdad de lo que nos iba a suceder. 

Es así que hoy el país, que vive del complejo agroexportador, sufre una de las crisis más grandes de la historia argentina desde 1810 hasta la fecha.
Tengo 54 años y recuerdo, porque me contó mi padre quien lo ha vivido, que Federico Pinedo, al servicio de Uriburu, lanzó un plan económico que fue desastroso para muchísimos productores agropecuarios.

Después de la caída de Perón vino Previsch como el mago de las finanzas que iba a resolver todo; luego apareció Krieger Vasena, que terminó con el “Cordobazo”; luego vino Martínez de Hoz, que inventó “la tablita” y, finalmente, Domingo Cavallo, que nos hizo creer durante diez años que un dólar valía un peso, cuando el peso se revaluaba, cuando el dólar en Estados Unidos perdía valor por la inflación, y nosotros estábamos convencidos de que esto era así.

Quiero terminar diciéndole al doctor Treber que, si quiere, me puede responder y que me hablen de economía aquellos que no han cometido errores en este sentido.

Sr. Presidente (Urquía).- Doctor Pinni, disculpe la interrupción, sólo quería decirle que el doctor Treber tuvo que retirarse porque tenía un turno con el médico a la cinco de la tarde.

Continúe con el uso de la palabra.

Sr. Pinni.- Seguramente me voy a comunicar con él y le voy hacer saber lo que expresé, porque queda muy mal hablar de forma contraria a quien me ha precedido en el uso de la palabra sin que esté presente.

Hemos analizado el presupuesto, el cual no tiene una importancia fundamental para el sector agropecuario puesto que mantiene la rebaja en el Impuesto Inmobiliario, que es el hecho que más valoramos del Gobierno de la Provincia. Otro aspecto es la eliminación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos al sector agrícola y la eliminación del Impuesto de la Guía Ganadera, que es un viejo reclamo de las Sociedades Rurales de la Provincia y que incluso el propio Gobernador se había comprometido a otorgar.

Vemos con gran alegría que se nos ha escuchado, y aprovechando la presencia de muchos legisladores en esta sala, quiero decir lo siguiente: la República Argentina y, particularmente, la Provincia de Córdoba vive, recauda en virtud de la producción relacionada con el complejo agropecuario –no puedo hablar del senador Urquía puesto que es titular de una empresa vinculada al sector- y a esto lo tienen que tener bien en claro todos los cordobeses.

El sector agropecuario ha crecido tan incesantemente durante los últimos diez años en el aspecto tecnológico que la producción prácticamente se ha incrementado el doble en ese período, cosa que parece un sueño, y que muchísima gente que vive en la ciudad no llega a comprender.

Estos ingresos genuinos, no son préstamos del Fondo Monetario, ni del Banco Mundial, ni del BID, son el sueldo de la Provincia de Córdoba. Entonces, nosotros quisiéramos refrescar esta visión en aquellos legisladores que no están vinculados al agro y nos hemos permitido preparar un escrito donde manifestamos la incidencia que tiene la política económica nacional sobre el sector agropecuario, no así en la Provincia, donde la incidencia es infinitamente menor.

Nuestra expresión sostiene: “Las recientes medidas dispuestas por el Gobierno nacional, que gravan a la actividad agropecuaria, significan un rotundo cambio en las leyes de juego que han regido al sector. Las nuevas medidas regulatorias, que llegan a la docena, tienen como inmediata y más impactante consecuencia un estrechamiento notable en los márgenes de rentabilidad inicialmente previstos a partir de la devaluación del peso. 

No obstante, a contar de esta conclusión general, conviene detenerse en distintos matices que indican que las medidas no impactarán de manera uniforme, sino que variarán según el rubro y condiciones de producción. 

Respecto de los granos, por ejemplo, tenemos que la producción obtendrá una ganancia neutra o, dicho de otro modo, sus márgenes continuarán siendo los mismos. Esto a pesar de que, en principio, la devaluación permitiría acrecentar notablemente los ingresos en pesos, pero las abultadas retenciones quitarán buena parte de esos recursos. Así, por ejemplo, tenemos que los beneficios de la pesificación de las deudas bancarias quedarán neutralizados por la aplicación del CER. Hay que mencionar también el aumento constante del costo de insumos, que en lo inmediato significa que hacen falta muchos más productos para comprar la misma cantidad de insumos.

Otro factor negativo y de fuerte impacto en los costos de producción lo está dando el periódico e incesante aumento del gasoil, que algunas versiones indican que sólo se detendrá cuando ronde un peso por litro.”

Para terminar y no excederme en el tiempo, quiero referirme al sector frutihortícola y ganadero: “El sector de frutas y verduras puede obtener márgenes negativos en el actual escenario económico, por cuanto la mayor parte de su producción está destinada al mercado interno. Como se sabe, el consumo interno está en picada, y nada hace prever que este estrechamiento vaya a superarse en lo inmediato. El sector ganadero, por su parte, si bien seguirá afectado por esta vertical caída del consumo interno, podrá verse fortalecido por la recuperación de los mercados externos, luego del fin de la veda por el problema de la aftosa. El balance anual puede ser positivo en los sistemas ganaderos de poca inversión en insumos, y que no suplementen su hacienda con granos. Hay que recordar que las retenciones a la exportación de carne se mantienen en el 5 por ciento.”

Con esto doy por terminada mi exposición.

Sr. Presidente (Urquía).- Quiero hacer un breve comentario.

El objetivo de estas audiencias públicas es, fundamentalmente, escuchar a los visitantes. Quiero reiterar algo que comenté a mi profesor, el doctor Trebber, en el sentido de que esta es la primera audiencia pública en el ámbito de la Legislatura de la Provincia de Córdoba, de acuerdo a la nueva Constitución. Quizás por lo vetusta que es la contabilidad presupuestaria, tenemos el gran desafío de aggiornarlo con la inclusión de la partida doble, en el anexamiento de los presupuestos de las empresas del Estado, para hacer un presupuesto consolidado. Esto lo digo siendo un neófito en la materia y conozco que hay especialistas en el tema.

De todas maneras, todos los datos que hemos escuchado no contemplan, reitero, los ingresos que el Gobierno nacional nos debe del piso de coparticipación que se comprometió a enviar en los últimos meses del año pasado y primeros de este año, y que todavía la Provincia no ha recibido.

Me veo en la obligación moral, a título personal, de decir esto porque si no, indudablemente, estaríamos viendo una sola parte de la película.

Muchísimas gracias.

Sr. Secretario.- Va a hacer uso de la palabra el doctor Raúl Alvarez, por la Federación de Mutualidades de la Provincia de Córdoba.

Sr. Alvarez.- Represento a la Federación de Mutualidades de la Provincia de Córdoba, que es una organización de segundo grado que nuclea a todas las mutuales de base de primer grado, que a su vez se nuclean de acuerdo con las colectividades o nacionalidad de sus socios, como también con su oficio. Siempre se precisa de un núcleo vinculante, además de la necesidad común para poder participar de una entidad de este tipo. 

Hecha esta presentación, quiero aclarar que nuestra presencia obedece a la invitación que nos formularon, y esperamos esta reunión, que se realiza por vez primera, sea realmente para escuchar nuestros problemas y no una simple cuestión formal, y que quede en unas “buenas tardes” y en el discurso de cada uno de nosotros.

Entrando en la materia específica del Presupuesto de la Provincia de Córdoba, que nos afecta a todos, pero fundamentalmente a las entidades que representa la Federación, porque grava con el Impuesto a los Ingresos Brutos los ingresos que tienen algunas mutuales, fundamentalmente las que reciben a otros asociados para, a su vez, prestarlo a los asociados que la necesitan.

Este impuesto causa un gran efecto distorsivo porque está gravando ganancias o excedentes que no son tales, porque, de acuerdo con la ley y con la naturaleza jurídica de este tipo de entidades, no persiguen fines de lucro. Es decir, todo aquel excedente que se produce entre el ingreso y el egreso, vuelve a los asociados en nuevos servicios o en mejoras de los servicios que ya se prestan. 

Es bien sabido que estamos atravesando una crisis que, como es un hecho notorio, no creo que necesite de la menor discusión ni demostración. En este momento, todo peso que se pueda distraer de entidades que están prestando servicios a los sectores más necesitados de la población, es dinero que se quita a la contención social.

Todos los legisladores del interior de la Provincia deben conocer la tarea benéfica que en cada uno de los pueblos están realizando las mutuales que prestan este tipo de servicios. Sin ellas, casi ninguna tendría servicios médicos de tercer nivel, no tendrían alta complejidad, no tendrían turismo, no tendrían clubes –da gusto verlos-; en una palabra, toda la tarea de contención social la están realizando las mutuales, porque los municipios están fundidos, la gente se ha volcado a estas entidades por varios motivos: en primer lugar, porque con las leyes de entidades financieras que rigieron en los últimos años, muchos bancos levantaron sus filiales o sucursales de los pueblos, y la gente no tenía dónde colocar sus ingresos o sus ahorros, ni adonde pedir un crédito. Estas entidades lo hicieron de tal manera que fueron ganando la confianza de la gente, que lejos de sentirse clientes de estas entidades, pasaron a sentirse sus dueños y las fortalecieron. Y en una situación crítica como esta, cuando las entidades financieras empezaron a quedarse sin recursos por una corrida, este tipo de entidades no lo han tenido, todavía se sostienen porque los socios o beneficiarios de los créditos son los dueños de la entidad, que en las asambleas controlan a sus autoridades y a su vez las eligen y pueden ser elegidas.

Además, para que haya una mayor ilustración, voy a leer algunos datos estadísticos que creo hacen a la cuestión. Prácticamente el impuesto a los Ingresos Brutos, que tanto afecta a las mutuales, al Erario provincial no le significa absolutamente nada. 

Vamos a los números: en la provincia existen setenta y cinco mutuales con servicio de ayuda económica, aproximadamente. El dinero captado o ahorrado por los asociados es lo que se toma como base para el impuesto a los Ingresos Brutos, y lo toma como si fuera un ingreso propio de la mutual, cuando es un ahorro que el socio realiza en su mutual. El volumen de la colocación de dinero promedio es de cien mil pesos por entidad, por lo que el ingreso de la tasa activa sería de dos mil quinientos pesos por mutual. El promedio mensual sumando todas las mutuales estaría en el orden de los ciento ochenta y siete mil quinientos pesos, por lo que en todo el año, la provincia recaudaría dos millones doscientos cincuenta mil pesos. La cifra representa el 0,0005 por ciento del total del presupuesto, pero para cada entidad significa alrededor del quince o del veinte por ciento de sus ingresos netos.

Es decir, que este es un impuesto que para el Erario provincial no significa absolutamente nada, pero para cada una de las entidades significa una reducción de los servicios que está prestando a sus socios, y en consecuencia está afectando la calidad de vida de los lugares donde cada una de estas entidades está instalada.

Las provincias en general, exceptúan a las mutuales de este tributo. La Provincia de Santa Fe grava con el tres por ciento a los intereses y el resultado de esta recaudación se prorratea entre provincia y municipios. La Capital Federal cobra sobre los intereses con destino a Rentas Generales y otro tanto hace la Provincia de Buenos Aires. En Mendoza, que es otra provincia con desarrollo de mutuales importantes, no se cobra este tributo de los Ingresos Brutos, como así tampoco lo cobra el resto de las provincias.

Es decir que este tributo que significa un gran sacrificio para las mutuales pagarlo, no compensa para nada el ahorro que significa para la provincia en los servicios asistenciales que están prestando a las poblaciones cada una de estas entidades. Debe tenerse en cuenta que los excedentes se invierten en los lugares donde son producidos, que las mutuales como entidades son inexpatriables. Todo esto hace que nosotros confiemos que el buen criterio de los señores legisladores haga lugar a este pedido que entendemos tiene bases más que suficientes para ser acordado.

Otro tanto ocurre con el Impuesto a los Sellos. Resulta que la voracidad fiscal se está cobrando a las entidades que tienen cualquier tipo de actividad con el impuesto a los sellos, por las solicitudes de crédito o de servicios. Esto me parece una aberración y una cosa que no tiene sentido, porque les causa a las mutuales un grave perjuicio, sobre todo a la tarea de los inspectores que empiezan a revisar hasta en los papeles que tienen allí en el cesto de la basura y les retiran los documentos para hacer una verificación formal.

Nuevamente y para concluir, agradezco la invitación que nos han formalizado, reiterando el pedido de que se contemple la exención solicitada.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias por sus inquietudes y sus sugerencias.

Quiero recordarles a todos los señores que han tenido la gentileza de acompañarnos durante el día de hoy, si después tienen la gentileza –todo esto está quedando en la versión taquigráfica– de hacernos llegar el memorial, nos va a venir muy bien, porque hay datos muy importantes, como el que usted ha comentado, acerca de la tributación en provincias vecinas y una serie de cosas que para nosotros son de suma utilidad, a los fines de no poner en disparidad de condiciones a la gente del mutualismo de Córdoba con la de las provincias hermanas. 

A continuación tiene la palabra el profesor Walter Grahovac, por la Unión de Educadores de la Provincia de Córdoba.

Sr. Grahovac.- Les agradecemos desde ya la posibilidad de expresarnos y, en instancias previas a esta audiencia, nosotros hemos hecho llegar un apunte inicial con las preocupaciones que tiene nuestra entidad en relación a anuncios que, si bien no estaban contemplados en el marco del Presupuesto, entendíamos que tenían que tener un reflejo en el tratamiento del mismo. 

Puestas a comparar las expresiones, por lo menos tres, que nosotros hemos rescatado desde lo que se anunció del Poder Ejecutivo, en el plan de achicamiento del déficit de la Provincia, se plantearon tres variables, las tres las hemos cuestionado: a una la cuestionamos de fondo, que es la factibilidad de aplicar un régimen de jubilaciones compulsivas –el llamado automático– para docentes que tienen 50 y 53 años, mujeres y varones, respectivamente.

La segunda variable es el anunciado de una ley que no conocemos el texto, pero sí el anuncio de la reforma del régimen de licencias.

Y el tercero que se anunció es el de zonas desfavorables.

Creemos que falta un cuarto punto, que por lo menos nos surge del análisis preliminar que hemos hecho del Presupuesto, y es la situación de las escuelas privadas, donde observamos que también existe un recorte del Presupuesto bastante significativo, de lo que es subsidios para estas escuelas. Cabe aclarar que el subsidio a escuelas privadas está directamente destinado a salarios, que es lo único que paga la Provincia y que tampoco tenemos en claro dónde va a operar el recorte, si en el tema de las licencias o en la disminución de subsidios que hoy se están entregando a las escuelas privadas.

Puntualmente hemos observado que, en relación al Presupuesto 2001, existe una reducción prevista para el año 2002, al menos en el segmento de “Personal”, del orden de los 46.120.000 pesos. ¿Qué es lo que nos preocupa de esto? Que en realidad cuando concluyó el año 2001, la sensación que tenemos los docentes, es que todavía falta mucho por invertir en educación, mucha demanda por satisfacer en la Provincia y mucho trabajo para evitar un flagelo que es nacional, que es el del fracaso escolar, que fundamentalmente se está dando en el nivel medio de enseñanza, y es la reformulación que figuran justamente como objetivos del Poder Ejecutivo en el Ministerio de Educación, de política vinculada a la enseñanza media y superior, que tengan que ver con la formación para el trabajo y la relación de la educación con el mundo del trabajo. 

Por eso, nos parece que la conclusión del período 2001, esperaba al menos que en lo que respecta al seguir privilegiando la educación, como entendemos que se ha venido realizando en las inversiones del Estado en los últimos años, al menos se mantenga el Presupuesto, se reorganicen las partidas para poder atender nuevas demandas, pero nos parece muy difícil que esto pueda ocurrir si se le agrega este recorte de 46 millones de pesos.

Concretamente, lo que hemos observado es que en el año 2001 se ejecutaron 759.310.000 pesos, esto habla a las claras que el Estado tuvo que ir corrigiendo sobre la marcha y aportando nuevos recursos para satisfacer una demanda cada vez más creciente, y que para el año 2002 están previstos 713 millones de pesos, incluyendo las partidas destinadas a las pasividades anticipadas.

Puntualmente, las razones por las cuales nos preocupa esto, es porque nosotros creemos que no sólo va a haber un impacto sobre la situación laboral sobre la cual nosotros tenemos una preocupación de índole gremial, sino que entendemos que al ser el factor salario el principal componente de la inversión de educación, tememos que esto impacte en la prestación de servicios.

Lo que hace al primer punto, y teniendo en cuenta la disminución de partidas de personal, pudiendo tener algún error –que habrá que comprobarlo- pero en números generales tenemos bastante certeza, observamos que en escuelas primarias se va a disminuir 7.700.000 pesos de inversión, en el nivel medio casi 5.000.000 de pesos, en el nivel superior 1.600.000 pesos y en regímenes especiales donde estaba involucrado fundamentalmente lo que hace a la educación de adultos y escuelas especiales, una disminución de 4.400.000 pesos.

En subsidios a la escuela privada observamos, que en el nivel primario hay una disminución de 4.800.000 pesos y el subsidio para enseñanza media y superior, que es donde tiene preeminencia el sector privado –en lo que hace a la oferta privada- disminuye en 8.100.000 pesos aproximadamente.

¿Cuál es nuestra preocupación?. Si vinculamos los anuncios con los que significa el Presupuesto, y vemos en el renglón de la partida de Personal No Permanente, observamos por ejemplo que en escuelas primarias, de 26.900.000 pesos que se ejecutaron en el año 2001, se prevé una disminución de 12.500.000 de pesos para el año 2002, sólo en escuelas primarias.

Si vemos en el nivel medio de 9.700.000 de pesos que se ejecutaron en el año 2001, se va a reducir en 3.800.000 pesos.

Si observamos lo que es institutos privados de enseñanza, de un ejecutado para el año 2001, que ronda los 7.000.000 de pesos –insisto- en Personal No Permanente, observamos que no está previsto gasto alguno en el año 2002, en este segmento, con lo cual observamos que el sostenimiento del sistema educativo y las prestaciones que se vienen realizando con un gran esfuerzo de todos, del gobierno, de los docentes con su esfuerzo laboral y de la comunidad, lo único que se esta quitando, en este momento, es sustento a lo que es el gasto en personal, obviamente quedando todas las obligaciones.

Sr. Secretario.- Perdón profesor, le recuerdo que le restan dos minutos de intervención.

Sr. Grahovac.- Gracias, me van a sobrar.

Sr. Presidente (Urquía).- Perdón, profesor Grahovac. Yo diría que es el rubro más importante del Presupuesto la educación, si necesita más tiempo utilícelo, por favor.

Sr. Grahovac.- Gracias, voy a tomar su ofrecimiento.

Lo que hace a privados. ¿por qué nos preocupa?. Porque hoy la escuela privada sufre lo que sufre toda la sociedad, que es la falta de financiamiento.

No existe -como se ha dicho hasta ahora- un gran descenso de la matrícula de la escuela privada. Lo que ha existido es una reubicación dentro del mismo escenario de escuelas privadas. Chicos que iban a escuelas que tenían una cuota más elevada, pasaron a escuelas privadas de cuotas más accesibles.

Las escuelas tienen una morosidad elevadísima que los propietarios de escuelas se lo podrían relatar, pero ronda entre el 40 y el 50 por ciento la morosidad en el pago de las cuotas,

lo cual vemos que va a ser difícil que se corrija en lo que resta del año -la situación económica de la familia-.

Por lo tanto, preguntamos cómo va a ser la capacitación, o de dónde van a sacar los recursos las patronales, por ejemplo, para pagar las licencias. O si en lo que se está pensando es en un grado de precarización de los derechos laborales, donde el docente privado haga -como tuvo que hacer en una época- que docente que se enfermaba o que tenía licencia por maternidad, tenga que restar una parte de su sueldo para pagarle al docente que lo está suplantando.

La ausencia de recursos en el sector privado en este momento de crisis nos parece sumamente arriesgada.

En el tema suplentes del sector público también tenemos la preocupación de que se ha reinstalado algo que –creo- no tienen con qué demostrarlo. No se si ustedes han recibido esa documentación –me encantaría verla- de los famosos cuatro docentes por cada suplente. Les aseguro que esta provincia tendría aproximadamente unos cien mil docentes dando vueltas por las escuelas de Córdoba si fuese cierto que por cada docente que pide licencia hay cuatro suplentes.

Esto es un error. Creemos que por efecto de la falta de puesta a punto del sistema informático de la provincia -del cual dudo que tenga información fehaciente por lo menos comparativa-, para hacer una serie histórica de los últimos tres o cuatro años y comparar el gasto en suplencias. Se ha dicho muy habitualmente que se ha duplicado el gasto en suplencias. Sabemos que ha habido un error en la carga de los datos. Por lo tanto, es imposible tomar como base lo que se gastó en el 2000, para decir que en el 2001 se gastó el doble y aplicar un ajuste en el 2002. Para información de ustedes, la que seguramente podrán recabar con mayor precisión, en el año 2000 muchos docentes suplentes estaban incorporados en la partida de personal permanente. Por eso es que era tan bajo el rango del gasto en suplencia. Cuando en el año 2001 se ubican correctamente las partidas, obviamente que se nota un incremento de casi el doble. Decimos que esto es erróneo.

Por eso, plantearse esta reducción del gasto a la mitad de la planta, por un supuesto inexistente, nos parece que va a producir un bache en lo que hace a las escuelas cuando la gente tenga necesidad del uso de la licencia.

Concluyo rápidamente con algo que hace a la zona desfavorable. Tampoco tenemos una ley o una reforma de ley, hay un anuncio. Nos preocupa si en lo que hace al pago de personal se disminuyen las horas.

Estamos dispuestos a discutir la situación de cada escuela, porque no es real que todas las escuelas estén cobrando en forma inadecuada la zona. Desde hace muchos años a las escuelas marginales de Córdoba se les está pagando “zona desfavorable”, porque no hay otro instrumento legal para alentar y estimular a los docentes que trabajan en estas escuelas. 

Se lo decimos con el espíritu que se lo hicimos llegar a los presidentes de bloque a las comisiones: estas escuelas tiene un grado de capacitación, de trabajo superior y de exigencia en las demandas superior a otras escuelas y nos parece que sacar la “zona desfavorable” va a desalentar un trabajo que se vincula con los objetivos del Ministerio.

No están al día de la fecha los datos. Es importante que ustedes, como legisladores de Córdoba, y quienes participan de la Audiencia sepan que hemos logrado en el año 2001 que disminuya el índice de fracaso escolar en las escuelas urbanas marginales de Córdoba, que era uno de los más altos del país, como también el más alto en repitencia, en sobre edad y en conocimiento alcanzado. Esto ha disminuido por una acción de tipo netamente pedagógico. Si se saca la zona desfavorable, sería un mensaje muy malo para la gente que destina muchas de sus horas de descanso para capacitarse.


Para terminar, quiero abordar el tema de las jubilaciones y que está en los números que les acercamos. Para nosotros como sindicato es absolutamente inaceptable que se pretenda jubilar a más de 5000 docentes de los cuales muchos, después de 30 años de servicios, van a pasar a cobrar menos que un docente que recién se inicia. Por lo tanto, nuestra postura en este sentido es que, la búsqueda de una disminución en el impacto salarial en el presupuesto jubilando gente, se va a pagar, primero, con una injusticia para con los docentes, y segundo, con una incapacidad fáctica de hacer una cobertura a pleno y mantener en marcha los proyectos pedagógicos que tienden a mejorar el nivel educativo de Córdoba. 

Si esto no se hace en forma gradual, respetando los tiempos del sistema jubilatorio, si se intenta bajar de 54 a 50 años, muchos pensarán tal vez que es un beneficio, pero lo decimos con toda claridad: hoy los docentes no lo vivimos como un beneficio. Lo vivimos casi como un castigo porque sabemos que en poco tiempo más se pretende elevar la edad a 60 ó 65 años. Nos parece que es un artilugio para disminuir personal que entendemos que no tiene sentido porque por la inmensa mayoría de los 5 ó 6 mil docentes que se jubilan van a tener que designar a un nuevo docente en ese cargo. 


Por estos motivos, solicitamos a la Legislatura en esta audiencia pública que reconsidere el gasto en personal de planta permanente y no permanente, y que tenga un especial cuidado en lo que significa zona desfavorable y ley de licencias, porque nos parece que se está trabajando con números equivocados y se puede aprobar un presupuesto que después va a necesitar lo mismo que el presupuesto del 2001, correcciones de partidas y decretos que autoricen nuevas partidas para garantizar el servicio. Creemos que estamos a tiempo de que se evite este error para que el Poder Ejecutivo no tenga que utilizar la ley o el decreto para corregir lo que se puede corregir hoy.

Sr. Urquía.-  Muchas gracias, señor Grahovac por su participación en esta audiencia pública.

Sr. Moderador.- Hacen uso de la palabra por la Unión Industrial de Córdoba, el doctor Gerardo Juárez y el doctor Castro Gardizábal.

Sr. Juárez.-  Señor presidente, señores legisladores: concurro a esta primera audiencia pública que se lleva a cabo en cumplimiento de la Ley 9003 con el ánimo de contribuir a su mejor éxito, no sólo cumpliendo con lo normado en la misma, sino también con el afán de ser fiel a su espíritu de participación y aporte de las opiniones de los diversos sectores de nuestra sociedad.


Pero ello no disimula la omisión por parte de ustedes de hacernos llegar tardíamente toda la documentación para que la misma pueda ser analizada y traer a este recinto, con toda seriedad, una opinión sobre la misma. Nuestros técnicos recién pueden concluir con ese análisis posiblemente mañana, por lo tanto, el día miércoles lo tendrán en su dominio y espero que en próximas oportunidades no se repita este tipo de vicio.


Es de conocimiento público, por ser tan reiterada, cuál es la opinión de la Unión Industrial de Córdoba en el reclamo de presupuestos equilibrados y la consiguiente racionalización de gastos públicos tanto en el orden nacional como en el orden provincial y municipal.


A esto no hace mucho lo hicimos saber en una solicitada con otras entidades empresarias, destacando los problemas que iba a tener el país, la Provincia y los municipios si no se adecuaba el gasto a las posibilidades del país, que entraba en un período de recesión enorme. 


Por estos motivos, voy a aprovechar el tiempo para hacer algunas consideraciones a los efectos de que, más específicamente, puedan contenerse en el documento que vamos hacer llegar el día miércoles.


Vivimos hoy una recesión que lleva cuatro años de duración, a lo que se ha agregado una conmoción política que en conjunto configura una gravísima crisis en la ciudadanía y en los sectores que la representan, los que están tratando de hacer pie y solicitando reglas claras y estables para intentar crecer nuevamente. 


Comprendemos que dentro de las actuales circunstancias que concurren no es fácil diagramar un presupuesto creíble y que pueda ser cumplido, pero dados los actuales momentos que se exteriorizan en severos requerimientos sociales, solicitamos se estudie adecuadamente cuáles son los gastos realmente prescindibles para que sean eliminados sin vacilación.


Por otra parte, la crítica situación del aparato productivo, único generador de riquezas genuinas o fomentador de empleos así como de irradiación de actividad en múltiples sectores, demanda asignar fondos para el estímulo a la actividad productiva, la más perjudicada y vapuleada desde hace varios años. El crecimiento industrial del pasado señala la importancia de este sector y hoy sus emprendedores están atentos para poner en funcionamiento nuevamente sus empresas.


Quienes integramos el conjunto de ciudadanos con ansias de trabajar y crecer, requerimos de los poderes públicos una mirada atenta para que con el correr del tiempo se cumplan lo más ajustadamente posible las previsiones que contiene el presupuesto provincial que hoy nos ocupa, como también ejercer un control estricto de todas las acciones que puedan contribuir a la eficientización del gasto. La grave coyuntura actual que vivimos no debe obstaculizar el pensar en un futuro, por más brumoso que ahora se perciba.


Se impone entonces que se vaya estudiando y planificando, con la colaboración de las universidades y de otros institutos, así como con el diálogo permanente y sostenido con las organizaciones que representan a los sectores privados, iniciativas que sean necesarias e indispensables para mejorar la administración pública. Nos estamos refiriendo a la necesidad de que, cuanto antes, se introduzcan en la contabilidad presupuestaria los criterios de la contabilidad de la partida doble.


Realmente causa extrañeza que hayan pasado siglos y una técnica de amplia difusión en el mundo y obligatoria no haya sido incorporada como práctica habitual del buen administrador.


El positivo resultado en la actividad privada señala como urgente y necesaria su implementación porque facilita los controles, describe con claridad las asignaciones de los recursos, registra con precisión el inventario de sus gastos, permitiendo conocer su desenvolvimiento y la toma de decisiones con más certeza.


Comencemos cuanto antes a preparar el camino y a incorporar la contabilidad de la partida doble en el ámbito provincial, dejando atrás el legado de la época de la colonia cuya perduración no halla justificación alguna.


Otra acción que contribuirá a mejorar la administración de la cosa pública será incorporar al presupuesto provincial los presupuestos de las empresas provinciales, consolidándolos en un único gran instrumento de gobierno que refleje acabadamente el concepto que se atribuye a los presupuestos públicos, de ser ley de leyes.


Estamos aquí para apoyar la puesta en marcha de la Ley 9003 y, consecuentemente con ello, efectivizamos nuestro aporte con las ideas que acabo de formular. Si ellas son tenidas en cuenta, comenzará a gestarse por cuerda separada del diario ajetreo, constituyéndose en gran utilidad para gobernantes y gobernados.


Sólo deseamos que los intereses predominantes y el juego político no impidan que se realicen las modificaciones y las instrumentaciones. 


Si buceamos en el pasado inmediato, hoy nos aparecen ante la sociedad gran parte de los políticos y economistas responsables de la conducción del Estado como incapaces de haber podido generar una correcta evaluación de la actual complejidad y, por lo tanto, del significado de las dificultades de cualquier curso de acción posible y viable.


Tengamos en cuenta que la actual situación nos encuentra desguarnecidos por haberse desentendido de una concepción clara del papel del Estado en relación a temas tales como la organización del gasto público, la vinculación con los ciudadanos, las características del desarrollo económico y la realidad política, cultural y económica de las diferentes regiones.


Existió una especie de incompetencia para rebasar la fragmentación, para superar el corporativismo en todos sus órdenes, para anular la resistencia del estatismo residual y, por sobre todo, de ineficiencia para propender a la integración de las partes en un todos, de los parciales en un conjunto, del interés propio en el bien común, de lo particular en lo universal.


Debemos comprender, de una vez por todas, que subestimar el conjunto de las necesidades comunitarias es apuntar al deterioro de nuestros propios valores y propósitos…

Sr. Presidente (Urquía).- Doctor, le recuerdo que le quedan dos minutos para que termine su exposición.

Sr. Juárez.- Muchas gracias.


Si me abroquelo en una parcela como si fuera un universo, hago de ese universo un suburbio sin entidad.


Debemos deponer identificaciones ciegamente privadas, ésas que han hecho de nosotros hombres dispersos y disgregados, que han transformado muchas provincias en cotos feudales, a municipios en prepotentes implementadores de tributos para cubrir gastos dignos del primer mundo, creando con ellos sesgos a la producción y a una Capital del país que, por todas las circunstancias, se convirtió en una casa matriz.


Entendamos de una vez por todas que no existe civilización sin cultura, ni economías regionales ni tampoco democracia viable conformada por consumidores antes que por ciudadanos.


Nada más.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, doctor Juárez.


Tiene la palabra el doctor Castro Garaizabal.

Sr. Castro Garaizabal.- En primer lugar, quiero felicitar esta iniciativa, por cuanto si hubiera existido con anterioridad quizás no habría habido otro tipo de expresiones ruidosas tan ampliamente de moda. Habría sido posible que los señores legisladores escucharan los problemas y las características que vive la ciudadanía.


Finalmente, quiero destacar que el rol de la producción es fundamental porque en todo el mundo, en todas las sociedades, lo que crea progreso, da trabajo y riqueza es la producción; que está integrada por: el sector minero, el agropecuario y el industrial. De ellos y lo que generan viven el Estado, con sus impuestos y los servicios que acompañan a este proceso de creación de la riqueza.


En nuestro país hemos acumulado distorsiones tales que quienes trabajan en lo que crea la riqueza, como en el sector agropecuario, ganan un promedio de entre 450 a 500 pesos –usted lo sabe presidente porque también es productor agropecuario-; mientras que en la industria, si consideramos las grandes, las medianas y las pequeñas, el salario promedio es de 670 o 700 pesos; pero tenemos una municipalidad en nuestra Provincia -la de Córdoba-, que, según datos del señor intendente, los empleados ganan 2.300 pesos. Creo que en la Provincia el sueldo promedio no debe ser muy distinto.


Si esta estructura de compensación del trabajo no es modificada, no va haber producción ni riqueza ni desarrollo.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, doctor.


Habiendo finalizado las exposiciones de este segundo bloque, agradecemos a todas las personas en forma individual y a aquellas que en representación de distintas entidades nos han traído sus respuestas. Queremos reiterarles nuestras disculpas porque no hemos cumplido con los horarios que corresponden y sabemos que todos ustedes tienen compromisos.


Quedan ustedes invitados a presenciar el próximo bloque después de un pequeño descanso.

-Es la hora 17:52.

TERCER MODULO

-Es la hora 18.09.

Sr. Presidente (Urquía).- Continuamos con el tercer módulo de esta primera audiencia pública organizada por la Legislatura de la Provincia de Córdoba bajo el régimen de la nueva Constitución sancionada el año pasado.


Queremos agradecerles a los amigos que han tenido la deferencia de acompañarnos a través de la representación de entidades o personalmente.


Con todo gusto vamos a escuchar sus propuestas, sus ponencias, sus críticas y, seguramente, serán para nosotros muy enriquecedoras. Quiero reiterarles que la mecánica de esta audiencia pública, en razón del tiempo, es dar 10 minutos a cada expositor.


Tiene la palabra el licenciado Raúl Hermida.

Sr. Hermida.- Muchas gracias, señor presidente, por esta invitación.


Voy a referirme brevemente a conceptos generales sobre gasto público, para después darle la palabra a Guillermo Acosta, de nuestro Instituto, y posteriormente tengo entendido que la Cámara Argentina de la Construcción Delegación Córdoba va a exponer sobre algunos otros aspectos.


Hemos observado en los últimos años un fuerte aumento en el gasto público. Desde el año 1983 hasta el 2001 el gasto público aumentó tres veces en términos reales, y este fuerte incremento fue financiado de tres formas distintas: a través de endeudamiento, con la venta de las empresas públicas, a través del mecanismo de coparticipación y con una mayor presión impositiva, sin que se corrigiera el nivel de evasión que se observa en la República Argentina.


Estas tres fuentes de financiamiento –está de más decirlo- están desapareciendo; no van a volver a repetirse por varias décadas, sobre todo una de ellas, la venta de empresas públicas, porque lo que queda por vender es muy poco. ¿Este aumento fue acompañado por una mejora de la administración de recursos? No. El nivel de bienes y servicios ofrecidos por el sector público y su calidad, no aumentaron; lo que sí aumentó fue el gasto improductivo.


Hoy nos encontramos ante una realidad, cual es que el gasto público en el año 2002, en términos constantes, a valores reales, va a caer como mínimo en un 40 por ciento. Esto, partiendo de la base de una inflación del 50 por ciento, que creo que es muy prudente y superoptimista. Creemos, en realidad, que la inflación va a ser mucho mayor al 50 por ciento. Esta es una realidad inexorable, porque el efecto “Olivera Tansi” y las serias dificultades del sistema productivo, van a determinar cualquier mecanismo que pretenda mantener en términos reales un gasto público por encima de los niveles que acabo de mencionar. Esto es parte de la realidad; es un hecho fáctico, no es un dato de la voluntad de los señores legisladores, como tampoco de los agentes económicos. El gasto público se va a reducir en forma muy fuerte.


A pesar de ello, va a subsistir un serio desequilibrio del sector público; no habrá forma de financiarlo genuinamente. Este desequilibrio llevará, seguramente, a intentos de financiamiento que van a perjudicar notablemente la actividad productiva. Esto sí queremos señalarlo, como ya lo hemos hecho tantas veces, como un elemento a tener en cuenta para futuras decisiones.


Hoy nos encontramos frente a esta fortísima disminución real y, como les decía, es imposible que ésta pueda ser contrarrestada mediante el aumento de la presión impositiva, ventas de empresas del sector público u otros mecanismos como la emisión de deuda, ya sea voluntaria o no. Es imposible que en términos reales el gasto público evite esa fuerte caída que se había producido en los últimos 18 años.


Cabe preguntarnos: ¿Esta disminución sustancial del gasto público real va a beneficiar al sector productivo? A nuestro criterio, sólo marginalmente. Prueba de ello son las retenciones a las exportaciones o la lamentable anulación de subsidios al dragado de la hidrovía Paraguay-Paraná, que afecta sensiblemente a la región centro de la que somos parte, no por una decisión política sino económica. La prueba de que esta fuerte disminución del gasto público puede beneficiar sólo marginalmente a algunas exportaciones, y que no son la panacea ni la salida a los problemas de la República Argentina, son las retenciones a las exportaciones o, como ejemplo, esta anulación del subsidio al dragado de la hidrovía. Pongo solamente dos ejemplos; podría poner cientos y pongo solamente dos ejemplos, pero podría poner cientos de ellos. ¿Entonces, el gasto público es una cuestión ideológica?, por supuesto que no. El gasto público en una economía de mercado, en un Estado de derecho, en un país en desarrollo o desarrollado es de fundamental importancia para lograr el progreso económico y social de cualquier sociedad, de cualquier país.

Nos preguntamos entonces ¿Se hizo algo en materia de la reforma del sector público en los últimos años? Creemos que casi nada o muy poco y no me estoy refiriendo al actual gobierno sino a varios gobiernos que estuvieron en Córdoba con anterioridad. Pero para poner algunos ejemplos: ¿Se cumplió con el artículo séptimo, punto B, de la Ley 8836 sobre Honestidad Presupuestaria? ¿Qué pasó con el Capítulo Cuarto de la misma ley referida al Estado cristalino? Hay que hacer las reformas del Estado. Dicha reforma es esencial para el sector público y el privado. Es esencial para crear puestos de trabajo por los niveles de pobreza y desocupación inéditos como los que tiene Argentina, que ya son inéditos en el mundo, comparado con el nivel de desarrollo que llegamos a tener en algún momento.

En este contexto me gustaría, con los dos días que hemos tenido, para hacer algún análisis o aproximación para que Guillermo Acosta le ponga algunos números a los conceptos a los que me acabo de referir.

Sr. Acosta.- Antes que nada quería aclarar que tanto el licenciado Hermida y yo recibimos la información el viernes por la mañana, solamente algunas planillas, no todo el presupuesto, tampoco tenemos en el instituto la ejecución presupuestaria de 2001 que sería interesante de analizar para ver la evolución de algunas variables.

Antes de hablar del presupuesto para el 2002, creo que es importante poner el gasto público de la Provincia de Córdoba en perspectiva, muchas se habla de los miles de millones que gasta la provincia, pero eso no es suficiente para alcanzar a visualizar la idea de lo que actualmente significa el gasto público en la Provincia de Córdoba.

Durante el 2001, el Gobierno de la Provincia, realizó erogaciones por más de dos mil seiscientos millones de pesos, lo que representó el catorce por ciento del producto bruto geográfico de la Provincia de Córdoba y representa un crecimiento -como decía recién el licenciado Hermida- de un ciento noventa por ciento en términos constantes respecto al gasto que la misma provincia realizaba en el año 1983.

Desde ese año hasta la fecha, es decir, casi veinte años, el gasto público de la provincia aumentó en una tasa promedio anual del 5,80 por ciento, mientras la generación de riquezas en la provincia estuvo muy lejos de esa cifra. La tasa de crecimiento promedio anual del producto bruto provincial del año 1983 a la fecha, fue apenas del 2,84 por ciento, es decir, la mitad de lo que aumentó el Gasto Público. Pero, no hay que ir tan atrás y no hacer un análisis de prácticamente veinte años, si nosotros advertimos cual es el crecimiento del gasto entre el 2001 y el año 1999, advertimos que el gasto aumentó un diez por ciento, mientras que el producto en idénticos años cayó un seis por ciento. Es decir que no hay que ir veinte años hacia atrás para ver que el sector público no termina con su gasto, no termina de aggiornarse en lo que es la realidad y el desenvolvimiento de la economía de Córdoba.

También creemos que antes de abordar los números del presupuesto del 2002, es importante hacer una referencia de lo que fueron los números del año pasado, ha sido de un fuerte déficit de las cuentas públicas de la Provincia de Córdoba, de cuatrocientos diecinueve millones de pesos, el segundo más alto en lo que va de los últimos diez años.

Coincidimos con el mensaje de elevación que recibimos con la documentación y que nos enviaron el viernes, en que la crisis nacional la sufrieron las finanzas de todas las provincias, ya que todas ellas registraron un fuerte déficit y que Córdoba puntualmente fue afectada por la crisis nacional, básicamente en la caída de ingresos en los aumentos de los costos financieros que determinó que los recursos cayeran en 287 millones, que el gasto corriente aumentara en 264 millones y que haya una aumento de intereses de la deuda de más de 200 millones. Al respecto nos gustaría señalar que el crecimiento de la deuda pública provincial durante los últimos 3 años, estimamos en forma prudente en un 60 por ciento. Digo en forma prudente porque no tenemos los datos del 2001 y simplemente trabajamos con ejecuciones parciales que obtenemos del Ministerio de Economía de la Nación para septiembre de 2001 y el déficit que se generó, que de alguna forma habrá que financiarlo, que como dije antes era de 419 millones. 

Por lo tanto, en la forma en que se pactó esa deuda contraída por la Provincia, que creemos es responsabilidad del Gobierno, por ende el aumento en las erogaciones en concepto de intereses de la deuda también lo es. 

Además, comparando lo presupuestado con lo ejecutado durante 2001, se observa que los intereses de la deuda fue el ítem de gastos de mayor crecimiento, del 244 por ciento entre lo ejecutado y lo presupuestado, y esta situación se debió básicamente a que entre los años 2000 y 2001, se presupuestaron bajos importes para este concepto en función de la permanente renegociación de deuda donde se capitalizaban intereses. Esta operatoria que, con la difícil situación económica no se pudo seguir realizando durante el 2000 entre el Gobierno y los acreedores, determinó ese aumento de 207 millones de intereses de la deuda, de los que en el mensaje de elevación hablé, y parece que también se atribuyen a la difícil situación económica nacional. 

Respecto a la deuda, también queremos acotar que trabajando –como dije antes– con los datos del Ministerio de Economía y con el déficit que se generó durante el año anterior, se advierte que el ratio de deuda, producto bruto geográfico para la Provincia de Córdoba durante el 2001, fue superior al 10,5 por ciento. Esto quiere decir que aumentó un 57 por ciento ese ratio respecto a los valores de 1999. Este crecimiento de la deuda también lo aclaramos en un trabajo que hicimos sobre las finanzas públicas durante el año 2000, en donde preocupaba el aumento que venía teniendo ese ratio. 

En este contexto de imperiosa necesidad de bajar y eficientizar el gasto público, deben considerarse los números del Presupuesto 2002, una estimación de Gastos y Recursos por un período de alta incertidumbre, respecto al cual va a ser la tasa de inflación, al apoyo externo, de políticas que piensa desarrollar el Gobierno Nacional y otras variables como el incumplimiento de los contribuyentes de sus obligaciones impositivas. 

El Presupuesto 2002 muestra un fuerte esfuerzo por reducir el déficit público en algo más del 60 por ciento. El mensaje de elevación sostiene que esta disminución del déficit se va a lograr sin aumentar los impuestos, sacando los gastos de la política y manteniendo los servicios básicos e incrementando la ayuda social. Entonces, creemos que ahí hay que hacer algunas aclaraciones. Por el lado de los impuestos, primero hay que destacar que el Presupuesto 2002 estima una reducción de algo más del 6 por ciento en la entrada de recursos corrientes, algo que consideramos muy optimista. Esto es con una caída nominal del producto del 5 por ciento durante el 2001, los ingresos corrientes de la Provincia cayeron casi un 11 por ciento.

Entonces, ¿será probable que la actual administración logre que sólo se reduzcan esos ingresos corrientes en un 6 por ciento, cuando las proyecciones más optimistas sitúan la caída del Producto Bruto Interno argentino en un 8 por ciento?

También un punto interesante a tener en cuenta, como mencionada recientemente el licenciado Hermida es el impacto de la inflación en recaudación provincial, lo que se denomina “efecto Liberatansi”, y que hace referencia al resultado negativo por exposición a la inflación que va a sufrir la recaudación estatal entre el momento en que vence la obligación y el momento en que efectivamente el Estado percibe sus ingresos. Esto determina que el Estado tiene que hacer frente a pagos a precios corriente con recursos que han perdido poder adquisitivo real.

Respecto a los gastos, el Presupuesto 2002 contiene reducciones por 471 millones, determinando una reducción del gasto de 17,5 por ciento, respecto a lo que fue en el año 2000.

Dentro de estos gastos es importante poner énfasis en el ratio gastos de capital sobre gasto total, ya que esta relación ha sufrido un importante deterioro durante el 2001.

Durante el 2000 las erogaciones de capital se estimaron en un 11 por ciento del gasto total, mientras que el año pasado fueron del 5 por ciento. 

El Presupuesto 2002, no obstante muestra una mejora en ese sentido, ya que piensa llevar los gastos de capital sobre gasto total, a una relación del 10 por ciento, pero no hay que olvidar que durante el 2001, en donde también se prometió una cifra similar,  se presupuestaron erogaciones de capitales netas de ingresos por 374 millones y solo se ejecutaron117. De repetirse la diferencia entre lo ejecutado y lo presupuestado que ocurrió en el 2001, el radio gasto de capital sobre gastos totales, correspondiente al año en curso, sería el 3 por ciento, representando el valor más bajo los últimos 10 años, lo que muestra como la inversión pública se sigue utilizando como variable de ajuste de la ejecución presupuestaria.

De todas formas vemos con optimismo el hecho de que el presupuesto del 2002 indique una mejora en este sentido, ya que indica que la Provincia estaría capitalizando los fondos destinados a inversión pública y aumentando el stock de capital por habitante, lo que redunda en un mayor bienestar económico.

Otro aspecto también importante y dejo de aburrirlos con números, es que dentro de los gastos corrientes, las erogaciones destinadas al pago de sueldos van a seguir insumiendo el 50 por ciento de los gastos de la Provincia de Córdoba, un porcentaje no muy diferente del 49 por ciento, requerido durante el 2000, y si de ahorro estamos hablando, esta es la partida sobre la que se debe trabajar, ya que el alto porcentaje que representa sobre los gastos quita gran capacidad de maniobra del Estado Provincial, en el manejo de sus finanzas.

Además, si llegara a verificarse una ejecución de los gastos de capital presupuestado, como se verificó en el 2001, solo el 30 por ciento, el gasto en personal ascendería al 53 por ciento del total y sería el más alto en los últimos 10 años.

No quiero seguir aburriendo con números, simplemente hicimos un análisis de lo que pensamos, son las principales partidas en función de la información que teníamos, lo cual si a alguien le interesa lo podríamos expandir o explicar cómo hicimos algunas explicaciones.

Quiero concluir con que con todo lo expuesto, es que insistimos en que se debe realizar una profunda reforma del sector público, como única forma de alcanzar la eficiencia en los recursos de la administración pública. Nada más.

Sr. Presidente (Urquía).- Queremos agradecerles al licenciado Almida y al licenciado Acosta sus exposiciones y propuestas, seguramente van a ser muy útiles para todos los integrantes de las Comisiones de Legislación General y Economía.

Tiene la palabra el señor legislador Fadda.

Sr. Fadda.- Vengo acompañando a la Cámara Argentina de la Construcción y a la Bolsa de Comercio y la Cámara de Comercio Exterior de Córdoba.

Mi exposición va a ser en relación a la modificación al Código Tributario provincial y al proyecto de Ley Impositiva para el año 2002. Voy a ser muy concreto y específico sobre las modificaciones que considero que habría que corregir.

Hay una sustitución del artículo 57, del primer párrafo, no me interesa esa modificación sino el segundo párrafo que no está prevista la modificación en este proyecto. Me interesa esa modificación porque –de interés general- porque este segundo párrafo del artículo 57 dice que: una vez modificada la resolución de determinación de impuesto por parte de la DGR, no podrá ser modificada por la DGR, salvo dos casos, por error material o cuando surjan nuevos elementos probatorios no conocidos, es decir, una vez notificados.

Acá hay un error, y el error es de copia porque este segundo párrafo del artículo 57 ha sido copia de lo que es hoy el artículo 19 de la Ley Nacional 11683.

Pero la diferencia está que el artículo 19, de la Ley Nacional 11683, se refiere a que la resolución determinativa no podrá modificarse por la Dirección, pero cuando esté una vez firme, no cuando esté notificada como prevé el segundo párrafo del artículo 57.

Vamos a otro artículo, que es la sustitución del artículo 92, se hace una modificación por una cuestión de redacción. Pero hay un punto, que es el último párrafo, del artículo 92, que dice: no regirá la causal de suspensión prevista en el artículo 3966 del Código Civil. Y este caso también es una copia de la Ley 11683, cuando ambas, la Ley 11683 y esta redacción, están erradas. Y son erradas, porque el artículo 3966 fue modificado en el año 1969, y desde ese momento, tenemos errores de redacción en esa norma. Hoy que estamos en el artículo 92 con la posibilidad de modificarlo, habría que hacerle esa revisión. En definitiva el artículo 3966 del Código Civil, prevé que corre la prescripción para los incapaces, como está en el proyecto y en el Código Tributario actualmente, donde no rige la prescripción.

El otro artículo que se incorpora en el Código Tributario es el 104 ter, y como consecuencia se instituye en el Código Tributario la posibilidad de presentar recursos de reconsideración ante la administración, la misma DGR. La dirección, tiene 30 días para resolver el recurso de reconsideración y dice que la resolución definitiva –de la DGR- es causa ejecutoria. Yo le agregaría al artículo: “salvo que se recurran ante la justicia en los plazos previstos anteriormente”. Esto es una posibilidad, porque en el Código Tributario, ante la demanda ante la justicia después del tribunal Fiscal, hay que pagar y repetir; es decir que podría considerarse la misma situación para recurso de reconsideración. Pero como este recurso ahora se está instituyendo en el Código Tributario, no han previsto la posibilidad que vaya a la justicia; debería modificarse el artículo 115 del Código Tributario que establece cuando se puede presentar demanda contenciosa administrativa. Sólo lo prevé hoy el 115, cuando la resolución en el Tribunal Fiscal ha sido contraria para el contribuyente o contraria al fisco y el fisco es el que recurre.

Hay una incorporación de un artículo 128 bis que prevé o faculta al Poder Ejecutivo a establecer un ente de recaudación vía entidades bancarias. Con esto se demuestra una total ineficacia por parte de la DGR y habría que fijarse cuáles son las causas o el error. Creo que si no hubiera estado el 148 bis, el Poder Ejecutivo, podría haber establecido un régimen de recaudación de ese tipo.

Con respecto al artículo 153 bis, que también se sustituye, las actividades de atención primaria, las actividades industriales y las actividades de construcción que realizan ventas a consumidores finales se encuentran gravadas con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. En este artículo se especifica que las ventas se considerarán a consumidores finales cuando las operaciones son hechas con sujetos no inscriptos en el impuesto, sin admitir prueba en contrario. Aquí está el tema: ¿por qué no se puede admitir prueba en contrario? O sea nuestra sugerencia es con relación a la expresión “sin admitir prueba en contrario”.


Vamos al artículo 155 bis. Este artículo describe la forma de determinación de la base imponible en el Impuesto sobre Ingresos Brutos para los fideicomisos. En el proyecto se incorpora a los fideicomisos como entes que se encuentran alcanzados por los Impuestos sobre los Ingresos Brutos.

Sr. Moderador.- Disculpe contador, le recuerdo que le quedan dos minutos de exposición.

Cr. Fadda.- ¿Cómo se determina la base imponible para los fideicomisos? Para el caso del fideicomiso financiero donde el fiduciante haya sido una entidad financiera y los bienes fideicomitidos hayan sido créditos originados en las entidades financieras, ese fideicomiso tendrá un tratamiento de base imponible muy beneficioso, lo cual es correcto, porque la base imponible se determina de la siguiente forma: intereses activos menos intereses pasivos.


Ahora bien, ¿por qué se limita solamente a este tipo de fideicomiso financiero y no cuando un fiduciante sea cualquier empresa?, por ejemplo, una empresa que traslada derechos creditorios o títulos de valores a un fideicomiso financiero. En ese caso entendemos que cuando los bienes fideicomitidos constituyen títulos públicos o privados o derechos creditorios, cualquiera fuese el fiduciente, la base imponible para el fideicomiso financiero debiera ser intereses activos menos intereses pasivos.


Hay una sustitución del inciso 26 del artículo 167 que trata sobre la exención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Pasa a estar gravada la actividad de prestaciones financieras, con lo cual el costo del dinero se va a encarecer para todos.

Sr. Moderador.- Licenciado Fadda, disculpe la molestia pero ha agotado sus minutos.

Sr. Urquía.- Si no me retan los coordinadores, habida cuenta de la contribución que está haciendo el Licenciado Luis Fadda (h) que considero de suma importancia, dado que no le quedan muchos minutos para seguir exponiendo, pido disculpas y solicito que continúe con la palabra.

Lic. Fadda.- Gracias, señor presidente. 


Con respecto a este inciso 26 del artículo 167 se insiste que la exención para la actividad industrial y para la actividad de la construcción no rige cuando la obra se encuentra en una jurisdicción que no sea la Provincia de Córdoba. Esta limitación de la exención va en contra del convenio multilateral en su artículo 35. Quiere decir que si ustedes, señores legisladores, aprueban esa disposición van en contra de una ley convenio. En definitiva, una ley de este tipo no tiene valor ante la situación de la existencia de una ley convenio que prevé lo contrario.


El inciso 28 del artículo 167 también establece exenciones en el Impuestos a los Ingresos Brutos. En este inciso se incorpora la exención de a los ingresos atribuibles a los fiduciantes cuando posean la calidad de beneficiarios de fideicomisos constituidos de acuerdo con lo dispuesto en la Ley nacional 24.441.


Dado que la figura del fideicomiso es muy poco conocida no me gustaría que una herramienta como esta esté en manos de inspectores de la DGR. ¿Qué quiero decir con esto? Que la sugerencia que les voy a dar quizás no esté gravada con el Impuesto a los Ingresos Brutos, entonces, ¿cómo lo vamos a poner como exención? No obstante pueden existir opiniones en contrario.


La propuesta es que debería eximirse el ingreso que obtiene el fiduciante por su aporte fiduciario al fideicomiso, y lo que obtenga el fideicomiso como consecuencia de la colocación de títulos de la deuda o certificados de participación.


Hay una modificación en el Impuesto a los Créditos ya que se establece como responsable solidario del Impuesto a los Premios a quienes difundan el evento, o sea que un canal de televisión o un diario pueden estar difundiendo un evento que se encuentra gravado con el Impuesto a los Premios y por el solo hecho de hacerlo es responsable solidario. Realmente nos parece excesivo poner como responsables solidarios a quienes difunden el evento.


Nada más con relación a las modificaciones al Código Tributario Provincial, aunque formularé algunas observaciones con relación a la Ley Impositiva anual. 

El artículo 27 de esta ley establece Impuestos a los Sellos proporcionales y un impuesto del dos por mil a los contratos de mutuo y a las facturas de créditos establecidas por la Ley 24.760. Las facturas de crédito, de acuerdo a lo que dispone el artículo 208, inciso 11) del Código Tributario, se encuentran exentas –creo que es importante que este artículo se modifique–, o sea que tendríamos que ir al Código Tributario Provincial a los efectos de prever la nueva vigencia de la factura de crédito obligatoria a partir del 1º de mayo de 2002, como consecuencia del Decreto nacional 1387 del 2001.


El artículo 33 de la Ley Impositiva prevé los montos exentos, es decir, no alcanzados por la Ley del Impuesto a los Premios. Sin embargo, su último párrafo dice que la autoridad de aplicación no podrá autorizar más de un evento exento por año a una misma entidad y/o ente organizador. O sea que si un ente organiza dos eventos gravados con el Impuesto a los Premios, el segundo no quedaría exento por esta disposición. No vemos el sentido de establecer este tipo de limitación.


Además, la Ley Impositiva anual establece una serie de tasas de prestaciones administrativas. Ustedes saben que la tasa es la efectiva prestación de un servicio que se paga con un precio que, obviamente, está definido en función de esa prestación que ha realizado la administración.


Sin embargo, por ejemplo las prestaciones de la Dirección de Inspección de Personas Jurídicas han establecido nuevas tasas para determinadas prestaciones. Por ejemplo, para la inscripción de una sociedad extranjera 140 pesos, cuando por la constitución de una sociedad anónima son 70 pesos. ¿Por qué esa diferencia si la prestación no difiere mucho de la inscripción de una sociedad extranjera?


En la constitución de una UTE, Unión Transitoria de Empresas, un contrato de colaboración empresaria cuesta 100 pesos, o sea, un 30 por ciento o más de una sociedad anónima. Pero si la UTE está constituida por una sociedad nacional y una extranjera, sale 150 pesos. ¿Y esto por qué? ¿Por qué hay una sociedad extranjera de por medio? ¿Estamos en contra de lo extranjero?


Nada más, señor presidente. Muchas gracias.


Quedo a su disposición para que cuando específicamente traten este tema pueda acercarme.

Sr. Presidente (Urquía).- Contador Fadda, le vamos a solicitar, como hemos hecho con todos los expositores, que nos deje el memorial que usted tiene, ya que nos puede ser de mucha utilidad.


Asimismo, queremos agradecer al representante de la Cámara de la Construcción, ingeniero Maggi, que haya cedido su tiempo.

Sr. Maggi.- Yo no cedí mi tiempo.

Sr. Presidente (Urquía).- Discúlpeme, había entendido que era así.


Tiene la palabra el ingeniero Maggi.

Sr. Maggi.- Si usted no quiere que hable, no hablo.

Sr. Presidente (Urquía).- Sus exposiciones suelen ser muy fogosas, por lo menos cuando las hemos compartido en la Cámara de Diputados.


Tiene la palabra el señor Maggi.

Sr. Maggi.- Para mí es un orgullo, y para la Cámara también constituye un orgullo haber coincidido en este informe con el de la Bolsa de Comercio de Córdoba, con la cual siempre tenemos ideas comunes con respecto a la marcha de la Provincia y de la Nación.


Voy a hacer algunas consideraciones generales acerca de las razones por las cuales la Provincia llegó a esta situación de crisis terminal, y sobre la responsabilidad que tuvieron los presupuestos de los últimos veinte años en esta crisis.


En primer lugar, siempre dijimos que este Estado en sus tres niveles -municipal, provincial y nacional- estaba fagocitándose a la actividad privada, que el peso de los impuestos, al igual que la ineficiencia del accionar de la burocracia, hacían cada vez más difícil y más gravosa la actividad de los generadores de riqueza privados, quienes son los sostenes del Estado. Esta es una circunstancia que parece ser ignorada olímpicamente por quienes deciden el gasto público.

Desde el punto de vista económico, ese tremendo peso sobre los sectores productivos estaba conformado por un elefantiásico aparato estatal con una macrocefalia constituida por las altas jerarquías de los poderes de gobierno, con una absurda cantidad de legisladores, funcionarios superiores y agentes auxiliares, a ello sumado el resto de la estructura, que insume ingentes gastos para funcionar, prestando malos servicios con creciente ineficiencia, y regímenes laborales que constituyen una afrenta para los trabajadores de los sectores productivos.

Como consecuencia del contenido de la opinión pública, en los últimos seis meses se ha producido en esta Provincia un hecho inédito, pues se ha registrado un fuerte, aunque insuficiente, avance en la corrección de la macrocefalia: la reducción de la cantidad de legisladores y funcionarios legislativos y del Poder Ejecutivo, como así también la disminución de sus remuneraciones. No dudamos que estos ajustes, que sólo afectan a los altos niveles jerárquicos, han sido tremendamente dolorosos para todos aquellos que se dedicaron a la política e hicieron de ello su forma y modo de vida.


Así, hoy podemos comprobar que muchos políticos profesionales soportan una reducción de su anterior nivel remunerativo y –lo digo con pena- incrementan la legión de desocupados. Este ajuste, como comienzo, es digno de reconocimiento pero es absolutamente insuficiente, porque no ha tocado parte alguna del atrofiado cuerpo constituido por la estructura burocrática de que se sirve el Estado para su funcionamiento.


Podríamos decir, en forma gráfica, que este cuerpo, que fue desarrollado por esos mismos dirigentes a través de acciones y medidas demagógicas y populistas, no sólo devora los esfuerzos de los sectores productivos sino que también se fagocita a la misma dirigencia que lo creó. El final anunciado es su autodestrucción.


¿Por qué digo que se digiere a sí mismo por su cuerpo y estructura? Porque mientras el sector privado hizo, y lo sigue haciendo, tremendos esfuerzos para eficientizar su funcionamiento -con jornadas de trabajo normales, no prebendarias como las del sector público, y con adecuado compromiso con la productividad-, con pesar vemos las dolorosas consecuencias de millones de obreros desocupados y de miles de empresarios, pequeños, medianos y grandes, en quiebra o en default. Mientras eso ocurría, la estructura estatal siguió sin control, en forma totalmente asimétrica, y ese crecimiento lo dispusieron y lo impusieron quienes tuvieron la responsabilidad, dada por la ciudadanía, de crear y mantener una sociedad justa y equitativa.


El esfuerzo que están efectuando los dirigentes para achicar la cabeza de este monstruo burocrático en modo alguno los exime de la obligación de comenzar de inmediato, con prisa y sin pausa, la tarea de eficientizar el Estado. Y esto de eficientizar no debemos tomarlo con la total falta de respeto con que lo hacen los funcionarios. Eficientizar también significa ocupar sólo la estricta cantidad de personal requerida para cumplir con sus funciones, cualquiera sea su nivel jerárquico, exigiendo la suficiente capacitación y el adecuado rendimiento, bajo condiciones laborales que, respetando escrupulosamente la ley general, no contengan privilegios de ningún tipo respecto del resto de los trabajadores.


Esta estructura burocrática en la partida Planta de Personal -como lo sostuvieron los licenciados Hermida y Acosta-, demandó el 49 por ciento del presupuesto en el período 2001, mientras que en el actual período demandará el 50 por ciento, siempre y cuando se ejecute el presupuesto completo, cosa que en los últimos años no ocurrió.


Quiere decir que, a pesar de los dichos del Gobernador acerca de que la Provincia estaba achicando los gastos en sueldos y planta de personal, resulta evidente que ello no es así. Estamos convencidos de que es en esta partida sobre la que hay que trabajar, dado el alto porcentaje que ella representa sobre el gasto total.


En tercer lugar, sinceramente esperamos que este presupuesto para el período 2002 -que es la estimación de gastos y recursos para un período de alta incertidumbre respecto a variables como inflación, crecimiento, recaudación y apoyo externo a las políticas del Gobierno nacional- tienda en su ejecución a achicar los gastos de ese cuerpo, que ha crecido sin control y, como ya dije, está fagocitando la cabeza y no tengo ninguna duda de que terminará devorando a la sociedad cordobesa.


En cuarto lugar, estamos convencidos de que la baja de los impuestos y el achicamiento del Poder Legislativo, como también la baja de sueldos en el Poder Ejecutivo y la rebaja del presupuesto del Poder Judicial son un buen comienzo, pero eso sólo no alcanza, pues representa solamente un mensaje al Estado provincial. Seríamos ingenuos si creyéramos que con esto solucionamos los problemas de los cordobeses.


Quiero recordar, además, que mientras el presupuesto provincial creció un 190 por ciento entre 1983 al 2001, el producto bruto, que es de donde se sacan los recursos, creció sólo el 67 por ciento. 

Señor presidente, señores legisladores, ningún modelo en la Provincia puede funcionar con semejante distorsión entre los gastos y la capacidad de la fuente de donde se obtienen los recursos.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Corresponde usar de la palabra a los representantes de la Sociedad Rural de Río Cuarto, doctor Delfo Maldonado y doctor Pablo Dalvit.

Dr. Maldonado.- En primer lugar, muchas gracias por habernos invitado, normalmente el interior es olvidado. Sentimos un gran beneplácito por estar en esta audiencia pública.


Nos ha ocurrido lo mismo que a la Bolsa de Comercio: no hemos tenido a tiempo los instrumentos de la Ley de Presupuesto, Ley Impositiva y Código Tributario; además, no somos técnicos, por lo tanto, nos resultaría muy difícil llegar siquiera a acercarnos a quienes me han precedido en el uso de la palabra.


De todos modos, voy a hacer exclusivamente un planteo desde nuestro sector, el agropecuario. En primer lugar, en la Ley de Presupuesto del año pasado, dentro del Impuesto Inmobiliario, se gravaron las mejoras. Sé que hubieron algunas reuniones con legisladores y funcionarios del Poder Ejecutivo para intentar evitar esta situación. Queremos que en la próxima ley presupuestaria, el impuesto inmobiliario contemple expresamente las mejoras que los productores han introducido en sus campos. De otro modo, vamos a desalentar la inversión en el campo, -como en alambres, en silos- y en mejoras a la propiedad rural.


En segundo término, tenemos el Impuesto Inmobiliario Adicional, personal y progresivo. Este impuesto es casi perverso: mientras más compra el productor resulta más severamente gravado. El productor entonces compra en otras provincias o busca argucias que despersonalizan la propiedad de cada uno, es decir, se crean sociedades paralelas o se pone el campo a nombre de otro. Nosotros le llamamos “Impuesto Inmobiliario Adicional”; no sé cómo lo llamarán técnicamente los contadores.


Además, es necesario disminuir el costo de la energía en el campo. No queremos ser considerados ciudadanos de segunda, queremos tener los mismos costos que tienen quienes viven en la ciudad para evitar el éxodo del campo. El campo, señor presidente, se está despoblando, se está quedando sin gente. Algunos de los motivos son, primero, porque no tenemos caminos; segundo, porque la energía es cara; tercero, porque no existen dispensarios cerca. Todas estas dificultades pueden resolverse facilitándole a la gente permanecer en el campo.


Otro aspecto que interesa a la entidad que represento –lo mencioné recién- es el de los consorcios camineros. La Provincia cuenta con un batallón de productores, más de 2700, que trabajan gratuitamente en beneficio de la comunidad rural, ocupándose en forma personal por la manutención de los caminos. Si en esta Ley de Presupuesto no se prevé que se le devuelva a los consorcios camineros los 25 millones de pesos que el Gobierno de la Provincia le adeuda, nos vamos a quedar sin la maquinaria necesaria para mantenerlo y nos será imposible sacar la producción.


Me parece que el concepto es que el gasto en la manutención de los caminos no es tal sino que es una inversión. Cumplir mínimamente con la porción prevista de rentas generales para el mantenimiento de los caminos -no sólo la tasa vial- no alcanza.

También, señor presidente, queremos que si existe alguna moratoria para la regularización de las cargas impositivas que pueda adeudar el sector y de todos los sectores, que esa moratoria tenga un sentido amplio. Regularizar el pago de impuestos atrasados imponiendo que previamente se pague un porcentaje de lo adeudado o se tengan otros tributos al día, hace que se contribuya al fracaso del sistema.

No conocemos si está prevista alguna disposición relativa a moratoria impositiva, pero si la hubiera deseamos que ésta realmente sea amplia y abarcativa de todo el conjunto de la comunidad y que no se pongan cortapisas para que el productor no pueda llegar a cumplirlo. Normalmente se dice que tiene que pagar el diez, quince o veinte por ciento y luego le dan en cuotas. Esto no alcanza. O le dicen que tiene que tener al día otro impuesto para acceder al otro.

Finalmente, no puedo dejar de hacer referencia a la situación por la que está pasando nuestro sector, que hoy ha sufrido -como bien lo ha dicho el representante de la Bolsa de Comercio- un verdadero ataque del Gobierno Nacional. Primero, con la promesa de no imposición de retenciones al sector agropecuario, promesa rápidamente incumplida, aplicándonos un diez por ciento que ahora finalmente se ha elevado a un veinte por ciento. Hay muchos que están propugnando engrosar las arcas del Estado nacional con un IVA diferencial, haciéndole creer a la gente que con esto el sector agropecuario se beneficia. Esto no es así, porque el productor agropecuario va a comprar sus insumos con un veintiuno por ciento y le van a pagar por su producción el 10,5 por ciento. Esto ocurre en la ganaderia desde hace más de tres años, ahora lo quieren también extender al sector de los granos.

Se pesificó la economía para las multinacionales, pero a los productores agropecuarios nos hicieron una excepción, a las multinacionales les tenemos que pagar en dólares, esta es la Resolución 10 del 2002 del Gobierno Nacional, es decir una verdadera inequidad que se contrapone con el gesto que ha tenido el Poder Ejecutivo de nuestra provincia, recientemente en mi ciudad de Río Cuarto donde ha hecho, ha dispuesto y ha dictado un decreto disponiendo la eximición total del impuesto que grava a las guías de venta de hacienda, aspecto que era un largo pedido de nuestro sector.

También queremos agradecer al Gobierno de la Provincia su decidida oposición a las retenciones del sector agropecuario y no crea, señor presidente, que los productores del agro no somos solidarios o no sabemos que hay muchos sectores de la comunidad que están por debajo del nivel alimentario y que están por debajo de la mínima asistencia en su salud. Esto lo reconocemos perfectamente, pero estamos cansados que se distraigan los recursos que aportamos para engrosar el "agujero negro" que significan los gastos del Estado.

Finalmente, señor presidente, nuestra Sociedad Rural tiene el próximo doce una asamblea adonde van a concurrir todas las entidades que representan el sector: Sociedad Rural Argentina, C.R.A., CONINAGRO y Federación Agraria, donde seguramente se formulará algún nivel de protesta que aparece como innecesaria porque el gobierno hace oídos sordos a estas cuestiones. Me da la sensación de que estamos en una democracia muy formal, donde aparece muy legítima la elección de nuestros representantes, donde tenemos el derecho de ser escuchados, felizmente, en una Audiencia Pública como ésta, pero donde lamentablemente en la Constitución se respetan estos aspectos, pero no los derechos individuales ni los derechos sociales de los ciudadanos, por eso nos parece bien que la reforma del Estado se haga, pero en serio. Esto significa bajar los gastos en serio.

Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias doctor Delfor Maldonado. Hemos tomado debida nota de todas sus inquietudes y sugerencias.

A continuación tiene el uso de la palabra el Colegio de Ingenieros Civiles, y en representación de él, el ingeniero Beccaría.

Ing. Beccaría.- Buenas tardes.

Nuestro Colegio quiere agradecer la invitación cursada por ustedes para participar de esta Audiencia Pública. Lamentamos, como el resto, no haber dispuesto del tiempo suficiente como para hacer un estudio minucioso de la Ley de Presupuesto y la Ley Tributaria, pero nos atrevimos a traerles tres puntos que consideramos que dentro de la parte que nos toca, que es la parte de la Industria de la Construcción, creemos que son importantes.

Primero que nada, consideramos que el gasto total presupuestado lo consideramos demasiado elevado y desvirtuado. Creemos que la asignación para obras debe ser de mayor cuantía, por cuanto vemos en el estudio del Presupuesto, que de las obras proyectadas para ejecutar entre los años 2001 al 2003, solamente en este año se va a ejecutar alrededor del 20 por ciento, trasladando para el año 2003, el 50 por ciento, lo que es totalmente inviable de realizar; no sabemos con qué recursos lo van a ejecutar en el año 2003.

No está prevista en el Presupuesto partida alguna para contemplar el tema de la inflación. Nosotros calculamos que entre los años 2002/2003, la inversión en obras va a ser prácticamente nula, y la poca obra que hay no va a arrancar hasta que no se le dé una solución al tema de la mejora en cuanto a lo que se refiere a contrato, porque creemos que si ya tenemos una inflación que va a llegar a niveles importantes, eso no está contemplado en ningún lado en el Presupuesto. Entonces, consideramos que eso va a perjudicar la actividad.

El segundo tema que solicitamos, es que se estudie la forma de incentivar la industria de la construcción a través de una reducción impositiva a todo el sector de la construcción, y no solamente a algunos. 

Creo que en el artículo 153 bis, habla de algunas de las actividades de la construcción que están gravadas, y que consideramos que para fomentar la construcción deberían estar exceptuadas la mayor cantidad de agentes relacionados con la construcción.

Por último, creemos conveniente que se asigne, no a aumentar el gasto, sino que se redireccionen recursos, tanto materiales como humanos, a todas las reparticiones públicas, y fundamentalmente a las relacionadas con la industria de la construcción, porque la función del Estado de controlar las distintas actividades relacionadas con la industria de la construcción, creemos que es indelegable y que no debe hacerse a través de concesiones o privatizaciones que pongan en riesgo la seguridad jurídica, sino que dotando a la misma de recursos materiales y humanos para su correcto cumplimiento. Todo esto, consideramos que se puede hacer sin elevar el gasto, sino por el contrario, disminuyéndolo y eficientizando la Administración Pública.

Desde ya estamos muy agradecidos y estamos a disposición de ustedes para lo que sea necesario.

Sr. Presidente (Urquía).- Gracias, ingeniero.

A continuación, tiene el uso de la palabra el licenciado Nadín Argañaráz por el IERAL.

Lic. Argañaráz.- En primer lugar quería agradecer la invitación a la institución que presido para dar una opinión sobre el Presupuesto 2002.

Lo que vamos a hacer es más bien un marco más general para el Presupuesto 2002, porque nuestra institución está acostumbrada a hacer análisis serios y precisos y para eso consideramos que era necesario un poco más de tiempo del que hemos tenido para el análisis de la información.

En noviembre del año 2001, nuestra institución fue la primera y la única que tomó como un escenario probable de la Provincia un déficit fiscal de 400 millones de pesos, y  no nos equivocamos a la luz de la información provisoria que disponemos ahora de la ejecución y, por ende, nuestra forma de trabajo es la misma, con lo cual ni bien tengamos disponible en los próximos días el análisis –no en varios días, sino en dos- preciso y detallado por números, se los vamos a acercar a todos ustedes, si es que les puede ser de utilidad.

En primer lugar quería destacar que el contexto económico en el que se encuentra inserta Argentina hoy, lamentablemente le ha disminuido de manera sustancial la utilidad a un presupuesto. Argentina, en la década pasada gozaba de estabilidad de precios y por ende el poder hacer previsiones de gastos y de ingresos no resultaba una tarea tan complicada como lo es ahora. Imagínense si en tres meses del 2002 tenemos una inflación promedio mayorista-minorista que prácticamente ha superado a la inflación prevista en el presupuesto de la Provincia. Con lo cual, el presupuesto de la Provincia, con una pauta del 15 por ciento en materia de ingresos y de gastos, ha quedado ya en tres meses con una pauta que debe ser corregida. En tres meses la Provincia ha perdido 60 millones en recaudación propia y con el presupuesto 2002 se está estimando para todo el año un aumento de recaudación propia del uno por ciento.

A nivel nacional, como ya se ha mencionado acá, se está yendo hacia una estructura tributaria, cada vez más distorsiva, asentada en impuestos como las retenciones que, obviamente, siempre se ponen con un visión de corto plazo, pero que una vez que se las instala es muy difícil eliminarlas; y esto, obviamente, tiene consecuencias muy negativas sobre el nivel de actividad y por ende sobre las previsiones de ingresos que la provincia pueda tener.

Hoy estamos en una economía del día a día. Las decisiones, lamentablemente, han vuelto a ser sumamente “cortoplacistas” y esto exige sumo cuidado a la hora del manejo de las cuentas públicas.

Dije que no iba a dar números, pero sí pautas. Concretamente, por lo que anticipé antes, hay una sobre estimación de ingresos en el presupuesto 2002. En los ingresos propios, consideramos que hay una pauta superior a la realidad –ya lo dije- de 60 millones en el primer trimestre de caída, que obviamente, marcan una realidad distinta. A nivel nacional, creemos que la presupuestación que se ha hecho es bastante razonable y por ende, me parece sumamente imprescindible que la Provincia tenga un estricto manejo de las cuotas, que está estipulado en el artículo 14 –creo- del Proyecto de Ley de Presupuesto, porque de lo contrario, se podrán generar situaciones no deseadas. Pero para aplicar un buen sistema de cuotas hace falta buena información oficial y también buena registración de la información oficial. Por eso sería muy importante -no sólo para la toma de decisiones de todos los agentes económicos de la Provincia, sino para la toma de decisiones del propio Gobierno-, que se agilice la disponibilidad de información pública y que las ejecuciones trimestrales puedan tenerse, no digo al fin del trimestre, pero sí que pueda haber un flujo de información bastante actualizado que nos permita a todos tomar mejores decisiones.

En materia de gastos, se está previendo concretamente una caída del 11 por ciento del gasto, respecto del año 2001 y esa caída de gastos está concentrada en intereses de deuda, fruto del Pacto firmado con la Nación a fines de febrero, de ese Pacto o de esa disminución de intereses, parte es ahorro genuino que tiene la Provincia, porque de pagar una tasa de interés determinada, va a pagar una del 4 por ciento, con lo cual ahí, hay parte de ahorro genuino, pero parte es una posposición de gastos hacia el futuro, dado que los intereses que no se pagaron en este periodo del año se van a capitalizar y hay que pagarlos más adelante. Pero bueno, por suerte la Provincia ha podido lograr ese pacto y en la medida que no haya complicaciones, le está generando un ahorro de caja, en el año 2002, importante.

La otra disminución significativa, es la de personal, 165 millones de pesos, donde con la sola Ley de Presupuesto sancionada, no se logra esa baja, porque el 70 por ciento de esa baja, está dependiendo de la sanción de otras leyes, como la modificación de la edad jubilatoria y como la modificación de las suplencias a los docentes de la Provincia. Es decir que la intención del presupuesto, que es una baja significativa del gasto en personal tiene, señor presidente, un condicionamiento que es la sanción de otras leyes de la provincia, para que eso posibilite lograr el ahorro del gasto que se ha planteado.

En definitiva, el retorno de la inflación a Argentina complica enormemente la toma de decisiones económicas.

Me planteaba concretamente el caso del gasto en bienes y servicios que la provincia ha presupuestado. Básicamente se le van a dar dos alternativas. La inflación está en la Argentina, la estamos viviendo a diario, y por ende si la provincia quiere mantener constante el gasto nominal de bienes y servicios y éstos suben de precio, va a tener que disminuir la compra de bienes y servicios. Consecuentemente arriesga disminuir la cantidad de servicios prestados a la sociedad.

La otra alternativa, que sería la más deseada desde mi punto de vista, es la de que la provincia aumente la eficiencia y, aunque tenga que comprar menos insumos o bienes, por el efecto inflacionario, logre al menos prestar la misma cantidad de servicios que venía prestando. De lo contrario, obviamente, como nos está repercutiendo la inflación a todos, a través de esta vía quienes necesitan obtener servicios del Estado pueden verse complicados, fruto de este fenómeno tan negativo para la población.

Concretamente, a la provincia se le presenta un enorme desafío que es el monitoreo estricto de la situación fiscal. Creo que hay que hacer un gran esfuerzo en obtener la información, prácticamente on line. Córdoba prometió tener la información on line. Creo que hay que hacer un esfuerzo en eso, porque hoy más que nunca es esencial manejar el gasto público en función de la recaudación efectiva que se tenga.

Como dije antes, este presupuesto, fruto de la recesión nacional y de la inflación, está teniendo una pauta de ingresos que –a mi entender- está sobrestimada. En dos o tres días vamos a dar distintas alternativas de cuánta plata significaría esa sobrestimación y, por ende, es vital que se haga un manejo estricto del gasto.

La economía privada hoy es día a día y creo que la economía pública no puede darse el lujo de una economía de toma de decisiones diarias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchísimas gracias, licenciado Argañaráz, por su exposición y sus recomendaciones.

Tiene la palabra, por la Coordinadora de Desempleados de la Ciudad de Córdoba, el señor Jorge Julio Olmos.

Sr. Olmos.- Quisiera saludarlos a todos y decirles buenas noches.

Represento a la Mesa de Desempleados de la Ciudad de Córdoba, que agrupa una cantidad bastante numerosa de desempleados de las diferentes seccionales de la ciudad.

El haber observado en el Boletín Oficial la convocatoria a esta Audiencia Pública, nos movió a comunicarnos por teléfono, para ver si podíamos participar y hacer llegar nuestra modesta opinión en lo que respecta a todo lo que dice el presupuesto sobre las ayudas sociales.

Le tengo que ser franco, llevo muchos años de desocupado, pero después de haber escuchado a mis interlocutores hablando de ajustes, más y más ajustes, quiero que tengan en cuenta que nosotros estamos un metro bajo tierra. Insisto, si siguen haciendo más ajustes vamos a tener como resultado una mesa ya no de 100 mil sino de un millón de carenciados. 

Observamos con mucha preocupación la reducción de gastos para el año 2002 y tal como se manifiesta desde el Estado somos conscientes de que hay una baja en el ingreso, la cual es consecuencia de que la gran mayoría del pueblo no “labura” y no puede hacer los aportes. Quiero que lo sepan, no pagamos porque no tenemos. Queremos que sean conscientes de que nosotros somos sumergidos, y si estoy en la superficie es porque me ayudó a levantarme un grupo de compañeros, para que pudiera venir hasta aquí a conversar con ustedes. 


No obstante, observamos que el presupuesto de políticas sociales ha sufrido un incremento del 3 por ciento en relación al del año pasado. También somos conscientes de que hay políticas laborales en lo social que nos ayudan bastante en la contención pero no en la solución. Apoyamos la política de concreciones laborales como los programas Primer Paso, Nuevo Empleo, Volver al Trabajo y ahora el Programa Jefas y Jefes de Familia del cual nosotros integramos el Consejo Consultivo Municipal y Provincial.


En relación al presupuesto del año pasado observamos que para este año se destinan 105 millones de pesos, aunque creo que van a ser incrementados a raíz de que el programa Jefes y Jefas de Hogar, que cuenta con 60 mil puestos de trabajo más. Ahí podemos redondear alrededor de 190 millones de pesos.


La política alimentaria, es verdad, llega a los sectores bajos, y soy consciente de esto. Nosotros valoramos el esfuerzo que se hace porque no somos gente que no razonemos, pero decimos que si aquí no se abren nuevas fuentes de trabajo genuinas no va a haber soluciones. 

En esto quiero hacer una llamado de atención a ustedes que componen el Parlamento cordobés. Créanme que están sentados arriba de un polvorín y al encendedor lo tenemos nosotros. ¿Y por qué digo esto? Porque les guste o no a muchos dirigentes políticos en estos momentos la paz social, si es que así se puede llamar, está en manos de las organizaciones sociales que ahora son muchas, tanto en la ciudad como en la Provincia de Córdoba.


Por eso, humildemente decimos que así como hemos aportado con ideas para la tarifa de interés social de la luz, que es una contribución muy importante hacia nosotros, también son importantes y merecen ser valoradas, las ideas sobre los programas de nuevos barrios o mejoramiento de barrios. Quizás muchos no lo sepan pero llegan abajo, a la gente, a los que no tenemos nada.


Es una vía de solución pero no es una solución completa. Yo fui educado bajo la cultura del trabajo. Quiero trabajar, no quiero dádivas. Sí acepto las soluciones, acepto las mínimas cosas que se nos están dando y valoramos el esfuerzo del Gobierno provincial, somos agradecidos, pero tengan conciencia de esto: todo lo que se está haciendo no es suficiente.


Escuchaba al señor representante de la Sociedad Rural de Río Cuarto cuando decía que quieren igualdad de tarifa de luz con la nuestra. Les propondría a ellos que se vengan a vivir a mi rancho y yo me voy al de ellos. Entonces, vamos a ver. Tal vez no tengamos los mismos compromisos, pero con esto quiero decir ¡qué lindo debe ser levantarse a la mañana temprano pensando en el mate cocido y tenerlo! 

Me pregunto por qué cuando hay gurises que lloran y piden de comer, nosotros nos lo tenemos que aguantar. ¿Por qué? Si nosotros no fuimos responsables del desastre que hubo en este país, lo ligamos de rebote. No vengo a darle un reto a nadie, vengo a decirles que la realidad social de Córdoba es dura. 

Esto será un paliativo, lo vamos a agarrar, a plantear y también vamos a colaborar para que esto se haga efectivo.


Valoramos la actitud de muchos de ustedes pero hay que ajustarse un poco más el cinturón. No nos pidan más a nosotros, no damos más. Les digo que estamos sentados en un polvorín porque conozco sobre esto. Todos los días tenemos cortes de rutas en diferentes lugares de la seccional, cuando no es por los medicamentos es por la leche. Todos los días es así.


Con esto decimos que valoramos este presupuesto, primero, porque son 105 millones de pesos, que significan un 3 por ciento más que el año anterior y, segundo, porque vamos a recibir 60 mil puestos de trabajo más, que no son subsidios, lo dejamos aclarado. Nosotros, como Consejo Consultivo en Córdoba, no en el resto del país, establecimos que los 150 pesos tienen que ser a cambio de una prestación laboral. Así hemos sido educados, por eso queremos trabajar tres horas cobrando los 150 pesos, para demostrar que tenemos voluntad de laburo pero no hay trabajo.


Manifestamos que paralelo a la tarifa social de la luz, también hemos hecho un aporte para que se revea el Impuesto Inmobiliario y tenemos proyectos presentados para la tarifa social del agua. Este es un párrafo para los muchachos de Aguas Cordobesas que son bien verdugos, nos cortan el agua sin avisar a nadie y nos dejan un balde para recogerla, podemos demostrar esto cuando el panel quiera. 

Por otra parte, somos conscientes y valoramos que se hayan hecho 125 escuelas y que se vayan a hacer 110 más. Esto nos facilita muchas cosas, nuestros hijos no tienen que tomar el colectivo para ir a la escuela porque en casi todos los barrios las tenemos, pero no se olviden –y esto para terminar, señor presidente, discúlpeme, no he querido ofenderlo a usted ni a nadie, simplemente estoy hablando de la realidad que vivimos en la ciudad de Córdoba-, hay una realidad: queremos trabajo genuino.


Vamos a seguir colaborando como lo hemos hecho cuando nos lo han pedido, porque hay muchas zonas rojas en la ciudad donde nadie se atreve a entrar. Nosotros entramos y hablamos con los compañeros, les explicamos la situación y les enseñamos lo que es la justicia social, que muchos no conocen y no la han vivido jamás.

Sr. Moderador.- Disculpe, señor expositor, le quedan dos minutos de su exposición.

Sr. Olmos.- Sí señor.

Sr. Urquía.- Perdón que lo interrumpa. Tómese el tiempo que necesite para explicitar lo que quiere decir.

Sr. Olmos.- Discúlpeme, soy un poco fogoso para expresarme.


Simplemente, quiero hablar de la justicia social. Algunos se rasgan las vestiduras hablando de la justicia social pero no la han vivido, sólo leyeron o escucharon sobre ella pero nosotros, en cambio, la hemos vivido. Somos los que peleamos diariamente en el comedor del barrio para que a los chicos no les falten los fideos ni el arroz; estamos todos los días al pie del cañón golpeando las puertas de los supermercados para que nos den verduras. Por eso valoramos esto, porque sabemos que algún sector, o todos, o ustedes mismos en algún momento, han recapacitado y han dicho que hay que aumentar el presupuesto, dentro del ajuste que se ha hecho.


Sobre este ajuste decimos que, por favor, no nos ajusten más porque no queremos más desocupados a la par nuestra. Queremos una Argentina donde todo el mundo trabaje, tenga derecho a comer y a mandar al colegio a sus hijos. Hoy me animo a expresar que en la Universidad Nacional de Córdoba no hay ni un hijo de laburante, si no, que venga alguien y me diga lo contrario. Los hijos de los obreros no van a la universidad, e inclusive, nuestros hijos ni a las escuelas de los barrios concurren porque en muchos casos no tienen zapatillas para ir.


Valoramos este presupuesto y decimos que vamos a apoyarlo y a tratar de que para el año que viene se incremente más, buscando los medios necesarios para aumentarlo, pero, sobre todas las cosas, queremos que haya trabajo genuino.


Les agradezco la deferencia que han tenido conmigo por haberme escuchado y les dejamos este humilde aporte, simplemente para que lo tengan en cuenta, pero, por sobre todas las cosas, queremos que haya trabajo genuino.


Les agradezco la deferencia que han tenido conmigo, por haberme escuchado, y les dejamos esta puerta abierta, simplemente, para que nos tengan en cuenta.


Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Jorge Olmos, por su exposición. 


Por haber sido el señor Jorge Olmos el último expositor de este bloque, reiteramos nuestro agradecimiento a todas las personas que se han hecho presentes en este tercer bloque por haber traído sus inquietudes, y cualquier cosa que surja en el futuro, por favor, hágannos saber. Nosotros sesionamos una vez por semana en la comisión y las sugerencias van a ser bienvenidas, y vamos a hacer todo lo posible para tratar de concretarlas.


Muchas gracias, y pasemos a un muy breve descanso antes de entrar al cuarto bloque.

-Es la hora 19.31.

------------------------

CUARTO MODULO

-Es la hora 19.55.

Sr. Presidente (Urquía).- Quiero agradecerles a los participantes de este cuarto y último bloque de esta audiencia pública el que nos estén acompañando.


Tiene la palabra el señor Daniel Monetti, presidente del Instituto para el Financiamiento de Cooperativas de Trabajo.

Sr. Monetti.- Buenas tardes.


En nombre del Instituto para el Financiamiento de Cooperativas de Trabajo de la Provincia de Córdoba  y de la Comisión de Promoción de Cooperativas de Trabajo de la Provincia quiero agradecer la invitación a participar en esta audiencia pública.


En esta ocasión vamos a plantear dos situaciones que las venimos haciendo públicas desde 1997, las que voy a pasar a detallar a continuación: “Propuesta de la Cooperativa de Trabajo para la Modificación del Código Tributario: las cooperativas de trabajo se han originado en el sector económicamente más castigado de la sociedad, siendo continuadoras, en muchos casos, de empresas comerciales quebradas cuyos trabajadores se unieron con el objeto de conservar la fuente laboral.


Nuestras entidades sufren la presión impositiva provincial por la inclusión dentro de los impuestos sobre los ingresos brutos de las actividades alcanzadas objetivamente desde 1997, cuando se eliminó el inciso 8 del artículo 166 del Código Tributario, que eximía subjetivamente a las cooperativas de trabajo.


La modificación en la práctica no tuvo ningún beneficio fiscal porque las cooperativas de trabajo no han podido pagar el gravamen y sí las perjudicó mucho al colocarlas en una situación irregular ante el fisco provincial, con los inconvenientes que ello acarrea.


Con respecto a las cooperativas de enseñanza en la Provincia de Córdoba, existen unas 30 entidades, la mayoría con aportes oficiales del ciento por ciento y están alcanzadas por el impuesto inmobiliario, del cual se exime a los inmuebles de entidades pertenecientes a fundaciones, colegios profesionales, asociaciones civiles y religiosas, lo que constituye una inequidad manifiesta.”


Quienes participamos del cooperativismo, creemos que es una verdadera herramienta para uno de los mayores flagelos que hoy atraviesa la humanidad, que es la desocupación. Pero esa herramienta es válida en tanto y en cuanto pensemos que puede ir más allá de dar trabajo a las personas. Creemos que si funcionan de manera estatutaria y legal son un ámbito de contención. 


Para lograr esto es necesarios que las cooperativas se encuentren en situación regular, tienen que sesionar y estar dentro del ámbito de la ley a los fines de que se pueda ver una luz al final del camino para poder acceder a créditos o subsidios que le pueda otorgar el Estado, pero para ello, reitero, deben estar en regla ante el instituto que las registra.


Como un ejemplo, puedo mencionar que la Cooperativa de Cartoneros de Villa Urquiza, “Los Carreros, Limitada”, es gravada con el Impuesto a los Ingresos Brutos, mientras que la empresa que construyó el Hotel Sheraton fue eximida; y mientras la Cooperativa de Personal “Brigadier General San Martín” de barrio 9 de Julio, Argüello, paga aproximadamente 7000 mil pesos por año por Impuesto Inmobiliario, el Colegio Alemán está eximido.


A veces nosotros pensamos que más difícil que tener que soportar condiciones económicas adversas, lo que más molesta y duele son las desigualdades que a veces tienen los sistemas.

Con lo expresado, creo haber dejado planteados dos graves inconvenientes que tenemos las cooperativas de trabajo. Deseo agradecerles mucho su atención, y decirles que estamos a disposición para lo que ustedes puedan necesitar.

Sr. Presidente (Urquía).- Le agradecemos mucho, señor Bonetto, todas sus sugerencias. Personalmente, estoy convencido de que las cooperativas de trabajo son una alternativa muy válida para trata de atenuar la problemática laboral por la que atraviesan tanto la Provincia como el país. Creo que hay ejemplos muy válidos y útiles. 

Los agradecidos por haber participado somos nosotros, todos los legisladores sin excepción, y cualquier inquietud que tenga, ruego nos lo haga saber.


Asimismo, le solicito que nos deje el escrito que le sirvió de guía, puesto que nos será de gran utilidad.


Muchas gracias.

Sr. Secretario.- A continuación, va a hacer uso de la palabra, en representación de la Cooperativa de Vivienda, Consumo, Créditos, Servicios Médicos y Asistenciales, “El Progreso”, de Cruz del Eje, el señor Osvaldo Arévalos.

Sr. Presidente (Urquía).- Ante todo, quiero pedirle disculpas, señor Arévalos, porque está aquí desde la mañana. Esta es la primera audiencia pública, y seguramente hemos cometido muchos errores en su organización. Usted ha tenido la paciencia de escucharnos todo el día.


Muchas gracias por estar aquí presente.

Sr. Arévalos.- Señor presidente: el agradecimiento no es sólo nuestro sino también de todo el Departamento Cruz del Eje, por invitarnos a participar en esta audiencia pública tan importante. Siempre participamos a nivel nacional y provincial, pero muchas cosas que nos pasan se deben a que no se participa. Se piden los bolsones, las cajas, las dádivas, mas nunca se presentan propuestas o proyectos de ley. Por eso estamos muy agradecidos.


Nosotros queremos que se contemple la posibilidad de modificar el artículo 139 inciso 2) del Código Tributario, Ley 6006, texto ordenado 1988 y sus modificatorias. Tal petición obedece a que dicha ley favorece a gremios y mutuales únicamente para la exención impositiva del impuesto inmobiliario provincial.


Por lo antes mencionado, la Cooperativa de Vivienda solicita ser incorporada a esta ley, así como todas las cooperativas que posean terrenos para la edificación de viviendas sociales.


Señor presidente: este pedido se efectúa debido a la grave y caótica situación económica de carácter terminal, de nuestra Cooperativa y del Departamento Cruz del Eje, y también a la falta de construcción de viviendas. Muchos municipios están marginados; desgraciadamente, no tenemos cupos del Banco Hipotecario. Además, construimos 200 viviendas con la operatoria “Reactivación Variante 2”. Dado que por esta misma situación atraviesan la mayoría de las cooperativas, no se puede pagar el impuesto ni su mantenimiento.


Hace 15 años que tenemos socios, y en cinco años hemos presentado cinco proyectos a la Dirección de Vivienda, que tienen su respectivo número de expediente, incluso también en el orden nacional y a nivel de empresas privadas; pero desgraciadamente, debido a la inestabilidad del país, con la existencia permanente de problemas económicos y financieros, nos encontramos en esta situación.


En Cruz del Eje tuvimos cinco cooperativas de vivienda, pero la única que queda es la nuestra, donde tenemos tres balances vencidos, que salen 1500 pesos. La Dirección de Cooperativas y Mutualidades no contempla la posibilidad de certificar los balances porque no cuenta con fondos; y menos el CENAR a nivel nacional.


Señor presidente, vemos con estupor que muchas empresas que se han privatizado –no voy a enumerarlas por una cuestión de tiempo-, cuentan con rebajas de impuestos, subsidios y otras eximiciones; mientras que nosotros, que ejercemos una contención social en Cruz del Eje -porque la mano de obra para las viviendas que hemos construido, los áridos, etcétera, son de allí, y además, compramos a los pequeños y medianos comerciantes de nuestra zona, quienes en este momento se encuentran en una situación económica terminal- no cuentan con este beneficio.


Muchísimas gracias, señor presidente, por su atención.

Sr. Presidente (Urquía).- Los agradecidos somos nosotros señor Arévalo. Le voy a pedir respetuosamente si usted tiene agendado lo que ha venido a exponer, pues nos sería de suma utilidad para tenerlo en nuestro poder. Paralelamente, queremos decirle no solamente a usted sino a toda la gente que nos acompaña, que cualquier otra inquietud adicional que surja a posteriori de esta reunión será bienvenida en las Comisiones de Legislación General y de Economía, y haremos lo que nosotros podamos, ya que hay muchas cosas que nosotros podremos tomar y otras que no, pero sí les aseguro que nos estamos enriqueciendo muchísimo con todo lo que estamos escuchando.

Muchas gracias, nuevamente, señor Arévalo.

Tiene la palabra el doctor Víctor Sáenz, docente titular de la Cátedra de Derecho Penal de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Córdoba.

Sr. Sáenz.- Señor presidente, estoy agradecido por la participación que se me otorga.

He escuchado algunas participaciones anteriores que plantean temas muy específicos. Voy a plantear el tema global porque voy a discutir la metodología y las concepciones con las que se ha elaborado este presupuesto. Esta Audiencia, de alguna manera, en veinticuatro horas se transforma en una especie de carrousel de opiniones sin término, de las más variadas y es imposible discutir una por una porque no obtienen respuesta por las objeciones mismas que ellas formulan. Esto es de alguna manera una ejemplificación que estoy tratando de hacer. El presupuesto ha sido elaborado con premura. En los fundamentos del presupuesto se dan las razones de inestabilidad económica y política vigente en el país y que eso hace poco previsibles los cálculos que se pueden formular.

Pero, evidentemente, se presenta y premiosamente se aprueba en una sesión, premiosamente en un día se consulta, después de aprobado el presupuesto, a los distintos sectores de opinión. Entiendo que la metodología es profundamente errónea. Soy de la idea de que un presupuesto democrático debe ser hecho con la participación activa de todos los sectores. El país está en un colapso económico y financiero, producto de que todos los presupuestos se elaboran en círculos cerrados, se aprueban a mano alzada, cediendo a la presión de los organismos internacionales y a los grandes grupos concentradores del poder en la Argentina.

Es necesario cambiar, porque nos ha llevado al colapso esta situación ininterrumpida de más de veinticinco años de políticas liberales a ultranza que han desconocido los derechos populares. Es necesario cambiar la metodología de las instituciones políticas, y si algo hay que cambiar en la apreciación de la formulación de la política, es la metodología para la aprobación del presupuesto, que es, precisamente, donde se discuten los recursos, o sea, quien pone el dinero, y el gasto, lo que significa a quien van dirigidos esos dineros.

No podemos ignorar que especialmente en estos diez últimos años, el país ha saltado de una deuda de ocho mil millones de dólares a otra de ciento treinta y dos mil millones de dólares, que gracias al megacanje ya debe bordear los doscientos mil millones de dólares y que, paralelamente, esas políticas han generado quince millones de hombres y mujeres bajo el nivel de pobreza, cinco millones de desocupados y tres millones sometidos a una miseria atroz en un país que se jacta o quiere ser exportador de trigo, cereales y carne.

Estas son las consecuencias de más de cincuenta años de políticas destructivas de la concepción del Estado, porque David Friedman, hijo de Milton Friedman, ya lo dijo: "El Estado tiene dos funciones esenciales, las que les hemos quitado y las que aún nos queda por quitarle”, porque ésa es la concepción de los intereses multinacionales que presiden la globalización, a la que gustosa y satisfechamente, después de una década de oprobio, infamia, secuestros y represiones fue sometido el país, una dirigencia caduca, irreflexiva y mediocre se sumó gustosa. Las cosas no ocurren por casualidad, son producto de la causalidad. Y es producto de la detección política de la defensa de los intereses nacionales. 

Vistos los resultados, ¿a qué apela el Gobierno Nacional? Se limita a formular o a consagrar la ruptura de hecho a que nos llevó la famosa “convertibilidad” y del viaje inuscitado al primer mundo, en pocos años, a esta miseria atroz que acabamos de describir. 

Pero esto no ha sido perjudicial para todos, según se tomen los cálculos indicadores del crecimiento de la riqueza y la pobreza en la Argentina. Creemos que el sector más pudiente ha acrecentado en 28, 30 ó 32 veces, según sean los estudios que se tomen, el nivel de acumulación de la riqueza. Y proporcionalmente, el sector más bajo se ha visto perjudicado en la misma medida.

La pesificación, que era necesaria para recuperar un principio de soberanía esencial, porque un país que no gobierna su moneda sólo puede ser un país vasallo, o una escarapela o una estrella más en una bandera ajena, ha sido conducida por los mismos que auspiciaron la política de la convertibilidad, y son llevados por los que no creen en ella, resultado de esto que debiera ser un principio de retomar las funciones del Estado en un principio de soberanía nacional y de una política en defensa del interés nacional, continuamos la misma ronda, donde la hiperinflación a la que nos llevan los grupos exportadores monopólicos, no más de 6 ó 7 grandes grupos internacionales y algunos pocos nacionales, concentran toda la actividad de la exportación, más los Bancos que se llevaron el dinero de los depositantes y ahorristas argentinos, que ahora lo utilizan también en la especulación del dólar, lo llevan al valor de 1,40 que estaba fijado, a casi 4 pesos, y en la desesperación, el Gobierno apela a medidas restrictivas de la oferta monetaria, tratando de bajar el precio del dólar y en parte lo ha conseguido. ¿A qué precio? Al de duplicar la tasa en la que fue pesificado inicialmente en esa “pesificación asimétrica” que ha hecho el Gobierno, perjudicando así a aquellos que fueron depositantes honestos y no tránfugas fugadores de capitales que acaba de reconocer el Banco Central de la Argentina que en el exterior hay 106 mil millones de dólares de capitales argentinos. 

En estas condiciones, el Gobierno Nacional acude como única tabla de salvación, al “salvavidas de plomo”, que es el Fondo Monetario Internacional, cuyas recetas por aplicarlas entusiastamente en el país nos ha traído esta condición.

Tenía otras consideraciones, pero para no fatigar debido a que ya deben estar cansados de escuchar opiniones, me voy a remitir concretamente a la elaboración del presupuesto.

Este presupuesto ha sido elaborado por alguien –supongo que el Ministro de Finanzas- que forma parte del equipo que integró Cavallo al comienzo de su gestión, o sea que como el Ministro de Economía del orden nacional, forma parte de las mismas ideas que nos trajeron a estos resultados, y por lo tanto, se ajusta a esos mismos parámetros.

¿Qué quiero decir con esto? Que no voy a hacer el desarrollo que tenía pensado, pero voy a dar un ejemplo para demostrar que este es un presupuesto que está sometido a las pautas liberales conservatistas de inmovilismo y de impavidez ante la crisis, que tiene la gran parte de los dirigentes políticos del sistema actual.

¿Qué se hace ante una cosa tan evidente a la que ha llevado a la crisis actual, en materia de política sanitaria, específicamente en materia de medicamentos?

¿Hay alguna postulación de controlar la desaforada avidez de los monopolios internacionales? No.

Se hacen precios administrados, vigentes en países centrales como España, que paga 10 veces menos, a veces, de lo que paga Alemania, paga menos Alemania que lo que paga Estados Unidos en medicamentos, y por supuesto, todos ellos pagan mucho menos de los que pagamos nosotros –país pobre- ¿se hace algo? ¿Se interesa el Estado Nacional en el Estado Provincial? Recién después de muchos debates se está sacando una ley que prescribe el medicamento genérico. Deberíamos saber los argentinos que hay 45 hospitales en el orden nacional, y aquí uno, y muy prestigioso, el de Clínicas, y debe haber otros. Los militares también, que fabrican productos genéricos.

Se han preguntado los señores legisladores, en cuanto se podría abaratar el presupuesto de Salud, reduciendo a la tercera o a la quinta parte el precio de los medicamentos fabricando el Estado eficientemente, como lo puede hacer, y a muy bajo costo, porque cualquiera puede ir al hospital de Clínicas y adquirirlo, cualquier paciente pobre lo puede hacer.

Se han preguntado, cómo triplicarían los gastos de medicamentos. Algunos de los legisladores han dispuesto algo sobre esto?.

Esta es una ejemplificación de lo que quiero decir. No voy a tener el tiempo que sería menester para analizar todos los rubros. Simplemente, voy a decir que el éxito a que apuesta este presupuesto es a dos variables para reducir el déficit, que subsiste en más de 160 millones de pesos. Uno es de 220 y pico de millones, que no lo puede pagar, porque es la deuda;  y el otro, haciéndole pagar el costo, de nuevo, a los estatales, reduciendo el personal en 8000 y sobrecargando el déficit de la Caja de Jubilaciones para que eventualmente sobre el deterioro irrefragable de la Caja de Jubilaciones, algún día la tengamos que privatizar, con las consecuencias que estamos viendo al sistema privado de jubilaciones, que aparte de haberles capitalizado el país, en más de 8.000 o 10.000 millones de dólares, han llevado a desfinanciar el propio sistema privado y a perjudicar a los aportantes.

Nuestra Caja, por esa vía, va a esa situación. ¿Y en qué se confía? En que el Gobierno nacional va a hacer un acuerdo por el cual va a subsidiar el déficit de la Caja. Se quejan de que no nos pagan la participación y el Gobierno nacional, no paga la coparticipación, que es obligatoria, porque son recursos provinciales y va a aportar alguna vez al déficit, cuando están combatiendo el déficit, están pidiendo más cesantías y más devaluaciones de salarios, y ¿qué implica la devaluación de salarios? Menos poder de consumo. ¿qué implica menos poder de consumo? Más recesión. ¿qué implica esto? Caída de la recaudación. Es el perro que se muerde la cola.

Esto es tan evidente, tan obvio, que las famosas medallas de oro de Harvard: ¿no lo pueden entender o no lo quieren entender?. O como dice bien un economista cordobés, “son meros lobistas al servicio de intereses antinacionales, y no economistas al servicio de los intereses nacionales”.

Y como si esto fuera poco, -simplemente he dado perlas de lo que quería decir- veamos lo que se piensa hacer con la deuda. La deuda gigantesca de la que padece la Nación y de la que forma parte la Provincia, es parte del sistema financiero usurero y ha regido durante estos últimos diez años, pero  tiene más de 25 años de gobierno omnímodo. ¿Qué se hace frente a eso? Se piden tres años de plazo, 16 de financiamiento y se ofrecen ya espontáneamente, sin entrar a negociar, sin pedir nada, cuatro puntos de interés, dos más de la tasa vigente en dólares en Estados Unidos, más el famoso CER. Este nuevo código de actualización monetaria, con lo cual se la somete a la Provincia a un régimen económico que tiende a la depresión acentuada, cuando estamos al borde de la inflación al no poder juntar los recursos y que se multipliquen por el crecimiento del índice en forma exorbitante del nivel de precio de la deuda, que si ya es impagable, con esto sería ultra impagable; apenas se podría poner en práctica el sistema que aquí se formula.

Este presupuesto tiene vinculaciones con la Ley de Ministerios. Tenía pensado hacer algunas acotaciones más, pero lo cierro así. Y si hay una prueba de que es un presupuesto recesivo, liberal y antipopular; cuando se crea para atender el irrenunciable deber del estado en materia de minoridad en las políticas sociales, se declara el principio de la subsidiariedad del Estado; es decir, poco más, poco menos, que la focalización del problema de la pobreza, que no es nada más que reproducir la pobreza y la profecía autocumplida. Y esa situación se ve todavía más agravada, porque se crea una agencia social, que como todas las otras –salvo alguna contraloría o supervisión contable que tengan por ahí- ninguna rinde cuentas al Parlamento, para que pueda fijar las orientaciones políticas de hacia adónde debe ir el gasto y las prioridades a las que cada uno se debe someter.

Se hace una reserva de la posible liquidación del Banco de la Provincia, un elemento irrenunciable de política económica en el manejo del Estado, para poder promover y ayudar a los pequeños y medianos productores y no tener que someterse a la usura de las finanzas privadas que controlan más del 60 por ciento de la Banca Nacional, y al mismo tiempo se deja sin control parlamentario para orientación de su política a organismos como el Banco de la Provincia, a las agencias y a la EPEC. Y después cuando algún gerente inescrupuloso, en acuerdo con algún gobernador más inescrupuloso -que los ha habido-, haga negociados espurios que lleven a un pasivo insoportable a la empresa, van a decir como siempre, que los trabajadores son la causa del déficit, para poder justificar la privatización. Ya lo hemos vivido a esto. Basta con ver el negociado de la cara de los radicales en los años ‘30, o de la Coordinadora del Transporte, o el negocio de las carnes, o lo que ya ha denunciado Salvador Losada, el juez, con el negociado de Swift, esa escandalosa depredación del patrimonio nacional que empezó con las privatizaciones y termina ahora con la humillación de los gobernantes proclamando de rodillas que nos ayuden cuando son esos capitales los que nos han descapitalizado y nos han llevado a la quiebra.


Ojalá que no nos aporten un solo peso porque tendremos que vivir verdaderamente de lo nuestro, de lo hecho por nosotros y de lo que logremos, sí, por la acumulación del capital nacional, tocando los intereses que deben afectar y afectando los intereses que han sido cómplices de este sistema venal que nos ha traído la ruina; entonces podremos sumergirnos.


Pero si el Gobierno provincial y los señores legisladores no asumen con conciencia los momentos dramáticos a los que nos ha llevado esta política, nuevamente seremos víctimas del fracaso.


Ya varias generaciones se han frustrado. No pongan ustedes una piedra más para que sigamos desbarrancándonos por esta bola de nieve que puso en marcha Cavallo acentuadamente hace veinte y pico de años y terminó sepultado por ella. Hasta su propio defensor está hoy preso.


Gracias y disculpen la vehemencia.

Sr. Urquía.- Muchas gracias, doctor Víctor Saig por su exposición.

Sr. Moderador.- Tiene la palabra el licenciado Nigro por el Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Córdoba.

Sr. Nigro.- Señor presidente: en primer lugar quiero decir que a la exposición la voy a hacer a título personal porque como hemos sido invitados el viernes, el Instituto no pudo reunirse para que discutiésemos a nivel oficial dentro de la Facultad el análisis, por lo tanto lo voy a hacer como profesor del Instituto.


El tiempo que tuve implica que he revisado algunas cuestiones y otras pude haberlas no visto.

Sr. Urquía.- No obstante, en los próximos días, si surge algo de los estudios que ustedes hagan, por favor, acérquenlo porque va a ser bienvenido.

Sr. Nigro.- Gracias, señor presidente.


Dentro del contexto actual donde se elaboró y hoy es tratado el presupuesto nos encontramos, primero, con un escenario económico que es el modelo que el presupuesto toma para definir las distintas estimaciones, y segundo, la posibilidad de un contexto real en un escenario diferente.


Me parece que deberíamos analizar esto en dos partes. En primer lugar, si se cumplen las pautas por las cuales el presupuesto fue definido. En ese contexto surgen algunas dudas sobre si se pudiese lograr ese déficit expuesto en el documento de 160 millones de pesos. Los recursos corrientes, principalmente los que son de jurisdicción provincial o municipal, han sido estimados con una leve disminución en lo global. Hay dos tipos de recursos corrientes tributarios importantes de donde la Provincia recauda prácticamente la mitad de sus fondos. Unos son aquellos impuestos que se relacionan con la ampliación del producto, con la variación del producto bruto, pero más se relacionan quizás con el modo en que se comporta el consumo en la población.


En un escenario inflacionario como el actual, muy recesivo, puede ocurrir que haya que tomar previsiones porque el consumo no se comporta posiblemente como un aumento dentro del contexto presupuestario planificado. La población toma algunas precauciones: en primer lugar, su ingreso real va a bajar; en segundo lugar, la gente tiene temor y toma precauciones para el consumo. Entonces el consumo se retrae en el corto plazo.


Como consecuencia de esto, la pauta de estimación debe ser sin duda definitiva dado el horizonte que se está planteando de un 15 por ciento de inflación y un crecimiento nominal del consumo del 3,7 por ciento. 

Otros impuestos para la política gubernamental están fijos o sea que no van a moverse en su recaudación. 


Por otra parte, en un contexto nuevo como el que tenemos, el de la inflación, existen algunos factores que operan en contra de la posibilidad recaudatoria.


En primer lugar, los ciudadanos requieren una predisposición voluntaria de pago de los impuestos, por más que sean coactivos. Los impuestos son coactivos pero tiene que haber una predisposición voluntaria de parte de la población para facilitar la recaudación. Hoy podría pensarse que no es favorable el escenario actual para que exista ese pago voluntario, sino que puede haber, por el contrario, una reticencia que no está vinculada necesariamente con la Provincia pero sí con el contexto general del país.


En segundo lugar, hay otros factores: la caída de ingresos reales hace que la gente tenga que repartirlos entre las mismas o mayores necesidades.


En esa repartición de ingresos que han caído y las necesidades que son las mismas o mayores, evidentemente también tiene que entrar el pago de impuestos y, a veces, para un gran porcentaje de la población, que es la que consume, la población de ingresos medios o bajos, puede ocurrir que esa disminución de ingresos reales afecte también el pago de impuestos.


Por último, está el efecto tanzi, como le llamamos nosotros, que es el de financiar en forma automática a través de la demora o el endeudamiento de impuestos de la gente. Este financiamiento ocurre cuando la tasa de inflación esperada es alta o cuando se piensa que por la situación que tiene la coyuntura y la economía, el Estado va a terminar dando una moratoria. Entonces, no existiendo fuertes sanciones o motivaciones que puedan hacer que las personas paguen sus impuestos, puede haber una postergación o posposición de su pago.


Estos factores, que actúan en contra de la recaudación, tienen que ser contrarrestados por la administración tributaria, que tiene que hacer esfuerzos especiales en estas circunstancias y estudiar iniciativas nuevas. Pero eso no asegura que la pauta recaudatoria de los ingresos provinciales se pueda cumplir dentro de lo esperado.


En los recursos de capital he visto que hay una recuperación de préstamos prevista de 74 millones de pesos de tipo subnacionales. Sólo quiero observar que la recuperación de un préstamo de pesos de tipo subnacionales no está en manos de la Provincia exclusivamente sino que también tiene que ver con que los pague quien tiene que pagarlos. Consecuentemente, puede pensarse que si no se recuperan, podría aumentar el déficit.


En materia de gastos he puntualizado dos temas principales de la estimación de erogaciones: por un lado la cuestión de la reducción de la jubilación anticipada del personal, que voy a mencionar al final, y, por otro lado, los gastos de funcionamiento para los que se prevé una disminución de 15 millones de pesos en gastos de funcionamiento y de consumo y servicios. En esta situación de recesión y caída del ingreso real, normalmente la acción social, la acción pública es más requerida. Es decir que es probable que haya necesidades mayores de la población en demandas al Estado por acciones sociales de educación y salud, acción social directa, etcétera.


Otro aspecto que es importante ver es que la forma en que paga el Estado en un entorno inflacionario, que ya no teníamos costumbre de tener, influye mucho sobre lo que puede comprar en forma real el Gobierno cuando compra por cuestiones de funcionamiento, es decir, si el Estado paga inmediatamente, si tiene solvencia a la vista, es más fácil que consiga a precios más convenientes, y si no la tiene, es probable que se incremente lo que gasta para comprar los mismos recursos.


Entonces, no es tan simple pensar que estos gastos de funcionamiento que se han previsto que tengan una disminución en realidad alcancen…

Sr. Moderador.- Licenciado Nigro, disculpe la interrupción. Si la presidencia no dispone lo contrario, le quedan dos minutos de exposición.

Sr. Nigro.- Discúlpeme, me falta un poco más de tiempo.

Sr. Urquía.- Licenciado, tome el menor tiempo posible pero que sea el que necesite.

Sr. Nigro- En definitiva, la Provincia planea cumplir muy ajustadamente la restricción o reducción del déficit en un 60 por ciento, que se ha establecido o acordado en el acuerdo Nación-Provincia del mes de febrero.

Sin perjuicio de lo que hemos dicho, además, teniendo en cuenta que en ese acuerdo la deuda de la Provincia y los intereses fueron trasladados hacia delante, hay una previsión inferior a la del año pasado en el rubro Intereses de la Deuda de 225 millones. Eso significa que si tuviésemos esa deuda y no la hubiéramos trasladado y hubiesen incidido los intereses en la misma forma este año también, posiblemente el déficit no sería muy distinto del que hemos visto para el año 2001. Entonces, digamos que se puede prever un panorama difícil. Otra cuestión se presentaría si se produjese un cambio en el escenario o perspectiva en el comportamiento económico del país.

A nivel del tipo de cambio a la fecha, muchas opiniones consideran que no va a ser menos del 50 por ciento la tasa de inflación del año, es decir, la traslación de la inflación a los precios. La meta que se propuso del presupuesto, del 15 por ciento, tal vez no se cumpla. En ese sentido, la pauta del comportamiento del producto puede ser distinta y la pauta recesiva también.


En el caso de una inflación superior, podríamos esperar que algunos recursos que tienen relación con el producto puedan aumentar, pero eso puede depender mucho de cuál sea la situación recesiva. En segundo lugar, quedarán afectadas las necesidades del gasto nominal diverso del Gobierno ante una suba de precios mayor.


Conclusiones: quizás sea probable que el presupuesto actual pueda considerarse de transición. Evidentemente, los órganos de Gobierno puedan reconsiderar un presupuesto que se elabora ante expectativas tan inciertas.


Ahora, nos podríamos preguntar ¿qué pasaría si la brecha hoy prevista se desfasara más, si las expectativas del déficit fueran superiores o no se cumplieran las metas de recursos y gastos?, ¿hasta dónde podría financiarse un mayor déficit? Diría que los ciudadanos –es un pensamiento propio- en general no desearían que en el futuro el Gobierno continúe con expectativas de mayores déficit. Podría ocurrir que, de continuarse así, posible o directamente, no se pueda incurrir en un mayor déficit en algún momento porque el déficit supone la necesidad de un financiamiento. Entonces, si no hay financiamiento porque el crédito estuviera cortado –razón más grave- no habría otra manera que aumentar tributos o reducir gastos en forma compulsiva.


Consecuentemente, la otra opción sería la monetización o el financiamiento con emisión de títulos o bien similares a la monetización de gastos, lo cual también tiene un límite previsible porque más allá de cierto punto produce efectos adversos. Entonces, es esperable que para adelante el Estado se vea exigido a intensificar cambios en su modalidad de accionar tradicional.


Propongo incorporar algunas modificaciones, que no son muchas, ni las que podrían incorporarse en un contexto de mayor análisis. Por el lado de los recursos, diría que el Gobierno podría alguna vez reconsiderar el Impuesto a la Infraestructura Social y el Impuesto al Automotor en sede municipal. Ustedes, cuando duplican las estimaciones tributarias con la misma base imponible, las mismas alícuotas, también tienen que duplicar los cedulones que envía, duplicar juicios por pequeños montos, reclamaciones extrajudiciales. Una administración tendría que tratar de hacer una coordinación fiscal y más bien unir esfuerzos para fiscalizar el mismo tipo de tributo. Esa es una sugerencia.


Otra sugerencia tributaria es que se podría plantear lo mismo para el impuesto sobre la propiedad. Si bien se puede pensar que la naturaleza jurídica y los objetivos, en teoría, pueden ser distintos, en la práctica no hay tanta discrepancia. En la práctica, también son dos administraciones diferentes, posiblemente el catastro se podría mejorar para que en el interior se facilite la declaración de mejoras, etcétera.


En materia de gastos, es posible la instrumentación cada vez más analítica y fundada de programas en el presupuesto a nivel de actividades, permanentemente revisados y la incorporación de técnicas de gestión administrativa como se denomina la nueva administración pública que desde el año ’99 aplica Estados Unidos, que se apoya a su vez en experiencias muy exitosas de Nueva Zelanda, Australia, Canadá, etcétera.

Eso puede llevar a una mejor evaluación de los gastos, a una mejor racionalización de lo que es importante y de lo que no lo es.


Otra cuestión es publicar en Internet, por ejemplo, todos los datos, las estadísticas, los informes de rendición de gestión de los funcionarios de las distintas áreas, pues esto facilitaría que los ciudadanos coadyuven a valorar la gestión de cada área gubernamental. Esto funcionaría también como un apoyo del político o del Gobierno a los ciudadanos mismos.


En cuanto a las jubilaciones anticipadas, debemos manifestar que hay otros estados que han aplicado esta política, luego han transferido las respectivas Cajas a la Nación, evitando así gastos futuros en el fisco correspondiente. No obstante, quiero decir que este mecanismo no es un ahorro genuino, visto desde la sociedad país, porque alguien tiene que pagar esas jubilaciones, y no sabemos tampoco si va a terminar siendo el Estado nacional quien lo haga, porque depende del contexto.


Además, estas medidas pueden provocar efectos indeseados de inequidad e inestabilidad social, pues personas sanas, en edad laboral, pasan a ser beneficiarios de pagos públicos sin contraprestación de trabajo. Asimismo, en esa supuesta inactividad pasan a competir luego en puestos de trabajo del sector privado, cuando no del sector público.


Por último, quería hacer una observación respecto del artículo 12 del proyecto de Ley de Presupuesto, referido a la planta de cargos, porque aparentemente no está congelada. Quizás yo esté equivocado, porque puede existir alguna ley que propicie este congelamiento, pero según el citado artículo 12, da la impresión de que no es así. Por tal razón, me permitiría recomendar que la planta de cargos sea congelada, porque entre tantos miles de empleados públicos siempre se va a encontrar a alguien para que cumpla una función que falta. Además, esta recomendación se ampliaría para que cuando se tengan que cubrir cargos públicos, la designación sea por concurso, ya que en los países avanzados, como el caso de España, para cubrir cualquier tipo de estos cargos se lo hace por concurso. Si el Estado debe hacer una licitación o concurso para comprar lápices o cualquier material, con mucha más razón debería hacerlo cuando se trata de designar agentes públicos.

Sr. Presidente (Urquía).- Quería reiterar a los amigos que nos acompañan en este cuarto y último bloque, que las comisiones de Economía y de Legislación General tenían la opción de concretar esta audiencia pública entre la primera y segunda lectura del proyecto de Ley de Presupuesto, tal lo establece el texto de la nueva Constitución.


A pesar de todos los errores que hemos venido cometiendo, seguramente que es más positivo hacerla, porque consideramos que es un instrumento que puede resultar muy valioso en el futuro. Por ello, pedimos disculpas por habernos excedido en el tiempo, sobre todo a la gente del interior que ha venido a participar.


Tiene la palabra, en representación del Colegio de Martilleros y Corredores Públicos, el corredor inmobiliario Roberto Dante Frolan.

Sr. Sowoda.- Disculpe, señor presidente, pero somos dos los que teníamos pensado intervenir.

Sr. Presidente (Urquía).- La invitación que hicimos a la Facultad era para que designara a un representante para esta intervención.


Sin embargo, si usted licenciado tenía previsto la participación de dos representantes, con todo gusto lo podremos escuchar, cuando hayan finalizado las otras intervenciones.

Sr. Sowoda.- Nosotros habíamos decidido que intervinieran dos profesores. Por un lado, el doctor Nigro, como representante del Instituto de Economía, y quien les habla, en representación del Departamento de Economía.

Sr. Presidente (Urquía).- Si el resto de los asistentes está de acuerdo, seguiría usted, licenciado, para redondear la exposición efectuada por parte de la Universidad Nacional de Córdoba, Facultad de Ciencias Económicas.


Discúlpenos nuestra petición: vamos a tratar, en honor al respeto del tiempo, de ceñirnos a los diez minutos –tiranos, por cierto-, puesto que con estas exposiciones vamos a terminar escuchando a casi 52 entidades y personas.


Tiene la palabra el licenciado Carlos Sowoda.

Sr. Sowoda.- Soy vicedirector del Departamento de Economía de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Córdoba, y al igual de lo que comentó recién el profesor Nigro, hablamos a título personal y no del Departamento.


Mi referencia al tema del Presupuesto estará dada en términos de un marco macroeconómico, que es un enfoque complementario del ya expuesto. Fueron demasiadas horas de trabajo para tan poco tiempo. De todas maneras, voy a dejar este informe, que es la primera versión preliminar al día de la fecha.


Hace muchos años que vengo trabajando en la Provincia de Córdoba sobre este tema, y trataré de exponer el marco marcroeconómico de la situación fiscal. En virtud de que el tiempo es tan escaso y tirano, y  mi trabajo tan extenso, me voy a permitir leer algunos párrafos, ya que es la forma más sencilla de ganar tiempo.


El Presupuesto para la Provincia de Córdoba para el año 2002 presenta un déficit estimado de 160 millones de pesos, que equivale al 0,9 por ciento del producto bruto interno; de darse este resultado, sería el tercer ejercicio de la actual administración que terminaría con déficit. El monto acumulado en dicho período alcanzaría los 695 millones de pesos. En otros términos, representa el 3,8 por ciento del producto bruto interno local, o el 30 por ciento de los ingresos totales, o el 86,1 por ciento de los ingresos tributarios de jurisdicción propia. Sin dudas que es una cifra por demás significativa.


Por otro lado, si en lugar de tomar simplemente el año 2000 y 2001 y el proyectado del 2002, atendiendo a las formas en que esta administración viene presentando la información, se lo hace atendiendo a lo que ordena expresamente la Ley de Contabilidad de la provincia y tomando en cuenta el segundo semestre de 1999, la Cuenta de Inversión de 2000 y la Cuenta de Inversión estimada de 2001 y el proyectado de 2002, el déficit alcanzaría los mil cien millones de pesos, algo así como la mitad de los recursos totales de la provincia.

Los resultados financieros de las cuentas fiscales de Córdoba, presentan una gran diferencia según sea el tipo de instrumento que se considere. Por un lado tenemos lo estimado a través de lo presupuestado y por otro lado tenemos lo efectivamente realizado a través de la Cuenta de Inversiones.

Concretamente, en el año 2001, el déficit estimado del presupuesto aprobado por esta Legislatura, en diciembre de 2000, había sido de casi cincuenta y un millones de pesos, mientras que lo observado y recientemente publicado llegó a cuatrocientos diecinueve millones de pesos. El error que la actual administración cometió fue nada más que de trescientos sesenta y ocho millones de pesos. Si a esto último se le añade que en el 2000 el presupuesto original en la Partida Erogaciones Totales, tuvo treinta y cinco modificaciones por un valor de ciento noventa millones de pesos, el Presupuesto de la Provincia de Córdoba deja de ser una herramienta confiable para la toma de decisiones, lo cual es de una gravedad tremenda.

El presupuesto para el año 2002 muestra con respecto a lo ejecutado en el ejercicio 2000, que es el último dato disponible a los efectos de realizar las comparaciones pertinentes, un importante deterioro en los indicadores fiscales básicos y del esfuerzo fiscal propio, medido a través del cociente entre recursos tributarios propios e ingresos totales tributarios por habitante y la correspondencia fiscal medido a través del cociente entre recursos propios y erogaciones totales. Los gastos estadísticos no los voy a mostrar por el escaso tiempo que dispongo, pero van a estar a disposición de ustedes.

Por otro lado, si comparamos estos indicadores de la Provincia de Córdoba con los relativos a las provincias de Santa Fe y Buenos Aires, lo que muestra nuestra provincia es un deterioro importante.

En consecuencia, es fácil inferir de esto que la situación fiscal de Córdoba es por demás delicada. Por otro lado, Córdoba presenta una relación Deuda Total- PBI del orden del 7,7 por ciento si tomamos el año 2000. Si tomamos en cuenta lo estimado para el año 2001, esta relación pasa al 10,8 por ciento. El último acuerdo firmado entre la Nación y las provincias trajo algún alivio financiero a la actual administración de gobierno, ya que de allí se logró una reprogramación de la deuda a dieciséis años de plazo con tres de gracia. Sin embargo, el Gobierno provincial, en este presupuesto aún cuando es temprano decirlo, no puede o no se observa que haya puesto ningún esfuerzo para atemperar el impacto que políticas de esta naturaleza producen en las nuevas generaciones de cordobeses. Estas transferencias intertemporales de recursos tienen, evidentemente, un costo muy elevado.

Por otro lado, la colocación forzosa de títulos públicos que viene efectuando el Gobierno provincial, debería estar correlacionado con una clara señal de que se quieren sanear las finanzas públicas en forma eficiente. Las letras deben ser un instrumento a corto plazo y de colocación limitada, evitando paulatinas ampliaciones tal como viene sucediendo. Este mecanismo de carácter extraordinario, sólo sirve para mejorar la liquidez temporaria de la economía provincial. Si se abusa, aparecerá un efecto muy negativo sobre la circulación, en el sentido de que nadie deseará tenerlas, produciendo una sustancial pérdida de valor.

A continuación, se hace una serie de reflexiones en torno a la información disponible. Alguien que sigue como yo la coyuntura de la Provincia de Córdoba, la obtención de la información contable confiable en tiempo y forma sobre la evolución de las diferentes variables relativas a la situación fiscal en las distintas administraciones que han estado a cargo del Gobierno de la Provincia, han sido siempre muy dificultosas, tendencia que levemente se agudizó desde que la actual administración se hizo cargo de la conducción política de la Provincia, y se profundizó en forma notable durante el transcurso del año 2001, donde no se dio a conocer ningún informe oficial sobre los informes contables del resultado financiero ni del volumen de la deuda pública o de los servicios de la deuda o la presentación de las recaudaciones en forma completa, entre otras de las muchas variables relevantes para conocer la verdadera situación económica y financiera.

En cuanto al mensaje de elevación del Presupuesto del año 2000, yo advierto al menos cinco puntos que me parecen de mucha relevancia, dentro de los cuales aparecen una serie de subpuntos. En el escenario macroeconómico lo que más impacta es lo irreal del mismo, y no voy a hacer ninguna referencia al respecto, aún cuando en el trabajo sí lo hago, en virtud de que en principio coincido con lo expuesto por el profesor Nigro. 

Por otro lado, como segundo punto a destacar, el resultado financiero del Ejercicio 2001 registró un déficit de 419 millones de pesos; sin embargo, no se dio a conocer cuál fue el nivel de ingresos y egresos totales,  ya que los ingresos y egresos de capital se presentaron en forma agregada o neta. 

Por otro lado –y esto es bastante delicado– se tiene conocimiento de fuente extraoficial proveniente del Ministerio de Finanzas de que el ejercicio fiscal aún no está cerrado, y se comenta que el verdadero déficit del Gobierno de Córdoba se ubicaría en un intervalo comprendido ente los 700 y 820 millones de pesos, lo cual daría lugar a un sector para la provincia. Evidentemente que de ser cierto esto, los escenarios en los cuales está edificado el presente presupuesto se caería sensiblemente. 

Un tercer aspecto es lo atinente al criterio contable que viene utilizando la Provincia. En el año 2000, en la presentación de la cuenta de inversión respectiva, se cambió por un decreto el criterio de lo comprometido que establece la Ley de Contabilidad, lo cual permitió que el Gobierno de la Provincia presentó un déficit de 116 millones de pesos, cuando en realidad el déficit real estaría en el orden de entre 250 a 300 millones de pesos. No sé realmente qué es lo que pasa con este nuevo ejercicio.

En términos de los ingresos totales no voy a hacer ninguna referencia, porque coincido en la mayoría de los puntos que presentó el profesor Nigro, pero sí sólo voy a mencionar el hecho de la reforma instrumentada a mediados de julio del ’99, en donde se muestra que la misma fue exitosa cuando en realidad la misma mostró serias deficiencias y que a su vez fue bastante innecesaria, en el sentido que la provincia de Córdoba tiene coeficientes de presión fiscal similares a Santa Fe e inferiores a los de la provincia de Buenos Aires, provincia con la cual nosotros competimos.

En torno a las erogaciones totales, las reflexiones son varias. La más importante de todas es el ajuste de la partida de gastos.

Las erogaciones de personal crecieron en los dos últimos años, en casi un 10 por ciento, a pesar de los anuncios oficiales de reducciones de niveles salariales.

Sin embargo, aquí cabe realizar la siguiente reflexión.

El sistema propuesto de eliminación de personal simplemente traslada a los colegas de una parte del sector público a otro, con importantes efectos intergeneracionales, donde el tema de la transferencia de la Caja de Jubilaciones a la Nación, no está resuelto, y creo que va a ser bastante difícil que así sea.

Tampoco se explicita cuál va a ser el criterio de selección para la eliminación de mano de obra, ni tampoco si esta incitativa va a mejorar la eficiencia global de la planta.

Traigo aquí a colación, una referencia de un trabajo mío del 2001, y un informe del Banco Mundial del 18 de diciembre de 2001, donde dice que: “los diagnósticos y estudios de la provincia desarrollados en los últimos años y por organismos internacionales y por el sector privado, han identificado la baja capacidad institucional de los distintos órganos del sector de gobierno para brindar con eficiencia y eficacia los servicios que demanda la sociedad”.

Y termina esto diciendo: “además la ausencia de sistemas integrados de información, de sistema gerenciales y la poca experiencia del sector público cordobés para realizar actividades de planificación, consolidan un modelo de gestión pública burocrático pasivo y jerárquico, basado en controles distantes de los modelos modernos de la gestión pública.

Otro punto que me parece de fundamental importancia, y al cual hace referencia el Presupuesto, es la reducción de los gastos de la política, la cual es –sin duda- una acción compartida por todos los ciudadanos. Sin embargo, la misma no debe hacerse a costa de un mayor nivel de ineficiencia de la gestión pública del Estado. Como caso concreto se mencionan las reformas que se derivaron de la actual estructura legislativa, donde se vio sensiblemente afectado el tratamiento eficiente de las normas. Y allí hago referencia a Bucheran y Tulo, La Legislatura Bicameral que muestra los problemas que este tipo de organizaciones trae.

El tercer aspecto de gastos, reducción de las erogaciones en concepto de interés que ya hizo referencia el profesor Nigro, en el punto d) de la partida de bienes de consumo y servicios no personales, a la que también hizo referencia el profesor Nigro, tenemos algunas pequeñas diferencias, pero que no viene al caso señalarlas.

Si me queda algún tiempo quisiera hacer mención del gasto público social por persona, que registra un aumento de sólo el 0,4 por ciento, con respecto a lo ejecutado en el 2000, incremento en términos nominales que si lo ajustamos por inflación, evidentemente el gasto público social per cápita o por persona, va a verse disminuido sensiblemente, en un contexto donde se produce la caída del salario real, una redistribución regresiva del ingreso y una mayor demanda de los servicios públicos, en consecuencia parece ser que es muy insuficiente el mismo.

El rubro Cultura y Educación presenta en términos per cápita una contracción del 6,7 por ciento.

Curiosamente, se observa también una reducción del 1,5 por ciento nominal en la partida “Seguridad”. Esto es bastante extraño, al menos en virtud del elevado grado de inseguridad que existe en toda la provincia.

Por último, no existe mención alguna a emprendimientos de obras de infraestructura que afecten a más de un ejercicio fiscal.

A modo de conclusión, el análisis restringido que se puede realizar de la Cuenta de Inversión, por falta de información, muestra que la situación financiera de la provincia de Córdoba es muy delicada y requiere de medidas tendientes a incrementar la productividad media de la prestación de los servicios del Estado, y de ese modo, generar excedentes que le permitan resolver la restricción que le genera la deuda, evitando transferir problemas -como ya se dijo- a generaciones futuras.

Lograr cuentas fiscales sustentables, debe ser una prioridad en cualquier gobierno. Los indicadores relativos a la deuda no son favorables para la provincia y aumentan sensiblemente el costo en términos de la tasa de interés. Los niveles de endeudamiento del 2000 y 2001 fueron los más elevados de los últimos cinco años y no hay ninguna señal de reversión de la tendencia.

Del análisis del presupuesto para el 2002 no se desprende que la actual Administración, a cargo de la conducción política de la provincia de Córdoba tenga la convicción y la voluntad de lograr la solvencia intertemporal tan necesaria para que se efectúen asignaciones eficientes de los recursos productivos en una economía donde existe un elevado grado de incertidumbre.

Desde ya les agradezco enormemente la deferencia que han tenido.

Sr. Presidente (Urquía).- Los agradecidos somos nosotros, por la contribución que nos ha dejado de parte de la Facultad de Ciencias Económicas.

Nos miramos con el contador Asís Nicolás, cuando 35 años atrás estudiábamos en esa Facultad. Seguramente éramos mucho más rudimentarios que ustedes, porque conocíamos muy poco todas estas herramientas.

Muchísimas gracias, porque también nos sirvió mucho para aprender.

Discúlpenos señor Frola, le habíamos cedido la palabra. Ahora sí realmente la tiene. Muchísimas gracias por su paciencia.

Sr. Frola.- Al contrario. Me siento hasta un poco cohibido, porque no estoy dotado de la capacidad como para asimilar tanto despliegue informativo y de conocimientos específicos. No tengo una formación contable y mucho menos de economista. Pero veo que sobran las personas inquietas y eso me deja más tranquilo.

Por otro lado, quiero dejar sentado el agradecimiento y la inmejorable impresión que ha tenido el Colegio de Martilleros, que me toca presidir, por la apertura y predisposición encontrada en la Comisión de Economía y especialmente en una actitud que los ciudadanos debemos valorar, que es la de poder encontrar una vía para llegar a nuestros representantes y ser escuchados.

Lo mío es bastante distinto, tal vez, a lo que se ha escuchado hasta ahora, en virtud de que no tiene un fundamento básicamente económico.

Pertenezco a una especialidad que tiene, tal vez, importantísimas connotaciones económicas en la sociedad, pero que está en manos de los contadores evidentemente. Nosotros a veces somos los culpables de los números y los contadores los encargados de arreglarlos.

Mi misión es la de hacer una presentación básicamente reivindicatoria de una figura jurídica muy nueva, que a los miembros de la comisión ya le hemos expuesto, pero que es necesario que la sociedad la asuma. El corretaje inmobiliario ha sido ignorado durante mucho tiempo como tal, como una especialidad.

El corretaje inmobiliario ha estado invadido, manoseado, ejercido por gente sin capacidad y, lo que es peor, a veces sin idoneidad moral.

Los que hemos hecho una religión, una vocación, un credo de tratar de mejorar lo que hacemos, porque lo queremos, encontramos una muy buena veta en este recinto, en el año 1984, cuando legisladores que también nos supieron escuchar, entendieron que era necesario darle un marco jurídico a algo que si no lo tenía era muy perjudicial para la salud.


Muchos dicen que “el sol sale para todos”. También muchos dicen que “no debe ser tierra de nadie”. Creo que es muy nocivo que en algunas especialidades la tierra sea tierra de todos en forma indiscriminada. Pienso que la sociedad necesita que se la sirva con capacidad moral e intelectual. Hemos visto aventureros que nos han perjudicado enormemente y lamentablemente los seguimos viendo. Esta sociedad día tras día va conociendo novedades de gente que incursiona en esta profesión y que tal vez por falta de ese marco legislativo ordenador tiene la ventaja de equivocarse con lo ajeno. Es muy fácil hacerlo y es muy caro para quien confía.


Lamentablemente, cargamos con la tendencia de generalizar a toda la sociedad con el concepto que nos mancha cuando no somos pares. No queremos ser pares de quienes no cumplen la ley. Queremos ser pares de aquellos que la respetan y están dispuestos a brindarle a sus congéneres, los ciudadanos, lo mejor, porque de ellos recibimos algo invalorable que es la confianza. 

Quiero narrarle que el corretaje inmobiliario ha sufrido en la Argentina un fenómeno que no se ha dado en otros países. En Norteamérica, el raid estate, el agente de bienes raíces, es toda una personalidad, en Brasil está bien diferenciado. En cambio, en la Argentina, dado el origen urbanizador de principios del siglo pasado, vimos cómo se deformaba la actividad en virtud de que los fraccionamientos eran ejecutados con una modalidad de venta muy particular. 


Se llevaba al cliente a los predios, se mostraban las bellezas del lugar y se sacaba a la venta mediante el remate de cada unidad. Allí estaba el martillero como dueño de la intermediación, porque naturalmente quien compró en un remate, el día que quiere venderlo se lo lleva a quien se le vendió para que este intermediando lo vuelva a vender. Allí es donde se mezclan las dos figuras.


En el Código vemos que tenían dos capítulos independientes. Si bien tienen muchas similitudes, también tienen muchas diferencias. La especialidad tal vez confluye en que ambos venden, pero los estilos son muy diferentes. El martillero ejecuta, nosotros coordinamos. Lo que se hace en forma pública en una rama se hace en forma privada en la otra, generalmente “téte a téte “, amalgamando dos intereses en pugna cuando se trata de una compraventa.


Había antecedentes que nos avalaban cuando pretendimos darle una configuración jurídica a la figura del corredor. Existía la ley de corredores de bolsa, la ley de corredores de seguros, y extrayendo del tronco del Código de corredores públicos le dieron un marco específico para cada actividad. Estamos en la época de las especialidades, por ello muchas veces hace falta delimitar las particularidades de quienes en algunos aspectos somos iguales pero que abarcamos distintas ramas.


La ley del ’84 que nos permitió ponernos un poco los pantalones largos y nacer como profesionales, nos da el orgullo de decir que llevamos ya 18 años de colegiación profesional, que nació con la pretensión de dar idoneidad a través de un título terciario exigido por esta ley provincial que en ese entonces la dictaba el Colegio Nacional de Monserrat.


Quisimos también darle seriedad a la oferta de un servicio que creíamos que podía ser noble pero que tenía que ser confiable, es decir, ponerle techo a nuestros actos y pedimos a través de la ley que se exigiera una fianza. Muy pocas profesiones tienen una fianza para avalar su idoneidad. El ámbito donde se desarrolla nuestra profesión en forma centralizada, el Colegio, es un órgano rector que maneja la matrícula mediante su control y la ética mediante sus Tribunales de Disciplina.


Son entes no conocidos por la sociedad, y quiero que en cierta forma esta oportunidad me sirva para decirle al público que son órganos que están a su disposición, o de quien se pueda sentirse perjudicado. Queremos que usen esta institución en beneficio de la sociedad y para ello estamos quienes queremos llevarlo adelante.


Nuestra profesión ha sido ignorada. En la antigüedad, el corredor era un profesional muy destacado. En la antigua Europa era un funcionario que debía coordinar no sólo la mercadería de diversa índole, diversas monedas, distintas lenguas, era una verdadera Torre de Babel, todo esto se concentraba en el corredor, intermediario, palabra que a veces no nos gusta pero que nos define perfectamente.

Sr. Moderador.- Licenciado, disculpe la interrupción. Si la presidencia no dispone lo contrario, le queda un minuto y medio de exposición.

Sr. Urquía.- Disculpe, tómese tiempo que necesite, licenciado Frola. 

Sr. Frola.- Reconozco que ustedes tienen una predisposición bárbara, han nacido para sufrir. Gracias.


Voy a tratar de ser breve. Como corredor inmobiliario tengo el honor, por segunda vez, de presidir el Colegio de Martilleros y Corredores. La gente tal vez se confunde y no diferencia que hay dos figuras que conviven en una misma institución.


Todo este introito tiene como intención hacer ver la familiaridad que existe entre el martillero y el corredor, y también las diferencias para que se los individualice.


Las analogías con otras profesiones puede permitirnos ver que el corredor inmobiliario es un agente previo al escribano. El escribano es el depositario de la fe pública y a veces nosotros –no creo equivocarme- somos los depositarios de la confianza. Nosotros preparamos las ventas y el escribano las perfecciona mediante un instrumento público. Esta similitud nos define como profesionales de un área que se prolonga en el área de los escribanos.


Con el criterio de profesionalidad, en el año ’87 presentamos a la Legislatura el pedido de exención de los Ingresos Brutos en todos aquellos casos en que la profesión se ejerciera en forma unipersonal. Y lo obtuvimos. Tuvimos un tratamiento igualitario con otras profesiones hasta el año ’98, cuando incomprensiblemente desapareció del Código y nos volvieron a gravar.


Si bien en ese momento se podía argumentar -y así se hizo- que la profesión de corredor no era muy ortodoxa porque carecía de un título universitario, tal vez se la veía como una petulancia de una criatura muy joven para igualarse con la prosapia y la historia de las profesiones más clásicas. No obstante esto, lo obtuvimos.


En aquel entonces la falta de ordenamiento, nuestra menor jerarquía, la deformación de conceptos sobre la que les narré respecto a las funciones, hacía muy dificultoso entender qué era el corredor. Hoy maduramos, crecimos y vamos a seguir haciéndolo. Tenemos una carrera conjunta con un título doble de martillero y corredor que nos habilita para ejercer una y otra, es decir, una y otra no son inhibitorias. Son absolutamente compatibles. Tenemos dos matrículas individuales en el Colegio y el directorio compartido entre las dos ramas en forma alternativa. Por eso hoy un corredor inmobiliario preside el Colegio de Martilleros.


Como regalo mayor, en el año ’99, a nivel nacional se sancionó la Ley 25.028, donde se establece que para ejercer el corretaje inmobiliario es exigible el título universitario, y eso creo que es el traje con pantalones largos que todos en nuestro tiempo hemos soñado y que quizás no creíamos que se lograra.
Queremos crecer, queremos ser aptos y capaces. Las nuevas generaciones nos van a superar porque son formadas ordenadamente.


En el Código Tributario actual encontramos algunas analogías que pueden sustentar este pedido de tratamiento similar que venimos a hacer. El artículo 167, punto 11, trata de la exención impositiva del maestro mayor de obras. Creo que es el apartado de exenciones objetivas en donde exime –permítanme recordarles, aunque ustedes lo deben conocer- los honorarios provenientes del ejercicio de la actividad profesional con título universitario o terciario de maestro mayor de obras, ciclo superior, otorgada por establecimientos que emitan títulos oficiales. Esta eximición no alcanza a la actividad cuando estuviere ejercida en forma de empresa. Esto hace referencia al ejercicio universitario.


Curiosamente, los maestros mayores de obras se colegiaron como una derivación de la primera ley de colegiación de Córdoba, la nuestra, que fue tomada como ejemplo de modelo para profesionalizar.


En el punto 12 del artículo 167, tenemos que están exentas las comisiones de martillero público y judiciales, nuestros hermanos dentro del colegio, en tanto la actividad no sea desarrollada en forma de empresa.


Quiero destacar que tanto el corretaje inmobiliario como la profesión de martillero son eminentemente personales. El código prohibía al corredor concretar sociedades de cualquier índole porque se vuelve parcial cuando es parte de la sociedad. Se busca la absoluta equidad y equilibrio, somos compatibilizadores, no opositores. Por lo tanto, no podemos tomar parte nunca. En ambos casos tenemos que velar por el interés de ambas partes, aunque a veces parece que respondemos al dueño de una propiedad, pero no es así. Tenemos tanta responsabilidad con quien va a comprar como con quien nos da el material y eso no puede ser delegable, así como no puede ser delegable la responsabilidad del error.


Por eso a veces es difícil entender por qué existen empresas; un escribano puede tener una empresa de escribanos, entre pares. En nuestro ramo se da la deformación de que hay sociedades como las que aparecen en Inspección de Sociedades Jurídicas, constituidas por cosmetólogas o carpinteros que tienen ganas de hacer una inmobiliaria y constituyen una sociedad. Lamentablemente, por un error, Inspección de Sociedades Jurídicas la habilita. También estamos haciendo gestiones para que esto no ocurra y que crezca esta especialidad, no creando personas jurídicas que se aparten de la profesión.


Hoy tenemos que la jerarquización de la profesión se refleja en el Monserrat, como siempre; en el Instituto Ceba, en la Institución Cervantes en Río Cuarto el año pasado, y este año comienza en Córdoba, con carreras de título terciario y universitario con convenio con las Universidades de Morón y de Lomas de Zamora, que ya la han implementado.


Es decir, queremos que nos traten como una profesión adulta, similar a otras actividades profesionales. Primero, porque quienes se inicien necesitan que no se les someta a una carga excesiva sino que se les permita hacer, crecer en calidad de empresas, que tributen como corresponde, como quien ya adquirió una envergadura suficiente.


Viendo estos antecedentes, pedimos que no se nos discrimine en cierta forma y que haya un tratamiento igualitario de la ley en cuanto a la exención del impuesto para todos los corredores inmobiliarios que ejerzan unipersonalmente la actividad. De lo contrario, quiero destacar que quienes ejercen ilegalmente tienen muchas más exenciones que nosotros; las tienen todas, y creo que esto es por demás injusto.


Permítannos defender lo legal, permítannos vivir encuadrados en un marco de respeto con la comunidad, ya que creo que el Estado tiene también esa función.


Gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchísimas gracias, señor Frola. Nos ha sido muy útil su exposición y si tiene a su alcance algún memorial, aunque ya nos dejó uno hace 35 ó 40 días, con motivo de la visita, el resto de los colegas que integran la institución, va a ser bienvenido.


No obstante, al tema lo conocemos y estamos tratando de darle una solución. Muchas gracias por su presencia.

Tiene la palabra el Presidente de la Cámara de Comercio de Córdoba, señor Daniel Pavón.

Sr. Pavón.- Voy a ser muy breve, para tener toda su atención durante unos minutos.

En primer lugar, quiero agradecer por habernos invitado a participar. Nuestra intención hubiera sido poder aportar más elementos, pero lamentablemente no hemos dispuesto del tiempo suficiente. De todas maneras, de alguna forma tenemos que empezar, y consideramos que éste es el ámbito propicio para hacerlo.


Nos hemos focalizado en un tema que ya habíamos planteado oportunamente, con el Ministro de Economía, referido a la interpretación del Impuesto a los Ingresos Brutos, tratando de hacer una distinción entre el minorista y el mayorista. En su oportunidad, aceptaron nuestras sugerencias, y propusieron para este año introducir modificaciones en dos artículos: el 153 bis y el 153 ter. Pero cuando recibimos este material, el pasado viernes, advertimos que aparentemente no se nos había interpretado, por lo que pretendemos ahora ratificar nuestro punto de vista sobre estas distinciones.


Respecto a la metodología, queremos remarcar que el comercio no puede ser el órgano que regule, controle o persiga al comprador para determinar si éste adquiere el producto con la intención de revenderlo, agregándole valor, o si lo hace como consumidor minorista. Concretamente, para ofrecer un ejemplo, si una empresa compra una máquina fotocopiadora, la misma se pone al servicio de un grupo de personas que la van a utilizar, y lo mismo sucedería con una computadora a la que se le carga algún sistema.


Con esto pretendemos significar que no nos corresponde a nosotros investigar si esa compra se hizo para mayorizarla, o en condición de minorista, por lo tanto, consideramos que la sola aclaración del que va a comprarla, indicando que reviste una categoría de responsable inscripto, y ofrece su comprobante de inscripción de Ingresos Brutos, está en condiciones de comprar como mayorista, como sucede en muchas partes del mundo que utilizan este tipo de impuestos para las transacciones comerciales, mientras que el minorista será aquel que no pueda justificar que está encuadrado dentro de ese marco.


Por lo tanto, y para finalizar, lo que solicitamos es sustituir el segundo párrafo del artículo 153 bis, por el siguiente texto: “A los efectos de lo dispuesto precedentemente, se consideran sin admitir pruebas en contrario de éstas a consumidores finales las operaciones hechas con sujetos no inscriptos en el Impuesto, excepto que dicha falta de inscripción derive como consecuencia de inscripiciones en la jurisdicción correspondiente.”


Con respecto al artículo 153 ter, proponemos el siguiente texto: Sustitúyese el artículo 153 ter por el siguiente: “Artículo 153 ter: se entenderá, sin admitir prueba en contrario, que existen operaciones de comercialización mayorista cuando el adquirente revista o acredite al vendedor su calidad de responsable inscripto en el Impuesto al Valor Agregado.”

“En caso que el adquirente no revista la condición prevista en el párrafo precedente, y con prescindencia de la cantidad de unidades comercializadas, se entenderá que existe operación de comercialización mayorista cuando la adquisición de los bienes se realice para revenderlos o comercializarlos en el mismo estado, transformarlos, alquilar su uso o afectarlos en el desarrollo de una actividad económica o no lucrativa posterior.”

“Cuando no se verifiquen los supuestos precedentes, la operación se considerará venta minorista y sujeta a la alícuota correspondiente.”


A los fines de lo dispuesto precedentemente, los contribuyentes deberán adoptar los procedimientos de registración que permitan diferenciar las operaciones”.


Vamos a dejar la carpeta con el material, para que quede registrada nuestra postura.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Pavón. Con gusto recibimos el material, y gracias por su paciencia porque sabemos que nos está acompañando desde temprano.

Sr. Secretario.- A continuación, hará uso de la palabra, en representación de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, el señor José Martín Carabajal.

Sr. Carabajal.- Le agradezco al señor presidente, legislador Urquía, presidente de la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Legisladores, la gentileza de habernos invitado para el día de la fecha, a esta novedosa Audiencia Pública, previo al tratamiento del Presupuesto.


Esperemos –en eso no perdemos la confianza ni la fe- que no se trate de un mero trámite formal sino que se escuchen a las distintas entidades que hoy han participado, que se tomen los datos pertinentes y que, en un marco de independencia absoluta como el que debe tener el Poder Legislativo provincial, se efectúen las rectificaciones que tengan las justificaciones económicas de hecho y de derecho, que así lo demuestren.


En nuestro caso –reitero-, esperanzados en que esta Legislatura quiere privilegiarse a sí misma a través de los representantes de los distintos partidos, en la decisión de no quedar atados a previos acuerdos políticos de los distintos presupuestos de los tres poderes, vamos a expresar nuestra posición respecto del Presupuesto del Poder Judicial, principalmente en relación a una cuestión que nos atañe y nos perjudica desde el punto de vista salarial, más allá de la implicancia individual, que es la agresión por parte del Tribunal Superior de Justicia a un sector de empleados que conforman la Justicia y hacen, en el marco de la cotidianeidad, que ésta pueda marchar junto a la sociedad.


Es de conocimiento de todos los bloques –se lo hemos hecho saber- que el Tribunal Superior de Justicia, dentro de la petición que efectuó el Ejecutivo provincial, avanzó en la búsqueda de un recorte del 10 por ciento en relación con el Presupuesto del año pasado. En ese marco, hemos sido incorporados en el mes de marzo, es decir a último momento, con un recorte en las bonificaciones por antigüedad, permanencia en el cargo y ubicación escalafonaria.


Decimos que esto es injusto y arbitrario, en primer lugar, porque no estaba en el marco del acuerdo que el Poder Judicial estableció con el conjunto de los trabajadores de dicho poder. En segundo término, porque los empleados judiciales somos el único sector que sufre la emergencia, con un recorte salarial desde el año 1996, que tan asiduamente venimos repitiendo, por lo cual no voy a entrar a disgregar sobre el tema.


El actual Gobernador de la Provincia de Córdoba en la campaña electoral manifestó que todos los trabajadores estatales iban a volver a recuperar los salarios que tenían con anterioridad a la reducción que hizo el anterior Gobierno provincial.

Todos los sectores del Estado público provincial pudieron gozar plenamente de la promesa del gobernador, el único sector que no pudo gozar de esta promesa fue el de nuestros representados. Es más, esto llevó a que en el año 2000, cuando por Decreto del Poder Ejecutivo provincial 1206 se sacó de la emergencia al último de los sectores como Vialidad Provincial, Boletín Oficial y Cuerpo de Ballet. Nosotros presentamos una acción de inconstitucionalidad al Tribunal Superior y que este acogíera favorablemente esta acción de inconstitucionalidad, porque entendía la arbitrariedad y la ilegalidad manifiesta, como así también la desigualdad absoluta con los otros empleados públicos provinciales, al ser el único sector que continuaba con una merma salarial. Este mismo Tribunal Superior, que antes nos había denegado un recurso de amparo, donde nos había dado en primera y segunda instancia la razón de la inconstitucionalidad al recorte, nos había denegado cuando fue el Tribunal Superior recusado por el Gobierno provincial cuando dicha racionalidad para encontrar, nuevamente, con el recupero, nos tiene que hacer lugar a una acción de inconstitucionalidad, al ser tan fuerte e importante la cantidad de elementos que se fueron acumulando y desde luego demostraron el trato discriminatorio para este estamento de los empleados públicos provinciales.

Hoy nos encontramos que estos empleados públicos provinciales que todavía no pudieron tener el beneficio de salir de esa emergencia, vuelven a ser perjudicados con lo que el Tribunal Superior mal llama congelamiento de las bonificaciones y donde nosotros decimos que es realmente un recorte de las bonificaciones, porque si la hemos recibido en enero y en febrero, tal cual consta en los recibos de los empleados del Poder Judicial, como es la bonificación por antigüedad, por permanencia y en el caso de Maestranza, las reubicaciones escalafonarias. Entonces, mal podemos hablar de congelamiento y si empezamos ahora con el salario del mes de marzo que hemos cobrado en el día de la fecha, a observar el recorte, mal podemos hablar de un congelamiento sino de un recorte.

Venimos a este Poder Legislativo entendiendo que va a comprender las razones de hecho y de derecho, más allá de las razones políticas que podrá el Tribunal Superior de Justicia tener para incorporar a los empleados del Poder Judicial dentro del recorte que se había comprometido establecer el Poder Ejecutivo provincial.

Este gremio entiende que había que efectuar un recorte, también entiende que debía contribuir inclusive, con la crisis que vive la Nación y la Provincia desde el punto de vista económico y financiero. Los economistas que me precedieron en el uso de la palabra, han sido mucho más detallistas en lo económico y obviamente establece un panorama nada alentador. Pero debemos decir que para tres mil quinientos empleados del Poder Judicial, este recorte que establece el Superior Tribunal de Justicia, significa nada más ni nada menos en el año, incluyendo las tres bonificaciones, la suma de 920.600 pesos. Esto menos de 80.000 pesos por mes. En definitiva, es mucho mayor el agravio al que se somete a los empleados del Poder Judicial una vez más, por entrar en una emergencia de la emergencia, por ser los únicos que no recuperamos el diez por ciento. Esto es lo que se ahorra en términos económicos en el presupuesto del Poder Judicial.

Volvemos a clarificar y reiterar que la grilla salarial del Poder Judicial es de 180.000.000 de pesos y el presupuesto a aprobar es de 202.000.000 de pesos. Quedan 22.000.000 de pesos donde claramente puede buscarse y encontrarse estos 920.000 pesos y de esa manera no terminar perjudicando con un recorte a un sector que ya lo tiene, máxime cuando el actual gobernador de la provincia ha sido muy claro cuando manifestó que “iba a efectuar recortes en los presupuestos de los distintos poderes, pero no vamos a recortar el salario de ningún empleado público provincial.”

Sé que hubo una controversia. Hubo un conflicto gremial –y a eso quiero ratificarlo acá–, que existió y seguirá existiendo por estas bonificaciones, más allá que la Presidente del Tribunal Superior, cuando estuvo aquí, manifestó que ese conflicto no existía, y más allá que haya dicho que tuvo un acuerdo con esta organización sindical, no hubo ningún tipo de acuerdo. Las razones por las que fundamentamos que no hubo acuerdo son las siguientes, que son concretas, tangibles y de hecho: primero, La Voz del Interior, día 14 de diciembre de 2001,donde se señala que los salarios del personal inferior no sufren cambios, habiendo obtenido el donativo por parte de funcionarios de entre un 10 y un 15 por ciento bajo el título: “El 95 por ciento de los jueces aceptó una reducción del 10 por ciento de los sueldos”. Refrenda lo anteriormente manifestado lo que dije con anterioridad: “Se abonaron a los empleados del Poder Judicial las bonificaciones pertinentes del año 2002 con las actualizaciones de dicho año; se dejó de abonar en el mes de marzo con el recorte”. Sin embargo, el mismo Tribunal Superior que arguyó aquí en la Comisión de Presupuesto, que era por una cuestión de feria y de reconstrucción presupuestaria, pudo ordenar que a los magistrados y funcionarios que aportaron voluntariamente y aquellos que luego ellos por el acuerdo número uno les hizo el recorte compulsivo, estos sí tuvieron el recorte a partir del 1º de enero de 2002, lo que da con bruces los argumentos de la Presidente, de que por un problema de feria no había podido avanzar en el complemento de las bonificaciones. Y ahora mucho más lo que nosotros decimos, que la elección se tomó con posterioridad y se tomó en el mes de marzo, y decimos que se tomó luego de que hubo el día 11 de marzo una visita del Ministro de Economía Schiaretti al Superior Tribunal de Justicia, donde se le peticionó más esfuerzo al Poder Judicial en el terreno de la partida del Poder Judicial. Reiteramos, 920 mil pesos en el año, tan solo eso. 

Por último le queremos decir al Legislativo Provincial que ahora, o nos dan la razón de que se ha legislado esta facultad del Tribunal Superior de Justicia, que fue aprobada por una ley sancionada el 27 de diciembre, la Ley 8991, en donde en el artículo uno se dice: “El Poder Judicial va a poder fijar los salarios del personal del Poder Judicial”, que lamentablemente indujera a error, o a sabiendas, la Legislatura terminó aprobando una ley absolutamente inconstitucional, porque el artículo 104 de la Constitución Provincial manifiesta que: “Corresponde a la legislación provincial –inciso 26– dictar el Estatuto, el Régimen de Remuneraciones y reglar el escalafón del personal de los Poderes u Órganos del Estado Provincial”. Esa delegación se encuentra expresamente prohibida en el mismo Cuerpo normativo, artículo 13, Indelegabilidad de Funciones: “Ningún magistrado o funcionario público puede delegar sus funciones en otra persona, ni poder delegar en otro sus atribuciones constitucionales, salvo los casos previstos en esta Constitución, y es insanable en este rubro, lo que cualquiera de ellos obrare en consecuencia”.

Advierto a los legisladores que tienen hoy, dentro de 48 horas, la obligación de aprobar un presupuesto, en lo que hace al Poder Judicial, sobre la base de una inconstitucionalidad absoluta frente a la claridad del artículo 104 y su inciso 26; lo que demuestra que el artículo 9 de la Ley Provincial 8991, que le faculta al Superior Tribunal a fijar las remuneraciones, se lleva de bruces y a las “patadas” con la Constitución Provincial, que es la norma máxima que debemos respetar y obviamente, que tienen mucho más que respetar los legisladores que están hoy y que deben prestigiar esta función tan desprestigiada. 

Pero esto demuestra también que si bien están desprestigiados los poderes, el Poder Judicial no es la “palomita blanca” que a veces creemos que puede ser. Voy a dar un dato de por qué esto no es así. El Tribunal Superior de Justicia donó un 10 por ciento de los haberes líquidos y cuando decimos “haberes líquidos”, a todos nos queda claro que dejó afuera la remuneración bruta, dejó afuera por ende los haberes previsionales y los haberes sociales. Al dejar afuera esto, dentro de la donación del 10 por ciento, le prohibió al erario público provincial ahorrarse tres millones de pesos, pero le permite a los magistrados y funcionarios en condiciones de jubilarse, poder hacerlo sin ninguna merma, aunque sea en décimos –cuando hay tres vocales del Tribunal Superior en condiciones de jubilarse- del privilegio de la jubilación. Reitero, no estaríamos hoy aquí, peleando 920 mil pesos, si se hubiera obrado conforme correspondía y se hubiera permitido al Estado provincial ahorrarse tres millones de pesos en concepto de haberes previsionales y sociales.

Por último, quiero decir algo que también vuelve a cambiar el escenario en el que deben pensar seriamente los legisladores provinciales al tratar de aprobar el presupuesto del Poder Judicial. No se trata solamente de la inconstitucionalidad de la Ley 8991, en su artículo 9, frente al 104, sino que además, el día viernes, el Juez de 48ª Nominación Civil y Comercial, frente a un recurso de amparo presentado por esta organización, aceptó el mismo, encontrando entonces datos para la inconstitucionalidad y al mismo tiempo ordenó, como medida cautelar, a la Provincia y al Tribunal Superior, se abstenga de efectuar cualquier tipo de descuento sobre las bonificaciones ya abonadas de enero y febrero del presente año. Estamos frente a un litigio; ya comenzó el litigio y tiene medida cautelar. Estamos, por ende, en la viabilidad segura de  la inconstitucionalidad de una ley sobre la cual pretende legislar el Tribunal Superior y que pude llegar a tener por buena fe, el apoyo de la Legislatura de la Provincia. Estamos frente a una controversia judicial, no solamente frente a una controversia ya política, gremial o corporativa.

Y en ese marco, volvemos a decir: en la independencia de los Poderes, que hoy debe caracterizar más que nunca dentro de la sensibilizada sociedad civil que cada vez cree menos -no solamente en ustedes, sino en el que habla y en los dirigentes gremiales- debemos cuidarnos mucho cuando legislamos; debemos cuidarnos mucho cuando se nos advierte, antes de aprobar un presupuesto, que estamos legislando sobre leyes que son inconstitucionales; debemos cuidarnos mucho, cuando de lo que estamos hablando no es de un ahorro en el Poder Judicial que es de 920 mil pesos –la nada- y que pude ser cambiado por otro y de esta manera subsanar un conflicto gremial; y hoy, mucho peor todavía -con la seguridad jurídica que los ciudadanos se merecen-, ustedes van a legislar, lamentablemente, sobre un artículo que es absolutamente inconstitucional y frente a una medida cautelar que ya le prohibió a la Provincia y al Tribunal Superior hacernos los descuentos de enero y febrero del presente año y que percibimos las bonificaciones.

Llamo a la reflexión y pido me perdonen porque me excedí, pero quiero agregar un último tema que tiene que ver con la preocupación que tenemos los empleados públicos provinciales en algunas normativas que también se deslizaron y que llevó a algún legislador a convencer frente a cámara que por allí no tuvieron tiempo de leer o no leyeron como correspondía el presupuesto de la Provincia.

Para nosotros es muy importante la rectificación del Ministro de Economía, cuando entramos en pánico, no porque no tengamos responsabilidad ciudadana, sino porque sabemos que tenemos que pagar los impuestos y debemos abonarlos porque a nosotros, a ustedes, al Tribunal Superior, al Ejecutivo Provincial y a todos, se nos paga gracias a los impuestos que abonan los ciudadanos. No queremos eludir la responsabilidad del pago y creemos que es inconstitucional. A término salió el Ministro de Economía a establecer que era optativo y ojalá pase lo mismo con los empleados públicos para que se puedan adherir a través del descuento por planilla, al pago de los impuestos inmobiliarios o de infraestructura social.

Por último, ATE ha traído un excelente trabajo, pero nos preocupa una parte de la lectura, donde se habla de bajar el déficit fiscal, de la necesidad de tener un presupuesto dentro de lo que se acordó con la Nación, pero los economistas que nos precedieron en el uso de la palabra nos dan un mal presagio sobre lo que se ha gastado en estos tres últimos años. Y se nos presenta también un interrogante y en eso no tenemos ningún tipo de contestación pero nos gustaría que después del Presupuesto se nos de una respuesta pertinente.

Tenemos números que establecen que el año pasado se gastó en 6973 asesores más del Poder Ejecutivo Provincial. Quisiéramos saber si es así, y si es así ¿dónde están y qué cargos revisten? Nosotros tenemos otros números. Saben que los gastos que se van a reducir por todo el personal son de 173 millones de pesos. Entre las reducciones estarán las jubilaciones, todo lo que ya conocemos. Pero por otro lado está en el presupuesto que 143 o 148 millones son realmente una baja. Pero nos preguntamos, si los empleados aportan 173 millones de pesos de distintas formas  y  el déficit bajará en 143 millones, los otros 29 millones de pesos ¿Adónde irán? Espero que no sea en 1900 asesores más del Poder Ejecutivo Provincial. Este es el número que podría llegar a dar si siguiéramos la conversión económica que tomamos hasta el año pasado. Pero reitero, estos son tan sólo interrogantes.

Para terminar, tenemos cuestiones de derecho que hacen que actuemos con premura sobre la indelegabilidad de las funciones que a ustedes mismos les da la Constitución de la Provincia para que actúen con premura, porque no pueden legislar con una ley inconstitucional, con un artículo inconstitucional. Establezcan alguna negociación con el Tribunal Superior, para hacerles entender que estos 920.000 pesos generan más agravio que ahorro económico para el Poder Judicial.


Muchas gracias.

Sr. Urquía.- Muchas gracias, señor Carabajal. Me gustaría contar con una copia del trabajo que ha hecho ATE para que los legisladores podamos tenerlo dentro de nuestras posibilidades de análisis.

Sr. Moderador.- Tiene la palabra el señor el Licenciado Eduardo González Olguín.

Sr. González Olguín.-  Señor presidente: quiero aclarar que voy a hablar a título personal como economista y he tenido oportunidad de recorrer las páginas del proyecto de presupuesto presentado por el Poder Ejecutivo provincial para el año 2002. 

Con pesar he observado que en general se ven aumentadas las falencias que uno ha venido ya señalándole en oportunidades anteriores a la administración del doctor De la Sota. Encuentro que el presupuesto provincial, desde el punto de vista de su técnica, es una nebulosa que no permite tener demasiadas precisiones como instrumento de política económica. No nos olvidemos que hace justamente a la política fiscal, que es la política económica por excelencia de las provincias.


Partimos del hecho que no se tiene la ejecución del presupuesto del año 2001, o sea que desde el punto de vista técnico tenemos la dificultad de tener que comenzar a hablar de erogaciones y de ingresos sin saber cuál ha sido el comportamiento de los mismos el año pasado. Lo poco que se conoce, que aparece en la nota de elevación del señor Gobernador a la Legislatura, nos preocupa más porque son números muy globales pero, al mismo tiempo, nos aumenta la preocupación porque expresa justamente un desvío en las erogaciones corrientes de 264 millones de pesos más. O sea, se ha gastado más de lo presupuestado en 254 millones de pesos

Por otro lado, se ve claramente que las mismas han sido compensadas con una subejecución de las erogaciones de capital, que no aparecen exactamente sino que lo hacen en una forma no muy adecuada, como erogaciones de capital netas de ingreso de capital. Se ve entonces que se ha ejecutado de menos en 257 millones. Esto quiere decir que encontramos que se han compensado erogaciones corrientes con erogaciones de capital, cuando expresamente la Ley 7631, de Contabilidad, Presupuesto y Administración, no lo permite, y  en la reforma que introduce el proyecto de ley del 2001 en su artículo 33 inciso 4), expresamente dice que no se puede compensar erogaciones corrientes con erogaciones de capital. Pero justamente en la nota del señor Gobernador se ve claramente que si nosotros descontamos los 18 millones de los créditos adicionales que permiten este tipo de compensaciones hay 245 millones que han pasado de erogaciones de capital a corriente, cuando esto no está permitido. Esto, por el monto que es muy grande, causa preocupación. Estamos conociendo como es la ejecución pormenorizada, pero sería más grave aún si dentro de estos 245 millones existieran cuentas especiales con fondos de asignaciones específicas a erogaciones de capital. Evidentemente estaríamos frente a una situación bastante grave.


Cuando comenzamos a ver el gasto total, también a partir de cálculos estimativos debido a este hecho de que las erogaciones de capital aparentan ser un ingreso, observamos que existe la posibilidad de que se haya sobrepasado el monto máximo autorizado para gastar en más de 6 millones. Esto también sería avalado por la diferencia que existe entre 264 y 257 de las erogaciones de capital. 

Entonces habría dos problemas: por un lado, se ha hecho una asignación de partidas, una transformación que no está permitida expresamente y por otro lado, se habría traspasado el monto máximo de las erogaciones totales permitidas para la ejecución por parte del Poder Ejecutivo.


O sea que vemos una ejecución presupuestaria en pocos números y cuando comenzamos a observar el proyecto del 2002 vemos que esta discrecionalidad hacia el Poder Ejecutivo aumenta y aparecen categorías cuestionadas ampliamente, tanto por la doctrina como por la práctica, como son las economías de gestión. Quiero dejar sentado que no son tales, ellas representan economías que se realizan con un aumento de la eficiencia, mientras que aquí estamos frente a economías por no ejecución. Esto es claro en la obra pública: se dejan de ejecutar obras públicas e, inclusive, se llega al punto en que no se terminan, generando un costo social muy grande porque un puente que está a medio hacer no sirve y los gastos que ha erogado significan un costo para el conjunto de la sociedad. Esta práctica, que ha sido criticada ampliamente, se ve aumentada ya que estas economías de gestión llegan a 68 millones de pesos.


Por otro lado, existe una práctica que aumenta la discrecionalidad del Ejecutivo, son los créditos adicionales, que no tienen asignaciones específicas más allá de que son erogaciones corrientes y de capital, y que para el presupuesto 2002 llegan a 53 millones, más que duplicando la cifra que fue asignada en el 2001. Esto quiere decir que aumenta la discrecionalidad; se trata de un presupuesto que no está pensado para causar un determinado impacto en la sociedad, porque el hecho de que se gaste en erogaciones corrientes o erogaciones de capital no es un dato secundario para el impacto en la economía global. Este hecho está permitiendo que el impacto que teóricamente se ha pensado para ese presupuesto no termina causando lo que se espera.


Cuando empezamos a mirar esto un poco más profundamente observamos que el gasto total autorizado permite una desviación con respecto a los ingresos de 228 millones, es decir que el déficit que aparece, descontando las economías de gestión de 160 millones puede transformase muy rápidamente en 228 millones. Cito como ejemplo lo que pasó en la ejecución del año pasado. -este no es tampoco un dato secundario-, estamos ante un déficit potencial autorizado de 228 millones y no de 160 como se dice en el mensaje.


Por suerte, he podido entrar en la discriminación de los programas y puedo afirmar rotundamente que no estamos frente a un presupuesto por programas, porque no existen claramente definiciones de metas ni de objetivos. Esto es en cierta forma reemplazado por las misiones y funciones del organismo y por ciertos objetivos a mediano plazo, pero no se habla de los objetivos concretos. 


Un programa requiere que sea claramente definido el producto a brindar en términos físicos, a partir del cual, justamente, se vean cuáles son las necesidades en términos de materiales y de recursos humanos, necesarios para llevarlo a cabo. Ninguno de los programas de la Provincia tienen este requisito.

Sr. Moderador.- Señor expositor, disculpe la interrupción. Si la presidencia no dispone lo contrario, le quedan dos minutos de exposición.

Sr. Urquía.- Al licenciado, en venganza, no le vamos a dar ni los dos minutos. No, tómese el tiempo que usted necesite.

Sr. González Olguín.- Muchas gracias, señor presidente.


Nosotros observamos que, salvo en obras públicas donde se hace una estimación un poco más precisa porque a veces se indican tramos de rutas entre localidades aunque no se dice la cantidad de kilómetros ni la calidad del asfalto, el resto de las partidas no tienen ningún tipo de metas, por tanto, el calculo que subyace puede ser cualquier cosa. No hay ninguna razón para  pensar que es una u otra.


Esto se agrava cuando uno empieza –como decía recién- a recorrer los programas, donde encuentra que, a partir del análisis de los recursos económicos y de los recursos humanos, son de imposible ejecución. Posiblemente están puestos porque quedan bien, y voy a nombrar algunos de ellos.

Por ejemplo, recopilación y sistematización de antecedentes de la magistratura, oficina anticorrupción –si se piensa que se puede hacer algo con el presupuesto que tiene esta oficina, realmente es ser muy optimista-, la asistencia a la víctima, programas y proyectos legislativos -sólo estoy nombrando algunos porque son innumerables-, sistematización de la información, laborterapia en el servicio penitenciario. Posiblemente el que se lleva las palmas es la ejecución de proyectos de empleo y capacitación, fíjese que, este programa tiene asignado, para todo el año, 1752 pesos. ¿Qué pueden hacer con eso? Como dato comparativo, les cuento que la gerencia de empleo que depende del Ministerio de Trabajo de la Nación gastó el año pasado, en promedio mensual, aproximadamente 25 mil pesos para lo mismo, para programas de empleo y capacitación. Esto no se refiere al dinero específico de los subsidios de empleo ni al dinero de los programas de capacitación, sino a que la labor de gerenciamiento del Ministerio de Trabajo de la Nación gastó 25 mil pesos mensuales contra 1752 pesos asignados para todo el año, en un rubro que aparece como muy optimista.


Por lo tanto, me parece que, en general, tengo bastantes elementos para afirmar que éste es un presupuesto que dista mucho de ser tal, en donde los programas están hechos de una manera no muy seria en sus cálculos y, por lo tanto, está cuestionada la posibilidad de ejecución y que la Provincia lleve adelante la transformación o brinde los servicios que estos programas se proponen. Con esto, justamente, se pierde un instrumento fundamental para la política económica de la Provincia.


No voy a abundar en el cálculo de recursos porque en cierta forma comparto lo expresado por el señor Nigro en cuanto al optimismo que se ve en los recursos de jurisdicción provincial, máxime cuando los comparamos con los cálculos de recursos nacionales, en donde se muestra clarísima la idea de que la Provincia va a ser mucho más eficaz que la Nación en la recaudación y, por lo tanto, no voy a redundar. Lo que quiero expresar como economista cordobés es que me apena que mi Provincia no pueda presentar un presupuesto técnicamente sustentable existiendo recursos humanos y tecnológicos que permitirían, si hubiera voluntad política, presentar un proyecto bien hecho que realmente garantice que los programas puedan lograr los objetivos que se proponen y dejen de lado la discusión política de cómo se asignan las partidas. Creo que es importante que se comience a avanzar y se haga de esto un instrumento de transformación como se merece la Provincia.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias licenciado González Olguín por su exposición.


Tiene la palabra el señor Antonio Picca, de la Regional N° 5 de Consorcios Camineros, quiero pedirle disculpas porque hace desde la mañana que está esperando.

Sr. Picca.- Aparte, señor presidente, no sé si me voy a poder ir porque cuando vuelva el auto no va a estar allí.

Sr. Presidente (Urquía).- Entonces, le vamos a dar dos o tres minutos.

Sr. Picca.- Creo que con relación a los que me antecedieron en el uso de la palabra hay mucha diferencia en cuanto estudio, formación y capacitación técnica para efectuar una crítica sobre este presupuesto. Pero me voy a limitar simplemente a dar una visión desde el habitante común, utilizando el sentido común.


Quiero decir que me llamo Antonio Picca, que desde el ’84 estoy en el Consorcio Caminero 73 de Río Segundo, y que soy vicepresidente de ese consorcio. A su vez, soy presidente del Consorcio Regional 5 que agrupa a catorce consorcios de la Provincia de Córdoba; miembro del Tribunal de Cuentas de la Comisión de la Asociación de Consorcios Camineros que agrupa a todos los consorcios camineros y miembro activo de la Comisión Negociadora que fue creada para negociar la deuda que tiene la Provincia con los consorcios camineros.


Pido disculpa por mis limitaciones porque no soy político, tengo cursado sólo sexto grado y, por lo tanto, hay mucha diferencia con la capacidad de aquellos que me precedieron.


Yo no estaba invitado, me enteré y vine. No hice una preparación previa de todo esto, pero creo que quienes estamos luchando por esta tarea, no necesitamos mucha preparación, aparte no sabríamos cómo hacerlo.


Me voy a limitar solamente a un folletito que repartimos en la última manifestación y que dice lo siguiente: “Los 277 consorcios camineros de Córdoba queremos cobrar”. El Gobierno de Córdoba nos debe más de un año y medio de trabajo en 54 mil kilómetros de camino de tierra de toda la Provincia. Estamos a punto de quebrar. ¿Cómo van a sacar la cosecha los productores con caminos sin conservar? Primera pregunta sin respuesta. ¿De qué van a vivir los casi 600 empleados que trabajan en los consorcios camineros? Este es el sistema más noble que se conoce en estos tiempos, donde más de 2770 personas trabajan ad honorem para la Provincia de Córdoba , y los productores agropecuarios pagan en impuestos cifras varias veces superiores a lo que los consorcios reciben para conservar los caminos de tierra en toda la Provincia.


El Gobierno nos ofrece convenios truchos, nos niegan el 80 por ciento de nuestros créditos, y nos impide acudir a la Justicia. Este sistema, que es ejemplo en la República Argentina, está a punto de ser destruido por el Gobierno de la Provincia de Córdoba. Voy a pasar a explicar el contenido de lo que aparece como un simple folleto.

Cuando nos referimos a que el Gobierno nos debe más de un año y medio, nos estamos refiriendo a certificaciones mensuales, y quiero advertir que hay deudas del año 1986, es decir, de gobiernos anteriores, que nos están debiendo por un total de 54 mil kilómetros de conservación de caminos de tierra.


En los tiempos que vivimos tenemos que luchar no sólo contra esa deuda, sino también porque otros países de Europa, por ejemplo, donde hay asfalto hasta la puerta de los campos, cuentan con subsidios para los productores agropecuarios. En cambio nosotros pagamos los impuestos y sostenemos a la Provincia con el producto bruto más importante, y no tenemos caminos para sacar la producción.


Señores legisladores: esto merece de la sensibilidad de todos ustedes. El folleto se refiere a cómo se va a sacar la cosecha, pues bien, hace pocos días escuchaba que se iban a otorgar créditos por parte del Banco de la Provincia de Córdoba para la siembra de granos, pero, en primer lugar, el Gobierno debiera preguntarse por dónde se va a sacar la cosecha, si no atiende a los caminos por los que debe salir ese producto.


Además, esta situación genera otro problema, porque no sólo se transporta por esos caminos el producto, que sin duda es lo más importante económicamente para la Provincia, sino que a la vez esta es la principal causa de los éxodos de los campos. Por eso están los campos vacíos; ¿quién quiere vivir en un campo cuando en un día de lluvia no puede salir? ¿quién quiere vivir en un campo cuando no puede ofrecer una educación adecuada para sus hijos? Precisamente yo soy fruto de ese problema, porque soy del campo, lejos de la población, y no pude asistir a una formación secundaria.


Muchachos: estamos en el siglo XXI. Tienen que reflexionar. De todas las exposiciones que he escuchado, rescato la del doctor Said, que me conmovió, porque yo también creo que debemos regresar a los valores. Esta audiencia pública, que hoy aparece como novedosa, ya fue prevista por la Constitución y en la Ley Orgánica Municipal existe, y todos hemos podido advertir las exposiciones interesantes que se formulan. 


Los gobiernos no pueden gobernar más si no escuchan a la gente. Lo que vivimos hoy, la incredibilidad de la clase política es producto de eso; de la falta de visión de los políticos para interpretar realmente lo que quiere la gente. La obra puede ser fabulosa, pero si la gente no la quiere, no tiene éxito.


Entonces, lo primero que hay que hacer es interpretar a la gente; hay que determinar qué es lo que la gente necesita; hay que comenzar a satisfacer sus necesidades. Las políticas se hacen, de ahora en más,  y éste es un pensamiento propio, realizando lo que la gente y la población necesita. Hay quien se siente que haciendo una gran obra se va a perpetuar en la memoria; ésa es una vanidad personal de los políticos. Por ejemplo, cuando se hizo este edificio de la Legislatura, alguien se habrá sentido muy orgulloso porque era una obra importante, pero hoy nadie sabe o se acuerda quién la hizo. Entonces, las grandes obras no hacen a un buen gobierno, sino aquéllas que satisfacen las necesidades de la gente.


Cuando en este párrafo el folleto pregunta ¿de qué van a vivir los empleados de los consorcios camineros?, hay que tener en cuenta que son 600. Nos pusimos contentos cuando se abrió el frigorífico Estancias del Sur y se reincorporaron 400 empleados. Aquí van a quedar 600 en la calle. Los que estamos al frente de la Comisión de los consorcios camineros y trabajamos “ad honorem”, no sabemos cómo vamos a indemnizarlos porque no tenemos dinero. Ya hay gente que vendió máquinas para pagar las indemnizaciones.

Sr. Secretario.- Señor expositor, disculpe la interrupción. Si la Presidencia no dispone lo contrario, le quedan dos minutos para finalizar su alocución.

Sr. Picca.- Voy a tratar de cumplir.

Sr. Presidente (Urquía).- Tenga la tranquilidad de expresar todo lo que usted quiera, habida cuenta que hace muchas horas que está aquí.

Sr. Picca.- Gracias, señor presidente.


Este es el sistema más noble que se conoce en estos tiempos, donde hay 2770 personas que trabajan “ad honorem” para la Provincia. En los tiempos que vivimos, no conseguimos gente que trabaje desinteresadamente para la función pública, cuando en realidad la esencia de dicha función fue ésa: no utilizarlo como medio de vida, sino como un aporte a la sociedad.


Hoy tenemos 2770 personas que no son valoradas por el Gobierno; es más, aquí se dice que “los productores agropecuarios pagan cifras varias veces superiores a lo que cobran los consorcios para preservar los caminos de tierra”. Y es cierto; solamente con el 10 por ciento del impuesto inmobiliario rural alcanzaría para conservar 54 mil kilómetros de caminos de tierra. Además, pagan impuesto inmobiliario rural, ingresos brutos y muchos más que no voy a enumerar porque todos lo saben.


Cuando dice que “el Gobierno nos ofrece convenios truchos”, es cierto, porque nos ha ofrecido, a cambio de la deuda, que firmemos convenios en los que resignemos el 80 por ciento de la misma, y lo que es más triste, que firmemos convenios que nos impiden acudir a la Justicia. Y mientras las responsabilidades para los consorcistas son plenas, el derecho para acudir a la Justicia aparentemente no. Pienso que si tienen responsabilidades y obligaciones, tienen que tener también los derechos; porque no se puede obligar a nadie a que esté en una institución y que tenga todas las responsabilidades pero no los derechos.


Cuando señala que “este sistema está a punto de ser destruido”, no hace falta más que ver que ninguna empresa vial puede subsistir cuando tiene tamaña deuda, y si a esto le sumamos que solamente el aporte del 80 por ciento de los costos que están establecidos de acuerdo a los insumos de hace 10 años atrás, vamos a darnos cuenta que este sistema, que lo copió Méjico, es el más barato que puede tener la República para conservar los caminos.


Aparte de esto, quienes viven y los utilizan son los que los hacen. Este es un sistema perfecto: ponen el dinero, lo hacen y lo usan. O sea, sería una autogestión.


Nosotros cometimos uno de los errores más grandes, cual es el de ser tan anónimos, porque nosotros, pese a que somos 2700 personas que trabajamos gratis, pese a que conservamos 54.000 kilómetros de caminos de tierra y que no nos pagan desde hace mucho tiempo, no hemos salido nunca en la tapa de los diarios, hemos hecho manifestaciones y hemos salido en recuadros chicos ¿Y sabe por qué? Porque no somos noticia interesante, porque en esta crisis de valores que hoy está instalada en nuestra sociedad, aparte de vernos como idiotas que trabajamos ad-honorem, porque nadie puede pensar que hace cinco horas que estoy acá absolutamente para nada, porque todos los que están acá de alguna u otra manera cobran por lo que hacen, acá soy el único que no cobra absolutamente nada por lo que está haciendo. Entonces, señores, creo que esto tiene que llamar a la reflexión a los legisladores, porque el Ejecutivo ejecuta pero el Legislativo es el que legisla, y acá  lo que nos hace falta es, realmente, algo que nos dé sustentación, que nos asegure que vamos a percibir algo mensualmente y no como se dijo en esos proyectos de ley donde se quiere establecer el monto y los trabajos conforme al monto. Esto es una barbaridad. Creo que hay que hacer un presupuesto estimado, pero no poner un monto y después decir que trabajen como les alcance. Si hubiera una erosión y un camino erosionado por las inundaciones o por una correntada, si no hay presupuesto, ¿cómo vamos a hacer para darle transitabilidad a ese camino?, porque es una emergencia y aparte es una obligación del Gobierno provincial darle transitabilidad a todos los habitantes.

Realmente, cuando estaba pensando en exponer, creí que no iba a utilizar los diez minutos y veo que me excedí mucho. Pero, señores legisladores, les quiero dejar una reflexión humilde, que pienso en sentido común: un presupuesto de casi 2.500.000.000 de pesos no se puede aprobar de esta forma. ¿Sabe que muestra esto? Muestra una gran irresponsabilidad de parte de quien nos gobierna, y discúlpenme si el término no cabe, pero esto es lo que siento, y como no sé decir discursos, digo lo que siento. La Audiencia Pública tendría que durar una semana y dar turnos por rubro, por los distintos aspectos del presupuesto, porque la sociedad tiene deseos de participar, sólo que quienes están en el poder, a veces, nos cercenan la participación, y la democracia se fortifica únicamente con la participación de todos, si no, no es democracia, es democracia disfrazada porque no se puede aprobar un presupuesto de tanta importancia, ya que Córdoba es la segunda provincia del país, en sólo quince días.

Discúlpenme si estoy equivocado en esto, porque no tengo la capacidad técnica que tienen muchos para determinar esto, pero eso es lo que me dice el sentido común y eso es lo que veo yo.

Agradezco la participación y quedo a entera disposición para una reunión con legisladores, el Gobierno de la provincia y entidades ruralistas, para que demos una solución a este sistema tan angustiante como son los consorcios camineros, porque les digo, cuando se queden sin consorcios camineros se van a lamentar, el gobierno que está o el que venga, porque no va a conseguir algo más barato. Por eso sostengo y estoy convencido que es el mejor sistema para la provincia.

Nada más. Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Picca por sus palabras. Vamos a avisarle al intendente de Río Segundo que tenga cuidado, porque si usted no sabe expresarse, realmente creo que nos ha engañado. Muchas gracias por su contribución, usted sabe que los que venimos del interior -que somos muchos- valoramos este sistema y estamos todos intentando trabajar porque hay algunas distorsiones, y no precisamente en la zona en que está la producción. Hay un sistema de consorcios en toda la provincia, ya lo hemos ido conversando con el presidente de la Asociación, señor Torriglia y es preocupación de todos.

Muchas gracias por su paciencia y su presencia, y las inquietudes que tenga van a ser bienvenidas.

A continuación tiene la palabra, en representación del Movimiento Sin Trabajo, Teresa Vives, el señor Daniel Báez. 

Sr. Báez.- Vengo a traer la palabra de los trabajadores desocupados de nuestra organización. Estamos luchando por trabajo digno, y mientras conseguimos en trabajo digno, estamos sujetos a conseguir los planes alimentarios y los subsidios tan prometidos. 

Vamos al Ministerio de la Solidaridad, mal llamado “Solidaridad”, porque es “insolidaridad” por el clientelismo político que se hace en ese Ministerio. Hace más de un mes y medio que hemos puesto una carta a disposición del Director de ese Ministerio, y no ha tenido la dignidad de recibirnos; donde para conseguir esas cajas tenemos que salir a cortar la ruta. Y cuando salimos del corte y no habían venido las cajas, un chico de ocho años me dijo: “No me quiero ir a casa; quedémonos en el corte, porque en mi casa yo no tengo para comer”. ¿Dónde está esa solidaridad? Acá se nos dice que en el Presupuesto se van a recortar 47 millones de pesos en el área de Acción Social, y que a ese Ministerio de Insolidaridad se lo va a transformar en una Agencia. Quiere decir que el Estado abandona lo que por Constitución tendría que hacer; lo deja librado al azar como muchas otras áreas. 

No hay un trabajo serio en esta Ley de Presupuesto, donde se haya estudiado a conciencia qué cantidad de desocupados y subempleados hay en la Provincia. Se toma el índice del INDEC de octubre como si en cuatro meses en la Argentina no hubiese pasado nada. Estamos hablando de alrededor de 500 mil cordobeses que están por debajo de la línea de pobreza. ¿Y dónde están las soluciones contenidas en este Presupuesto? De lo único que se habla en este Presupuesto es de “ajuste” y “recorte”. ¿Dónde están verdaderamente los representantes del pueblo? Ustedes dicen llamarse “representantes del pueblo”. Yo los invitaría a que recorrieran conmigo los barrios que yo recorro de la ciudad de Córdoba; en Ituzaingó los chicos se están muriendo de tuberculosis, señores; chicos de ocho años no quieren abandonar la ruta porque no quieren ir a la casa debido a que no tienen qué comer. Y de lo único que se habla en esta Ley de Presupuesto es de “ajuste”. Es más de lo mismo. 

Por eso, vengo a decirles que este presupuesto está de espaldas al pueblo, porque contempla nada más que al sector privilegiado que hizo la fiesta en estos últimos diez años. Para el pueblo trabajador, para los desocupados, lo único que contiene este presupuesto es más miseria y marginación.

Como bien dijo acá el señor, yo tampoco cobro ningún sueldo en esta Legislatura. Son las diez y media de la noche y muchos de los trabajadores desocupados que están en nuestra organización quisieran estar acá en esta Audiencia Pública para estar presentes para dar sus puntos de vista y no lo pueden hacer. Entonces, esto de “Audiencia Pública” es relativa, porque la ley que todos ustedes están tratando ya está toda trabajada entre ustedes para favorecer a los sectores que se privilegiaron durante estos últimos diez años. Parece que en Argentina el 19 y 20 de diciembre, acá en Córdoba pasó desapercibido. La gente busca la verdadera solidaridad. El pueblo trabajador y desocupado de la ciudad de Córdoba y del interior no está representado aquí, ni en ninguna ley; se han olvidado, sencillamente, de los que más sufren. Y vuelvo a repetir, esta ley de presupuesto es más de lo mismo, es más miseria y más marginación; y estoy en contra de que estos tipos de presupuestos se trate de esta manera, somos 30 personas y acá tendría que haber miles. Como dijo el señor, se tendrían que organizar por localidades, por grupos, eso es lo que se tendría, para mí esto de audiencia pública –discúlpeme la honestidad, yo tampoco puedo hacer buenos discursos técnicos- esto es una farsa, esto está todo planificado y va a salir tal cual dice la ley.

Esto es para la foto y para los diarios. Muchas gracias.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Daniel Báez. Tiene la palabra la señora María Isabel Giordano, por la Asamblea Permanente Intersectorial de Salud.

Sra. Giordano.- Por la hora en que hemos llegado, creo que podría expresar, señor presidente, que muchos de los legisladores que aquí están presentes se van a ir a su casa con la conciencia tranquila de que acá se ha realizado una consulta al pueblo.

Lamentablemente, los que nosotros venimos luchando de nuestros sectores de trabajo, sabemos que esto no tiene nada que ver con esa metodología de consultar al pueblo, cómo debemos elaborar un presupuesto, cómo debemos elaborar un proyecto de salud.

Porque de popular, no tiene nada, acá no están los sectores que realmente vienen reclamando un cambio a este sistema de vida.

Y de democrático, en estas cuatro paredes, podemos decir que están las cosas sobre hechos consumados. Acá se está debatiendo sobre un presupuesto ya aprobado. De qué consulta nos pueden hablar.

Yo, desde el terreno de la salud, desde el sector en el cual trabajo, soy trabajadora de salud del Hospital Córdoba, también delegada de ese Hospital, licenciada en enfermería, así que les puedo contar en profundidad la situación que vivimos en la salud de Córdoba, en los hospitales, para ver un poco, no hay insumos, no hay medicamentos, no hay recurso humano.

Hoy se llega hasta suspender las cirugías por falta de elementos de trabajo. hoy se les suspenden los antibióticos a los pacientes, por no contar con ellos. Y sin embargo se está diciendo que se ha aumentado el presupuesto de la salud.

Si comparamos con el ’95 podemos ver que no ha habido aumento de presupuesto sino reducción, pero si hacemos un análisis de la real situación y de la necesidad, de la gran demanda que ha habido, de un 60, 70 por ciento, que hoy estamos atendiendo en los hospitales públicos, podemos ver que sobre esa base hay que elaborar el proyecto y no un proyecto que hoy podemos hablar, destinado a una transformación del Estado, que sabemos que va acompañado a una reforma de salud al servicio de las grandes multinacionales, porque sino veamos la ley 8970, que ha sido sancionado a último momento por la bicameral, habla claramente que hay un acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo que sabemos que esto va a llevar a la transformación de la salud pública, en una salud gerenciada y privatizada, donde el recurso humano va a ser reconvertido, flexibilizado, para transformarlo en lo que hoy conocemos, lo que es el PAMI, verdaderamente la destrucción de la atención de salud.

En este marco, donde aumentan la cantidad de ciudadanos que se quedan sin cobertura social, donde el índice de la pobreza, crece por el gran aumento de la desocupación, han aumentado las epidemias, las enfermedades que ya estaban erradicadas, podemos hablar del cólera y de la rabia, que han sido hoy incorporadas a la sociedad por la total desprotección que hay en Salud. Porque salud no significa solamente atención médica, significa prevenir, prever. Sabemos perfectamente que si no hay fuentes de trabajo, no hay salarios dignos, no hay cobertura social como corresponde, no puede estar garantizada la atención de la salud.

Lamentablemente, con esta transformación del Estado, hay un desentendimiento total de la atención de la salud. Cada estado tiene la obligación de garantizar la salud. Hoy, a través de toda esta transformación, de esta reforma del Estado, se desentiende totalmente.

Esto es un verdadero genocidio preparado intencionalmente y hago responsable a los legisladores que hoy han votado este proyecto de presupuesto. Es verdaderamente la destrucción de nuestra sociedad.

La salud y la educación son los pilares de una sociedad y deben estar garantizados en el presupuesto y en un programa político.

Se está hablando de un seguro de salud que sabemos perfectamente que son las verdaderas gerenciadoras, las empresas multinacionales que se apoderarán de ese seguro.

Nosotros entendemos que una salud es integrada solamente si está garantizada por el Estado, un verdadero sistema único de salud garantizado por el Estado, no por las gerenciadoras privadas.

Dentro de este paquete de transformación, podemos decir lo que ha sucedido con el IPAM. El IPAM –una de las obras más importantes de la provincia- ha sido entregado para el lucro y el negocio. Eso ha quedado demostrado. Las gerenciadoras en salud no han garantizado nada. Justamente los que somos afiliados hoy, no tenemos cobertura de salud.

De esto son responsables el gobierno de la provincia y los legisladores que han votado y han permitido que esta política siga avanzando y se haya garantizado que hoy el IPAM, que sabemos que ya no brinda cobertura, siga existiendo.

También podemos decir que parte de esta transformación del Estado es la entrega de lo que aportamos los ciudadanos a esta empresa Tecsa, que no es más que una empresa para los negocios, que sabemos que ese presupuesto, eso que aportamos, debería ser destinado a salud y educación, no a los grandes negocios.

Es lamentable que hoy nuestro país se esté destruyendo y entregando al Banco Mundial. Ese es el plan que hoy se quiere aprobar con este presupuesto, lisa y llanamente la entrega al Fondo Monetario Internacional y a las exigencias que hoy establecen.

Lo que falta de rematar hoy es la salud y la educación pública. En este marco nosotros, como empleados estatales, estamos fuera de este programa. Sabemos que con la Ley de Reforma del Estado quieren reducir el personal de planta permanente. Vamos a llegar a la precarización y a la atención de salud fuera de lo que es la formación profesional de nuestros trabajadores. 


Estamos luchando y lo seguiremos haciendo con todos los sectores sociales que reclaman derechos fundamentales como son trabajo, salarios dignos, vivienda y también ser nosotros los protagonistas que determinemos qué salud queremos.


En ningún momento nos han invitado desde la Legislatura, ni siquiera en esta Audiencia, a traer las propuestas de los trabajadores de la salud, referentes a qué proyecto de salud queremos. Esto hace al problema democrático, el cual esta audiencia no lo ha garantizado. Creo que lo que se está haciendo es mostrar a la comunidad que se está consultando pero, de fondo, lo que se está haciendo es aprobar algo que ya es un gran negociado. 


Gracias a los bloques de Izquierda Unida, ARI y Polo Social, hemos podido presentar un proyecto de fabricación de medicamentos que, como esperábamos, ha sido cajoneado, lo pasaron a comisión y nunca lo trataron. 

Esta es la clara demostración de que no hay interés en solucionar el problema de la falta de medicamentos, porque hoy más que nunca la sociedad está reclamando una solución, y si el problema es el recurso económico, deberían hablar de fabricar aquí los medicamentos. Creo que esto es claramente el negocio que se tiene con los grandes laboratorios y, a pesar de haber declarado la emergencia sanitaria, no se ha tomado ninguna medida con aquellos que hacen retención de los medicamentos para entrar en especulaciones.

Por eso creemos que si realmente hay intencionalidad de dar una solución, esa ley debería haber sido discutida como punto principal en la búsqueda de una solución a este problema tan sentido que tenemos en el terreno de la salud.

Me voy bastante desmoralizada porque creo que en esta Legislatura no se está legislando al servicio de la gente, sino al servicio de los intereses de las grandes multinacionales y del Banco Mundial. Esta es mi impresión y rechazo totalmente esta audiencia por su metodología y por ser antidemocrática.

Sr. Urquía.-  Gracias, señora María Isabel Giordano. 


Quiero decirle que no comparto en absoluto con usted el tema de que sea una asamblea antidemocrática. Es la primera asamblea pública y, lógicamente, reconozco que puede tener sus defectos, pero está lejos de ser antidemocrática ya que están presentes todos los bloques elegidos el año pasado por el pueblo de la Provincia de Córdoba. 


Por lo tanto, en mi humilde entender, estamos intentando receptar inquietudes. Podemos compartirlo o no y creo que ese es el ejercicio de la democracia. 

No obstante, muchas gracias por su paciencia porque sé que usted estuvo esta mañana  y accedió a volver a esta hora.

Sr. Moderador.- Tiene la palabra el señor Marcos González, en representación de la CTA.

Sr. González.-  Consideramos que es importante el tema de la audiencia pública. Es cierto que es la primera vez que se realiza y lo es para tratar el tema del de Presupuesto, el Código Tributario y Ley Impositiva. 


Creemos que es importante porque se transparenta mucho más el gasto y los recursos del Estado provincial, pero, por otro lado, también pensamos que es insuficiente. Tal vez sería mejor hacerla con más tiempo. Nosotros hemos recibido la información completa sobre el proyecto de presupuesto presentado recién el viernes pasado y lo hemos girado al Instituto de la Central de Trabajadores que nacionalmente preside Claudio Lozano. Si bien él no participó de esto, se lo enviamos al IDEP que es de ATE. Enviaron el informe –al que se refirió Carabajal-, que es un poco sintético pero está centralizado en la parte de personal.

Yo también voy a hacer una síntesis del informe.


En primer lugar, está mencionado el tema del déficit. A fines del año pasado habíamos tenido un informe en el que se hablaba de que la Provincia iba a tener un déficit de 300 millones, pero, como se acaba de confirmar, llegó a 419 millones para el año pasado.


Este déficit, que es muy importante, debe ser investigado para que se aclaren más sus causales principales, porque como consecuencia del acuerdo que ha hecho la Provincia con la Nación se va reducir una parte considerable del gasto en personal. Y es importante aclarar este tema porque los rubros que se van a reducir no han tenido nada que ver con el déficit. Precisamente, los sectores en los que se va a reducir el gasto en personal, como el caso de las jubilaciones que detallaré más adelante, no han sido los causantes de este déficit.


Por otro lado, y ahora voy a entrar en el tema del gasto de personal, en el año 2000 la Provincia gastó, según la ejecución presupuestaria correspondiente, presentada el año pasado, 1157 millones de pesos en todo el personal. Respecto al año 2001, todavía no se ha presentado la ejecución a pesar de que la Ley de Contabilidad establece que tiene que hacerse trimestralemente.


En el proyecto de presupuesto para este año y en el mensaje de elevación el Ejecutivo hace una consideración muy general y dice que el personal en el año 2001 gastó 1375, 9 millones, lo que significa un incremento bastante importante con respecto al personal en el año 2001, de aproximadamente 219 millones.


¿Por qué dije recién que no tiene nada que ver con los sectores donde se va a reducir el personal? Voy a entrar en detalles sobre la situación de una cantidad de cargos y organismos que ha creado el actual Gobierno en el Estado provincial y que son principalmente los causantes de este considerable aumento del gasto.


El 12 de julio de 1999, cuando asumió el doctor De la Sota, la Provincia tenía 5 ministerios, 5 secretarías, 18 subsecretarías, las direcciones de categoría A -que son las más altas- eran 54, las subdirecciones de categoría A eran 8. Después, en el transcurso de los años 2000-2001, los ministerios pasaron de 5 a 8, las secretarías de 5 pasaron a 21, se redujo el número de subsecretarías de 18 a 2, y las direcciones de categoría A pasaron de 54 a 96, y las subdirecciones de 8 pasaron a 75; se crearon las agencias, y en cada agencia hay aproximadamente 20 directores, que representan 25 agencias con 100 directores; y los asesores de gabinete que no están especificados en ninguna ley de presupuesto, estimamos que también crecieron en una cantidad similar. Esto significa que antes de asumir De la Sota había 114 cargos de autoridades y funcionarios del Poder Ejecutivo. Esto está perfectamente detallado de acuerdo a la Ley de Ministerios anterior y decretos reglamentarios, y ahora hay 392 cargos.


Este informe, si bien se refiere al presupuesto del año pasado, sabemos que ahora se han reducido los ministerios, las agencias se han modificado y se han reducido parte de estos gastos.


Por otro lado, los organismos del Estado que había cuando asumió De la Sota eran quince: el Consejo Económico Social, el de Partidos Políticos, Policía de la Provincia, Tribunal Federal de Apelaciones, Contaduría General, Consejo General de Casación, Tribunal Minero, IPAM, Lotería de Córdoba, Caja de Jubilaciones, Caja de Ingenieros, de la Salud, de los Notarios, Caja de Abogados y Consejo del Menor.


Actualmente, el número se duplicó a 32, y se agregaron a los 15 existentes otros como: Junta de Delegados de Sistemas de Información de Ministerios; Organismo de Coordinación, Programación y Fianciamiento; Administración Ejecutiva de Junta de Operaciones, Administración Ejecutiva de Junta de Coordinación, Unidad de Coordinación de Ejecución de Proyectos, Organismo Interministerial Coordinador de Programas Especiales para la Niñez y la Juventud, Unidad de Trabajo Provincia-Municipio-Comuna; Consejo Asesor de Prevención, Rehabilitación y Lucha contra la Droga; Sistema Provincial de Agencias para el Desarrollo Regional; Organismo Jurídico de Administración; Consejo de Seguridad Ciudadana; Corporación Inmobiliaria Córdoba Sociedad Anónima; Tribunal Arbitral del Sector Público; Ente Regulador de los Servicios Públicos –ERSEP-; Sistema Provincial de Arbitraje de Consumo; Oficina Anticorrupción; Instituto Provincial de Iniciativa Privada; etcétera.


Al margen de su funcionamiento, que si son o no eficientes, obviamente incrementó la cantidad de funcionarios fácilmente en unos 200 más.


Por otro lado, está el tema de la baja del gasto que está informado en el estudio oficial que tiene el Gobierno en Internet donde habla del presupuesto para el 2002 por el cual va a reducir: 20 millones de pesos como consecuencia de la reducción de la Legislatura; 29,2 millones de pesos en disminución de aguinaldos y, según la nueva Ley de Remuneraciones que se aprobó por la cual se reduce los sueldos de legisladores y funcionarios del Poder Ejecutivo, en 29 millones; reducción en el Poder Judicial, 5 millones de pesos; en Agencias, 9 millones de pesos; en Jubilaciones de 7.100 trabajadores del Estado provincial, 71 millones de pesos; y en suplencias de educación, 47,8 millones de pesos. Esto hace un total de 173 millones que se van a reducir exclusivamente en Gastos de Personal.


Hay otro que se menciona, como Intereses de la Deuda, por acuerdos Provincia-Nación, en 25 millones de pesos.

Sobre esta baja de cifras, quiero decir lo siguiente: en el presupuesto presentado se informa que se van a reducir 143 millones de pesos en Gastos de Personal, pero lo que se piensa reducir son 173 millones de pesos, con lo que va a quedar un margen de 30 millones de pesos.


Con todos estos datos, vuelvo al comienzo para ampliar más en detalle lo que había dicho Caravajal sobre este informe. El año pasado el gasto en Personal se incrementó en 219 millones de pesos. Esto se toma a modo de ejemplo y se tomó como caso el cargo de un asesor del Poder Ejecutivo que cobró durante el año pasado 2.000 pesos, aproximadamente, y con el aporte que debe hacer el Estado, cobró 2.400 por mes. Esto implica que con el incremento del año pasado en Personal, el Poder Ejecutivo fácilmente puede haber contratado en los doce meses 6.975 asesores. Si estos cargos que se contrataron fueran de una asignación mayor, la cantidad sería inferior y viceversa.


Según el presupuesto para este año, con los 30 millones de pesos que se podrían gastar de más con todas las bajas que habría, se podrían contratar 1.238 asesores del Poder Ejecutivo más.


Hemos hecho una copia de este informe para entregar a cada uno de los bloques luego de la exposición.


Por último, está el tema de la deuda la Provincia. Hasta el momento no hay datos precisos sobre este tema. Cabe aclarar que el 29 de noviembre del año pasado salió publicado en el Boletín Oficial el Decreto 2795/01 donde el Gobierno provincial reconoce una parte importante de la deuda, la cual asciende a 2237 millones de pesos y, asimismo, figura el listado de todos los bancos con los cuales se mantiene esa deuda. Si bien no figura ese detalle de la deuda con cada uno de los bancos, lo vamos a hacer llegar en estos días.


Todo esto significa que la Provincia, desde que asumió el Gobierno actual, incrementó su deuda en 1537 millones de pesos con respecto a estos bancos. A esto hay que agregar 215 millones de pesos del BID para la construcción de escuelas, y 303 millones para el saneamiento del Banco de la Provincia, que no sabemos bien en que quedó. También va a haber que sumarle la emisión de bonos Lecop Córdoba, que obviamente la Provincia tendrá que pagar en el transcurso de tres años, lo que hace que la deuda en la actualidad esté rondando los tres mil millones de pesos, lo que va a generar intereses altísimos.


Como conclusión, se habla de la importancia de haber reducido la Legislatura en 20 millones, es decir, de haber reducido el gasto en política, pero por otro lado se incrementaron en 219 millones de dólares durante el año pasado, en gastos que seguramente fueron a parar a la planta política, como el caso de asesores, lo que demuestra una tremenda contradicción.


Por otra parte, debemos aclarar que toda la Provincia se va a ver beneficiada con el Impuesto de Coparticipación Federal, que es con el que más recauda el Estado nacional con el IVA, debido a la suba de los precios de los productos, porque este tributo los grava directamente, lo que va a incrementar los ingresos, dato que es importante tener en cuenta.


Por otra parte, el Gobernador ha anunciado que no habrá reducciones en el personal del Estado, cuando a fines del año pasado se había planteado que sí. Con la inflación que hay, ha habido una depreciación importante, aunque todos sabemos que los datos suministrados sobre este incremento no son reales, porque es mucho mayor a los que publica el INDEC. Esto implica que, indirectamente, de hecho, todos los trabajadores del Estado provincial tenemos una disminución salarial.


Estas son las conclusiones, y haremos llegar una copia de este informe a cada uno de los bloques.


Pero para terminar, quiero hacer mención a otros dos puntos. En primer lugar, el rechazo al artículo 104 de la Ley Impositiva, que establece el cobro compulsivo al descuento del impuesto inmobiliario y de infraestructura social a los empleados estatales. Consideramos que el Estado tiene formas y recursos para cobrarlos de otra manera, con cuerpo de abogados y otros mecanismos. Además, quiero destacar uno de los problemas principales que planteamos desde la CTA a nivel nacional, cuando a fines del año pasado llevamos adelante una consulta que reflejó que el problema más grave del país en la actualidad es la pobreza, causa principal de la recesión, que ya lleva cuatro años.


En el año 1976, señor presidente, cuando se interrumpió la democracia, la Argentina tenía 22 millones de habitantes, de los cuales dos millones eran pobres. Hoy tiene 36 millones de habitantes, de los cuales 15 millones son pobres. Esto indica que de los 14 millones de argentinos que nacieron desde 1976 a la fecha, 13 millones son pobres.


Esto no es casualidad, sino que ha habido una clara causalidad. Es consecuencia de las políticas económicas aplicadas durante estos últimos 26 años, que han dejado al país en este estado, pero si el problema central no se resuelve, no habrá forma de reactivar la economía, porque resolviendo este problema es como habrá mayor consumo, al menos en los sectores de los medianos y pequeños productores e industriales; habrá mayor consumo y es la única forma en que el Estado podrá recaudar más y reactivar la economía.


Por ello consideramos que el gasto social tiene que ser prioritario, de allí la importancia del plan “Jefes y Jefas de Hogares”, implementado por el Gobierno nacional, a pesar de resultar totalmente insuficiente. En tal sentido, elevamos una propuesta al Presidente de la Nación, a quien le ofrecimos los datos de la consulta efectuada. Esta propuesta se tomó, aunque no se tuvieron en cuenta los montos, pues habíamos planteado que fueran 380 pesos, con 60 pesos de adicional por hijo, habiendo explicitado también de dónde se podía recaudar esos fondos, concretamente de una cantidad de sectores y grupos económicos del país que tuvieron tremendas ganancias, como no la tienen en ningún otro lugar del mundo, en los últimos años en la Argentina, que son los mismos grupos que se verán enormemente beneficiados con las exportaciones, y es importante que se les apliquen las retenciones anunciadas, pero también habría que aplicarles más. Para dar un ejemplo, Argentina el año pasado, según los informes, exportó 31 mil millones de dólares, lo que significa que esas empresas recibieron 31 mil millones de pesos cuando la relación peso-dólar estaba uno a uno. Este año, se estima que van a exportar 45 mil millones de dólares, lo que significa que les van a ingresar 135 mil millones de pesos. Si a esas empresas se les quita solamente 10 mil millones de pesos para instrumentar un seguro de empleo y formación, con la obligación de que quienes tengan ese seguro realicen una contraprestación, que manden sus hijos al colegio y que hagan control de la salud, realmente es un importe insignificante que no llega a un 10 por ciento de las ganancias que obtienen esas empresas.

Sr. Presidente (Urquía).- Muchas gracias, señor Marcos González.


Siendo el último orador de esta audiencia pública, antes de darla por finalizada, en nombre del presidente de la Legislatura, de los presidentes de todos los bloques que integran las distintas bancadas, los miembros de las Comisiones de Legislación General y Economía y Presupuesto, así como el resto de los legisladores, quiero agradecer a todas las personas y entidades que han venido a plantear sus inquietudes y a expresar sus ideas.


Quiero agradecer muchísimo también al Cuerpo de Taquígrafos de esta honorable Legislatura, y al resto del personal que, con muy poco tiempo, intentó hacer de esta Audiencia Pública lo mejor desde el punto de vista organizativo. A todos, sin excepción –y no los nombro para no olvidarme de nadie-, muchísimas gracias.


Roguemos a Dios que este sistema, que hoy se puso en funcionamiento, sea positivo para todos, fundamentalmente para los habitantes de la Provincia de Córdoba. Personalmente soy optimista, creo que es una herramienta que a través del tiempo va a ir madurando y va a dar sus frutos.


Reitero mi agradecimiento a todos y, de acuerdo al artículo 10 de la reglamentación de las Audiencias Públicas, si el resto de los colegas están de acuerdo, siendo las 23.05, del día lunes, damos por finalizada la misma que tuvo su inicio a las 14 horas del día de hoy.


Muchas gracias.

-Es la hora 23.06.-

Carol Fabre – Silvana Sabatini

Directores del Cuerpo de Taquígrafos
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